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Delegación Territorial de Valladolid

Servicio Territorial de Fomento


ACTA SESIÓN Nº 8/18
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(19 de septiembre de 2018)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez – Conde y bajo la Presidencia del suplente del Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Oscar de la Fuente Guati en los asuntos en los que el Delegado territorial debe abstenerse,  con la asistencia de los siguientes miembros-vocales:

Vicepresidente:

· D. Óscar de la Fuente Guati – Suplente del Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid.
Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:
· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento
· Dª Mª. Dolores Luelmo Matesanz - Servicio Territorial de Medio Ambiente 
· D. Marceliano Herrero Sinovas- Servicio Territorial de Economía.
· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería
Centro Directivo en materia de Urbanismo
· Dª Mercedes Casanova Roque
Administración General del Estado: 

· D. Alfredo Catalina Gallego – Área de Fomento, delegación del Gobierno en Castilla y León
Representante de la FRMP:

· D. Manuel Agustín Fernández González

Representante de sindicatos:
· Dª Cristina de la Torre Sanz, (CCOO), se ausenta a las 11:20 horas.
Representante de asociaciones empresariales:
· D. Alberto López Soto
Representante de ONGS:
· D. Miguel Ángel Ceballos Ayuso
Representante de colegios profesionales competentes en urbanismo:
· D. Jesús Eliz Cantalapiedra. 
· D. Carlos J. Moreno Montero. 
Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:
· D. Ignacio Mucientes Mucientes.
· D. Jorge Alberto Bustos.
Representante del colegio de secretarios:
· D. Raúl Elvira Fernández. 
Vocalías de libre designación:
· D. Juan Carlos Sacristán Gómez
Asesores: Dª. Pilar Antolín Fernández, D. Alejandro Meana Gutiérrez, D. Francisco Javier Caballero Villa, D. José María Feliz de Vargas Pereda, técnicos de la Delegación Territorial.

Secretaria: Dª. Isabel Fernández Contero
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 2 de agosto de dos mil dieciocho, y no formulándose a su texto enmienda o corrección alguna, fue aprobada por unanimidad.

II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.- Planeamiento 

A.1.1.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS Nº 6.- QUINTANILLA DE ONESIMO.- (EXPTE. CTU 88/17).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta minutos, comparece el Alcalde, D. Carlos del Barrio Romera.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio objeto de la presente modificación puntual cuenta con Normas Urbanísticas Municipales vigentes desde el año 2005.


El presente documento está promovido por el Ayuntamiento de Quintanilla de Onésimo y tiene una doble finalidad:

· Modificar la delimitación del sector de suelo urbanizable nº 2 excluyendo parte de una parcela ya edificada que cuenta con todos los servicios urbanísticos para ser clasificada como suelo urbano.

· Modificar el sector de SUNC 5 con los siguientes fines: 

· cambio de categoría de suelo de SUNC a Suelo Urbano Consolidado (SUC)

· ampliación del ámbito incluyendo una parcela colindante ya edificada que cumple los requisitos para ser suelo urbano

· modificación, reordenación y supresión de los equipamientos públicos

· división del ámbito en tres AAs a fin de facilitar la gestión

· reubicación de los equipamientos públicos suprimidos en otra parcela recalificada para ese fin


Respecto a la modificación del sector de suelo urbanizable nº 2, se trata de una parcela de 4.458 m2 que forma parte del sector de suelo urbanizable, de los cuales se pretenden excluir 2.490 m2, pasándolos a SUC con la ordenanza de Vivienda Aislada, alegando que cuenta con todos los servicios urbanísticos para ser considerada SUC e incluso solar. En ella se encuentra construida una vivienda y una construcción auxiliar, aportándose copia de certificado municipal sobre fecha de su construcción (anterior al año 1990).


Señala la memoria como justificación a esta modificación que acredita su conveniencia que “De este modo se adecúa la clasificación urbanística de la parcela a la realidad, favoreciendo el desarrollo del sector, dado que los propietarios afectados tienen todos unas condiciones de urbanización similares y precisan de urbanización en el resto del ámbito para alcanzar la condición de solar.”


Respecto a la modificación y resto de cuestiones sobre el sector de SUNC 5, se trata de un ámbito que cuenta con un gran número de edificaciones construidas (aproximadamente el 40% de su superficie) y que posee en gran medida servicios urbanos tales como abastecimiento, saneamiento y energía eléctrica.


Respecto al cambio de categoría este responde a la necesidad de adaptar el planeamiento a la realidad. El fraccionamiento propuesto en tres Actuaciones Aisladas de Normalización y Urbanización se plantea con el fin de facilitar el desarrollo del ámbito que al tener una superficie excesiva (más de 8 hectáreas) y gran número de propietarios es prácticamente imposible acometer su desarrollo de forma unitaria. Se incorpora además al ámbito, una parcela situada en el extremo este ya edificada y que también cumple los requisitos para ser suelo urbano.


Respecto de la supresión de los Equipamientos Públicos del ámbito, divididos en dos parcelas discontinuas, se debe al deseo de agrupar todos los equipamientos del municipio a fin de optimizar sus recursos. El nuevo emplazamiento obliga a recalificar una parcela de uso residencial a equipamiento y a la supresión de un viario intermedio.

La ordenanza residencial de aplicación es la de Unifamiliar Aislada o Pareada.

Se justifican las diferencias de superficie que existen entre la cartografía, la ficha y la realidad, ajustando las correspondientes a los diferentes usos a la distribución real de los mismos.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 29 de diciembre de 2017, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el El Norte de Castilla de fecha 10 de enero de 2018; BOCyL del 12 de enero de 2018 y página web de la Diputación desde el día 9 de enero asi como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento desde el día 10 de enero, manteniéndose durante DOS meses,  durante el cual se presentó una alegación.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 7/02/2018, favorable 

· CHD de fecha 29/01/2018, favorable.
· Subdelegación de Gobierno de fecha 24/01/2018, favorable
· Agencia de protección Civil y Ministerio de Industria se justifica la innecesariedad en la memoria

· Diputación de fecha 8/01/2018
· Servicio Territorial de Fomento emitido el 13 de marzo de 2018, que señala:
“Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones:
1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.

2.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con el artículo 157 del RUCyL y la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

3.- En lo relativo a la Modificación sobre la delimitación del sector de suelo urbanizable 2 hay que señalar que no se encuentra suficientemente justificada, ya que implica que la calle San Roque, cuya continuidad quedaba interrumpida por la existencia del sector de suelo urbanizable a expensas del desarrollo de este que posibilitaría la continuidad del citado viario, quede permanentemente interrumpida.

Por ello, no se considera adecuada la propuesta de reclasificación del citado suelo, ya que, aunque sí que existe una edificación en la citada parcela, de la cual se indica que posee todos los servicios para estar clasificada como suelo urbano, se desconoce su fecha de construcción, si lo ha sido antes de la aprobación de las NUM o posteriormente, si cuenta o no con licencia y de qué forma ha obtenido las condiciones de suelo urbano.

4.- Respecto a la Modificación del sector de SUNC 5, se indican varias cuestiones:

· En virtud de lo señalado en el art. 169 del RUCyL, las modificaciones de planeamiento deben incluir un documento denominado Memoria Vinculante que justifique la conveniencia de la modificación acreditando su interés público. El documento presentado justifica la conveniencia pero no se ha incluido la justificación del interés público de la misma que deberá recogerse.

· En virtud del artículo 4 de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León, modificado por la Ley 4/2013, de 19 de junio, y queda redactado del siguiente modo: “El Consejo Consultivo deberá ser consultado por la Administración en los siguientes asuntos: i) Expedientes tramitados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León y por las Administraciones Locales que versen sobre las siguientes materias:  6º Modificación de los planes urbanísticos cuando tengan por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes o de los espacios libres previstos.” deberá solicitarse consulta del Consejo Consultivo de Castilla y León.

· Se deberá justificar la diferencia de superficie total del ámbito y como se obtiene la superficie que se aporta como resultante, ya que de las superficies aportadas o deducidas no se alcanza el mismo resultado. 

A tal fin, deberán señalarse las superficies de cada uno de los usos que varían, es decir, señalar la superficie de EQ por parcelas que se suprime, la superficie que se recalifica de EQ a Residencial, las superficies de ELP que se amplían, etc.

También se deberá indicar el porqué del incremento de superficie viaria entre lo previsto y lo propuesto ya que de la documentación gráfica, tanto vigente como aportada, no se deduce que haya tal diferencia.

· Se tendrá en cuenta el incremento de superficie edificable que se produce, debiendo justificar el cumplimiento del art. 173 del RUCyL, realizando, si es necesario, las correspondientes reservas de ELP y aparcamientos. 

· Respecto al suelo actualmente calificado como Residencial y que va a ser recalificado como equipamiento, se deberá indicar como se va a obtener el suelo correspondiente al equipamiento nuevo, en aplicación de lo señalado en el art. 120 del RUCyL.

· No se ha incluido entre las modificaciones realizadas, la regularización del lindero norte del ámbito (que se ubicaría en la ahora denominada A3) ya que en la delimitación actual cuenta con un pequeño quiebro que se suprime. Dada la pequeña entidad del mismo y lo que ello supone, no se considera que pueda suponer un inconveniente pero sería adecuado que, al menos, se citara en la descripción de la propuesta.

· Se subsanarán los siguientes errores:

· Se recogerá en la documentación gráfica la trama correspondiente a la ordenanza de aplicación, ya que si, como se deduce de la documentación aportada la ordenanza de aplicación es la de Unifamiliar Aislada-pareada, la trama deberá ser la correspondiente a esta ordenanza.

· Error en el cuadro correspondiente a la AA 3 de la pg 18 de la memoria donde se ha señalado una superficie edificable diferente a la señalada en el cuadro resumen de la ficha y que no se corresponde con la suma señalada.

· En el cambio de calificación de Residencial, con ordenanza de Residencial Mixto, a Equipamiento en la parcela donde se pretende reubicar los equipamientos suprimidos del sector, se hará alusión a una “recalificación” más que a un “cambio de ordenanza”. Dicha cuestión se subsanará, al menos, en la página 36 de la memoria vinculante”.


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose remitido informe de la D.G. de Calidad y Sostenibilidad Ambiental en el sentido de que se considera que la modificación no es previsible que pueda tener efectos significativos sobre el medio ambiente por lo que no se puede incluir dentro del ámbito de aplicación de la Ley 21/2013.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 6 de julio de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 11 de julio de 2018, completada con la presentada el 4 de septiembre de 2018 previo requerimiento, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.

NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.
FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento que subsana todos los aspectos señalados en el informe de 13 de marzo de 2018 al haberse aportado certificado que justifica la existencia y adecuación a la normativa urbanística de la vivienda existente en el sector de suelo urbanizable 2, previa al desarrollo de las vigentes NUM; y haberse justificado, aportado y subsanado todas las cuestiones señaladas relativas al sector de SUNC 5 e indicarse la no necesidad de recabar consulta del Consejo Consultivo de Castilla y León al no modificarse los ELP previstos,  puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente, observándose, no obstante, ciertas deficiencias que deberán subsanarse.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación puntual nº 6 de las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, CONDICIONANDO no obstante, su publicación, y por tanto su vigencia y ejecutividad, conforme a lo exigido en los Art. 60 y 61 de la Ley 5/1999, de 8 de abril de Urbanismo de Castilla y León, a que se subsanen las siguientes deficiencias:

· Se diligencie por el Secretario la documentación aportada con la correspondiente diligencia de aprobación provisional, de acuerdo con lo indicado en el artículo 160.3 del RUCyL 

· Se aporte un ejemplar más de la documentación técnica, debidamente diligenciado

A.1.2.- PLAN ESPECIAL, SUELO RÚSTICO DE ASENTAMIENTO IRREGULAR SRAI 03 – LA PEDRAJA DE PORTILLO.- (EXPTE. CTU 9/14).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta y cinco minutos, los mismos no comparecieron. 


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio objeto de la presente modificación puntual cuenta con Normas Urbanísticas Municipales vigentes desde el año 2007. En el año 2012, en la sesión de la CTU de noviembre de 2012, se aprueba definitivamente una modificación puntual de las NUM cuyo objeto es cambiar la categoría de suelo rústico de la parcela catastral 62 del polígono 7, para pasarlo de suelo rústico común a suelo rústico de asentamiento irregular incluido en un ámbito denominado SRAI 03.

La zona está ocupada por 51 parcelas, pertenecientes a 51 propietarios, la mayoría de las cuales se encuentran edificadas (37 parcelas). La zona ocupa una superficie total de 30.430 m2. Tanto las parcelas como las viviendas existentes, ya se encontraban edificadas cuando se redactaron las vigentes NUM.


El ámbito es colindante al camino de los Salguerales, desde el cual tiene acceso, que conecta directamente con la raqueta existente en la carretera VA-303 de acceso al núcleo urbano de la Pedraja de Portillo desde la carretera N-601. 


Con respecto a las infraestructuras existentes se indica que el ámbito cuenta con abastecimiento de agua común, procedente de un pozo con su depósito y su grupo de presión, y de ahí se distribuye a todas las parcelas; en lo referente a la energía eléctrica, cuentan con suministro de la Compañía Anselmo León la cual distribuye a todas las parcelas desde transformadores existentes en la zona del Camino de Carramedina; con respecto a la red de saneamiento, la urbanización cuenta con red de saneamiento enterrada común que termina en una fosa séptica común. La zona cuenta con alumbrado público. Los viarios existentes tienen acabado de zahorra compactada.

Las condiciones de edificación planteadas, son las siguientes:
· Tipología – aislada o pareada

· Frente mínimo – el existente

· Nº de viviendas – 1 viv/parcela existente

· Alturas – 7 m. a cornisa, 2 pl.

· Retranqueos – 3 m. a todos los linderos

· Ocupación de parcela – 40 %


El documento que ahora se informa desarrolla el Plan Especial de Ordenación y mejora de las Infraestructuras del ámbito, a fin de ordenar y regular tanto los usos como las infraestructuras y sus condiciones de edificación y tras las obras recogidas en este documento, legalizar las viviendas existentes.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 24 de enero de 2014, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el periodico El Norte de Castilla de fecha 13 de febrero de 2014; BOCyL del 21 de febrero de 2014 y página web del Ayuntamiento del 14 de julio al 14 de agosto de 2016 asi como en el Tablón de Anuncios del Ayuntamiento desde el 29 de enero de 2014, manteniéndose durante UN mes,  durante el cual no se presentó ninguna alegación.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 12/02/2014, favorable
· CHD de fecha 21/05/2014, favorable con prescripciones sobre regularización del aprovechamiento de aguas subterráneas que alimenta el ámbito y la solicitud del punto de vertido para la depuración
· S.T. de Medio Ambiente de fecha 4/02/2014, no hay afección medioambiental
· Agencia de Protección Civil de fecha 16/08/2016, indican que no hay riesgo o es bajo
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 26/02/2014
· S.T. de Fomento, sección de conservación de fecha 3/02/2014, no hay afección a carreteras autonómicas
· Subdelegación de Gobierno de fecha 7/02/2014, favorable
· Demarcación de carreteras del Estado de fecha 3/06/2014, favorable
· Servicio Territorial de Fomento emitido el 23 de junio de 2014, que señala:

“Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR FAVORABLEMENTE condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones: 

1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL, de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. 


Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- Se aportará un plano de circulaciones donde se señalen los sentidos de circulación previstos en el ámbito y se resuelva el fondo de saco del vial 1, a fin de adaptarlo a las condiciones del CTE SI-5 en su apartado 1.2.5 respecto a la necesidad de la existencia de un espacio suficiente para la maniobra de los vehículos de extinción de incendios.


4.- Se deberá grafiar en los planos de ordenación la cañada por la que se tiene acceso, y así mismo sería adecuado señalar los enclaves de SRAI colindantes (su denominación).


5.- Hay parcelas que no cuentan con conexión a la red de saneamiento, en concreto se  han detectado las parcelas 20, 21 y 35;  parcelas que no cuentan con red de abastecimiento, la 20, 21 y 42 y parcelas que no tienen suministro eléctrico, la 42. Se resolverán dichas carencias.


6.- En el plano de Red de Media y Baja Tensión (plano 4), se ubicará la parcela o la situación concreta del Centro de Transformación que alimenta el ámbito. (Parece situarse en medio de otra parcela fuera del ámbito).


7.- Se resolverán los siguientes errores:

· No se corresponde la superficie señalada en el cuadro resumen del plano 3 con lo recogido en la distribución de parcelas. Se han detectado discrepancias, al menos, en los ELP, la captación de agua y vial 5.

· No se corresponden las leyendas de los planos de red de media y baja tensión y el de abastecimiento con los símbolos utilizados (se utilizan símbolos que no están en la leyenda y aparecen símbolos en la leyenda que no son utilizados).

· Se indicará qué Empresa es la que realiza realmente el suministro de energía eléctrica al ámbito, Anselmo León, (art. 5.2 de la memoria) o Iberdrola (art. 10 de la memoria).”.

SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental constando la ORDEN FYM/654/2017 de 25 de julio, por la que se formula el informe ambiental estratégico del Plan Especial del sector SRAI 03 de la Pedraja de Portillo que determina que no es probable que vayan a producirse efectos significativos sobre el medio ambiente, por lo que no se considera necesaria la tramitación de la evaluación ambiental estratégica ordinaria.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 25 de mayo de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 9 de julio de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.

NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.
FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento que subsana todos los aspectos señalados en el informe de junio de 2014 al haberse aportado todos los planos requeridos y subsanado todos los errores detectados,  puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de La Pedraja de Portillo, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE el Plan Especial de asentamiento irregular SRAI-03 de La Pedraja de Portillo dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, CONDICIONANDO no obstante, su publicación, y por tanto su vigencia y ejecutividad, conforme a lo exigido en los Art. 60 y 61 de la Ley 5/1999, de 8 de abril de Urbanismo de Castilla y León, a que se subsanen las siguientes deficiencias:

· se diligencie por el Secretario la documentación aportada con la correspondiente diligencia de aprobación provisional, de acuerdo con lo indicado en el artículo 160.3 del RUCyL 

· se aporte un ejemplar más de la documentación técnica, debidamente diligenciado

· y se adjunte certificado de correspondencia entre el documento aportado en papel y el presentado en soporte digital, suscrito por el Secretario del Ayuntamiento.

A.1.3.- MODIFICACIÓN PLAN GENERAL Y ORDENACIÓN DETALLADA SUD 17 “CIUDAD DEL BIENESTAR Y LA SALUD”.- ALDEMAYOR DE SAN MARTIN.- (EXPTE. CTU 16/17).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las diez horas y diez minutos, comparecen:

· El alcalde: D. Fernando de la Cal Bueno.

· El secretario municipal: D. Teodoro Sanz Rivas.

· El representante de la asociación de propietarios “Villa de Aldeamayor”: D. Miguel Díaz Batanero.

· Gerente de suelo de Metrovacesa: Dª. Maríú Rodríguez González.

· Abogado de la asociación de propietarios “Villa de Aldeamayor”: D. Jesús Sánchez Santos.

· Abogada de la asociación de propietarios “Villa de Aldeamayor”: Dª. Pilar Martín Bolea.

· El arquitecto del equipo redactor: D. Óscar Miguel Ares Álvarez.

· Y el gestor de la asociación de propietarios “Villa de Aldeamayor”: D. Manuel Gangoso Movilla.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio objeto de la modificación cuenta con Plan General de Ordenación Urbana vigente desde octubre de 2002. Según el censo del año 2016 cuenta con 5.077 habitantes. 


El suelo sobre el que se desarrolla el presente documento estaba clasificado por el vigente PGOU como Suelo Urbanizable No Delimitado. En junio de 2009 la Comisión Territorial de Urbanismo aprueba definitivamente el Plan Parcial Camino de Sta María, que desarrollaba dicho ámbito con uso Residencial y capacidad total de unas 5.000 viviendas . 


La sentencia 02118/2013 de la Sección Segunda del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León declara nulo de pleno derecho del Acuerdo de 30 junio de 2009 de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid por el que se aprobó definitivamente el Plan Parcial Camino de Santa María de Aldeamayor de San Martín (Valladolid). Posteriormente la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo dicta sentencia por la que declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto en nombre y representación de la Junta de Compensación de la Unidad de actuación única del sector “Camino de Santa María” contra la sentencia de 4 de diciembre de 2013 dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección Segunda) del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León.


En consecuencia, anulado el acto de aprobación del plan parcial, el suelo del ámbito anteriormente denominado sector “Camino de Santa María” se encuentra actualmente en la situación original respecto a la clasificación establecida por el Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín, esto es, como Suelo Urbanizable No Delimitado. 

El documento que ahora se informa tiene una doble finalidad:

· Por una parte se plantea una Modificación Puntual de PGOU con el objeto de delimitar un sector de Suelo Urbanizable, (SUR-17) en la bolsa de suelo clasificado como Suelo Urbanizable No Delimitado, estableciendo las determinaciones de Ordenación General necesarias para su desarrollo, a la vez que se modifican ciertos artículos de la vigente normativa del PGOU para adecuar y posibilitar el desarrollo planteado, así como la creación de una serie de usos pormenorizados nuevos para el desarrollo del nuevo sector (Colectivo Privado y Vivienda en comunidad)

· Y por otra parte, se incluye la Ordenación Detallada del nuevo sector SUR-17.


La modificación puntual se plantea en base a lo señalado en la Disposición Transitoria Cuarta del RUCyL que señala que, en suelo urbanizable no delimitado, previa o simultáneamente al Plan Parcial, deberá aprobarse una modificación del planeamiento general que complete las determinaciones de ordenación general exigibles para el suelo urbanizable.


La delimitación del ámbito es prácticamente la misma que la del anterior PP Camino de Sta. María, salvo una pequeña zona situada al noroeste, próxima al cementerio, que al estar incluida dentro del ZEC, se decide dejar fuera de la delimitación. De igual manera, se adecúan los límites de los hábitats interiores al sector, a la realidad. También se adecúa el límite sur del ámbito al no coincidir la delimitación de la cartografía del PGOU con la Catastral, se toma por tanto la delimitación oficial de límite de términos existente en el Centro de Información Territorial de la Junta de Castilla y León.


En base a estos datos la delimitación propuesta del nuevo sector de Suelo Urbanizable, SUR-17 tiene una superficie de 2.905.011,64 m2 obtenida de mediciones in situ, con uso Global de Colectivo Privado y una edificabilidad total de 1.334.335,54 m2e (5.400 m2e/Ha).

El número total de viviendas previsto es de 1441, que junto a las existentes en el municipio cubriría la demanda estimada de viviendas.    

Se preven SS.GG. adscritos:

· Internos existentes: cementerio y cauces 25.655,61 m2
· Internos a obtener: de espacios protegidos 361.741,80 m2 y de viarios (rotondas de acceso desde carretera) 9.306,65 m2
· Externos a obtener: rotondas de conexión con la carretera y desdoblamiento, 13.551,89 m2

La propuesta de ordenación incluye, a partir de un eje formalizado por la Zanja de la Sal, dos zonas salpicadas con grandes paquetes de suelo calificado como ELP, bien dentro de los SS.GG. y compuesto por las grandes masas arbóreas existentes en el ámbito, como por zonas de SS.LL. A partir de un entramado viario, con muchas calles peatonales, previstas como sendas verdes, se formalizan las manzanas destinadas en su mayoría al uso Colectivo Privado, uso nuevo establecido en esta modificación que posibilita la construcción de usos colectivos, tal como están recogidos en el PGOU y una serie de usos compatibles.  


Se estima una demanda próxima a las 5000 viviendas para las necesidades de la CBS, dado que el SUR 17 aportaría 1441 viviendas el resto de viviendas quedaría cubierto con la oferta existente en el municipio. 

Para su desarrollo y gestión se plantean 3 Unidades de Actuación de manera que hasta que no esté iniciado el desarrollo de, al menos, el 70% de las parcelas lucrativas de una unidad no se puede iniciar el desarrollo de la siguiente. Para el desarrollo de las 3 unidades se han previsto 12  fases de urbanización.


Dentro de los objetivos de la modificación puntual, además de la delimitación del sector de suelo urbanizable se incluyen unos cambios en una serie de artículos a fin de posibilitar el desarrollo del sector. Los artículos modificados y nuevos son los siguientes:

· Art. 55 – para incluir un uso básico nuevo: el de Vivienda Colectiva de aplicación únicamente en el sector 17.

· Art. 56 – para eliminar la prohibición de los edificios de vivienda colectiva

· Art. 56 bis (artículo nuevo) – definición del uso básico vivienda colectiva

· Art. 67 – introducción de dos nuevos usos pormenorizados: Vivienda en comunidad y Colectivo privado

· Art. 70 bis (artículo nuevo) – definición del uso pormenorizado Colectivo privado

· Art. 70 ter (artículo nuevo) – definición del uso pormenorizado Vivienda en comunidad

· Art. 73 – para incluir como un nuevo uso global el de Colectivo privado

· Art. 75 bis (artículo nuevo) – definición del uso global Colectivo privado 

· Art. 148 – para posibilitar el establecimiento de la ordenación detallada mediante modificación puntual de PGOU

· Art. 152 bis (artículo nuevo) – para recoger los parámetros de ordenación general del nuevo sector 17.

· Art. 154 – para adecuar el desarrollo de los PP en SUND a lo que señala el RUCyL

· Art. 155 - para adecuar la densidad de los PP a lo que señala el RUCyL

· Art. 156 - para adecuar el desarrollo de los SUND a lo que señala el RUCyL

· Art. 161 bis – para incluir una nueva categoría de SS.GG. de espacios protegidos de conformidad con lo recogido por el RUCyL

· Art. 176 – para incorporar el suelo incluido en ZEC al SRPN

Respecto a las infraestructuras, estas se resuelven de la siguiente manera:

· Saneamiento – se prevé una EDAR con vertido de aguas depuradas, bien a la Zanja de la Sal bien a la nueva EDAR municipal (no queda suficientemente claro).

· Abastecimiento – dado que Aldeamayor cuenta con recursos de abastecimiento suficientes para el crecimiento previsto se desdoblará la conexión principal de suministro de agua ubicada en el rio Duero, reforzando el servicio con la construcción de una nueva ETAP ubicada dentro del sector.

· Riego – la red de riego será independiente de la de abastecimiento y se abastecerá de las balsas creadas en la urbanización, de captaciones autorizadas y de la regeneración de las aguas de la EDAR.

· Alumbrado público –

· Red eléctrica – la nueva red de distribución eléctrica se conectará a la línea de Media tensión que transcurre al sureste del mismo. Desde el punto de conexión se llevará la línea soterrada a lo largo de la carretera VA-302 hasta la parcela de servicios urbanos, SU2 en la que se ejecutará la Subestación Eléctrica que dará servicio a todo el ámbito.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 5 de abril de 2017, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante una 1ª publicación en el periódico El Norte de Castilla de fecha 20 de abril de 2017; BOCyL del 30 de mayo de 2017 y página web del Ayuntamiento asi como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento, durante dos meses. 2ª información pública en periódico El Norte de Castilla de fecha 12 de enero de 2018; BOCyL del 17 de enero de 2018 y página web del Ayuntamiento  hasta el 19 de febrero de 2018 asi como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento, durante un mes.

Como resultado de la exposición al público se han presentado dos alegaciones en el primer período de información pública y cuatro en el segundo.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural 1º informe de fecha 12/04/2017, desfavorable arqueológicamente; 2º informe de fecha 11/10/2017, favorable en cuanto al catálogo arqueológico, 3º informe de fecha 7/2/2018, desfavorable arqueológicamente; 4º informe de fecha 14/03/2018, favorable
· S.T. de Medio Ambiente de fecha 26/04/2017 favorable
· D.G. del Medio Natural de fecha 21/04/2017 favorable (solo hace una pequeña consideración sobre el ajardinamiento con especies autóctonas)
· CHD 1º informe de fecha 7/12/2016; 2º informe de fecha 9/08/2017, respecto del saneamiento, se considera necesario que las instalaciones de depuración estén ejecutadas previamente a la urbanización del sector SUR 17 favorable condicionado a lo expuesto.
· S.T. de Fomento, Sección de Conservación 1º informe de fecha 25/05/2017, desfavorable; 2º informe de fecha  25/01/2018,  favorable
· D.G. de Telecomunicaciones del Mº de Energía, Turismo  y Agenda Digital de fecha 15/03/2017, favorable
· Demarcación de Carreteras del Estado de fecha 20/07/2017, no está afectada ninguna carretera
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 21/03/2017

· Subdelegación de Gobierno de fecha 13/03/2017, favorable
· Agencia de Protección Civil de fecha 20/06/2016, 

· S.T. de Sanidad (requerido por el EAE) de fecha 24/05/2018, en el que se señala que “este S.T. no es competente según normativa sectorial en la gestión de riesgo de la actividad de dicho proyecto”
· Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades (requerido por el EAE)  de fecha 16/07/2018 en el que se señala que “esta gerencia de Servicios Sociales no es competente para la determinación de la oportunidad de la modificación puntual del PGOU sobre la base de la implantación de nuevos servicios en el ámbito de los servicios sociales”.
· S. T. de Fomento emitido el 1 de agosto de 2017, que señala:

“Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones:

1.- El artículo 20 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, señala: “a) Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen,…”. Así lo viene a confirmar la reciente jurisprudencia, tanto del Tribunal Supremo como del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León.


La propuesta que se presenta en este documento ocupa una superficie de 290 Has y está destinado principalmente al uso de Colectivo Privado con la previsión de edificar construcciones para usos sanitarios y dotacionales, destinados principalmente a la salud y al bienestar, así como 1441 viviendas ligadas a las actividades que se desarrollen.


En la documentación presentada se plantea un crecimiento “compacto” uniendo el núcleo urbano de Aldeamayor de San Martín y la urbanización de Aldeamayor golf, enclave clasificado como suelo urbano consolidado, siguiendo las pautas y en apoyo, de la teoría del desarrollo compacto que establece las DOTVAENT, señalando que la ordenación detallada prevista “favorece el crecimiento urbano en forma de desarrollo compacto, continuo y articulado en torno a los núcleos de población existentes, priorizando la compleción de los vacíos intersticiales  frente a las operaciones de simple expansión”, ahora bien, considerar el desarrollo de un ámbito de 291 Has como un “vacío intersticial”, sobre un municipio cuyo núcleo urbano tiene una superficie de 67 Has es un argumento poco sólido.


El documento presentado justifica el interés de la actividad propuesta, pero carece de argumentación respecto de la necesidad de tal cantidad de suelo, de la ubicación concreta en el municipio de Aldeamayor de San Martín, así como del interés público de la actuación.


Por otro lado, en el punto 5 de la memoria vinculante de la Modificación Puntual (pg 24), se indica que “El suelo que mediante este documento se habilita como suelo urbanizable, estableciendo simultáneamente la ordenación general y la ordenación detallada, responde a demandas actuales de agentes económicos urbanísticamente presentes e implicados en el municipio desde hace tiempo”, pero no se acreditan tales demandas.


Por todo ello, se deberá aportar justificación de la necesidad de la actuación propuesta, tanto en superficie a desarrollar, situación concreta, número de viviendas previsto y del interés público de la actuación, siendo necesario que se concreten pormenorizadamente las demandas de agentes económicos que posibiliten y aseguren el desarrollo del sector.


2.- Complementariamente y como una cuestión meramente formal, se estima, que se debería reorganizar el documento en su totalidad, clarificando y simplificando su contenido, y resolviendo las discrepancias y carencias que se han detectado al leer el documento en su totalidad (Modificación puntual y Ordenación Detallada), indicándose alguna de esas cuestiones en los apartados siguientes de este informe.


3.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


4.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

A) Respecto de la modificación puntual:


1.- En el artículo 4.1 de la memoria vinculante de la Modificación puntual, se incluye la “Justificación de la Actualización de la Clasificación del suelo urbano del municipio” en donde se justifica la inclusión de la actualización de todas las clasificaciones de los suelos, tanto en planos como en normativa, en base a la situación actual del municipio. 


Hay que señalar que lo que se está redactando es una modificación puntual y no una revisión de planeamiento general que sí obligaría a hacer esa actualización. El art. 169 del RUCyL señala que las modificaciones de planeamiento deben “limitarse a contener las determinaciones adecuadas a su específica finalidad…”. El documento que se está tramitando es una modificación puntual y no una Revisión de PGOU por lo que la documentación debe recoger, única y exclusivamente, el objeto del documento y grafiarlo sobre el último documento vigente y no incluir cambios y determinaciones, consecuencia del desarrollo de otros ámbitos ajenos a este documento. 


Por ello, se deberá aportar la documentación necesaria para reflejar adecuadamente las determinaciones y los cambios que se introduzcan en las determinaciones vigentes, todo ello de conformidad con lo señalado en el art. 169.3.b) del RUCyL adecuándose, por tanto,  el documento al objeto del mismo.


2.- Se intenta justificar en la pg 31 de la memora vinculante de la modificación, la no inclusión del ámbito como un área de urbanización Autónoma, según la definición dada por las DOTVAENT, en base a que el ámbito que se pretende desarrollar “une” y “completa” la trama urbana existente (Aldemayor Golf y el sector SUD 11). 


Según la definición de las DOTVAENT en su art. 38 el suelo que pretende desarrollarse cumple perfectamente con esa definición ya que, tanto por dimensión, como por no poder ser servidos directamente desde el suelo urbano consolidado o por la afección que este desarrollo puede hacer sobre las infraestructuras existentes en el núcleo, hacen que ese suelo sí que tenga la consideración de AUA. Por ello deberán así mismo adecuarse todas las referencias hechas en el documento a esta cuestión.


3.- La consideración de AUA establece que las infraestructuras deban resolverse de forma autónoma. El saneamiento del ámbito se resuelve a través de una EDAR que realiza sus vertidos a la denominada Zanja de la Sal, lo que debe ser informado favorablemente por la CHD, sin embargo el abastecimiento de agua al nuevo enclave se realiza a través de una ETAP que no se sabe si conecta con la ETAP de Aldeamayor o directamente con la captación del río Duero, cuestión que debe ser igualmente informada favorablemente por la CHD y que deberá aclararse en el documento. (En el documento que establece la ordenación detallada sí que señala como se realiza el abastecimiento, sin embargo no queda suficientemente claro en el documento de Modificación).


4.- En el nuevo artículo 70 ter, donde se determina el nuevo uso pormenorizado Vivienda en comunidad, se han incluido como usos sin limitación (predominantes) el uso de vivienda asistencial, el cual no existe entre los usos básicos definidos, y se considera que los usos de comercial y servicios y hostelería y espectáculos, deberían incluirse como compatibles y no como predominantes.


5.- Se tendrá en cuenta el informe que se solicite a la Comisión de Patrimonio Cultural respecto de las áreas delimitadas con afección arqueológica, ya que pueden condicionar la inclusión de determinados suelos dentro de la clasificación de suelo urbanizable.

B) Respecto de la Ordenación Detallada:


1.- En virtud de lo señalado en el art. 140.2 del RUCyL, se deberá recoger en la memoria vinculante de la ordenación detallada, todas las previsiones, características y condiciones de las infraestructuras previstas, así como definición y previsión de posibles cargas, para la conexión de los sistemas generales y dotaciones existentes o de la ampliación o refuerzo de los existentes. En particular se deberá indicar como se alimenta la red de alumbrado público del sector. (se ha incorporado como anexo a las ordenanzas debiendo incluirse formado parte de la memoria vinculante)


2.- En cumplimiento de lo señalado en el art. 136.2.d) por remisión del art. 142.2 del RUCyL, se deberán incorporar al documento técnico un Estudio Económico que debe recoger las determinaciones sobre programación y financiación de sus objetivos y propuestas, incluyendo un informe de sostenibilidad económica, que pondere el impacto de la actuación en las Haciendas Públicas y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes,….


El informe de sostenibilidad económica aportado no incluye ninguna precisión sobre el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes, e incluso en el presupuesto de urbanización aportado no figura, entre otras cosas, la pavimentación de los viarios.


3.- En virtud de lo señalado en el art. 107 del RUCyL, se deberá recoger el cálculo del aprovechamiento medio del sector. En el cálculo aportado no se concreta cómo se obtiene la superficie necesaria para obtenerlo, siendo necesario que se incluya.


4.- En virtud de lo señalado en el art. 83.4 del RUCyL, se deberá indicar la forma de obtener los terrenos y los criterios para el dimensionamiento, diseño y ejecución de los SS.GG. externos (rotondas de acceso). (Se ha indicado que se obtendrán por ejecución de sector pero no se especifica).

5.- Si en las parcelas con uso pormenorizado Colectivo Privado se admite la inclusión de los usos compatibles Hospedaje y Hostelería hasta un 100% estos usos dejan de ser compatibles y pasan a ser predominantes, por lo que deberán incluirse en el art. 22.2 de las ordenanzas del plan parcial, en el apartado correcto. 


Igualmente en las condiciones del uso pormenorizado Vivienda en Comunidad del mismo artículo citado, se recogen como usos predominantes el de Comercial y Servicios y el de Hostelería y Espectáculos, habiéndose indicado en el punto 4 de este informa que estos usos deberían incluirse como compatibles y no como predominantes, por lo que deberá reconsiderarse la definición de este artículo.


6.- Se deberá incluir en los cuadros resumen de las páginas 65, 67, 71, y en general en todos los cuadros de parcelas por usos de la memoria de la Ordenación detallada, el total de cada una de las columnas. Así mismo se considera necesario que se incluyan cuadros generales de resumen de superficies, edificabilidades,… según las calificaciones asignadas, con indicación de los datos totales del sector.


7.- Será necesario indicar una altura en metros, para las ordenanzas tanto de Colectivo Privado como de Viviendas en Comunidad. Así mismo, y en las mismas ordenanzas, sería adecuado indicar el artículo de referencia respecto a los usos y puesto que, tal como se deduce, en las manzanas calificadas como Vivienda en Comunidad, tienen cabida varias tipologías de viviendas (unifamiliares en sus tres niveles y colectiva en dos categorías) e incluso de otros usos, deberían incluirse las condiciones de edificación de cada una de ellas (o al menos, la referencia a la prevista en el PGOU).


8.- Se recogerá en las mismas ordenanzas la previsión de plazas de aparcamiento, además de las señaladas “las previstas en función del uso asignado”.


9.- Sería conveniente incluir en las ordenanzas una previsión de urbanización o acabados para los suelos que, estando incluidos dentro del perímetro de las macromanzanas que no hayan sido desarrolladas mediante un Estudio de Detalle, no estén ocupados por edificación.


10.- Se deberá dar cumplimiento a lo exigido en el Documento Básico DB-SI “Seguridad en Caso de Incendio” del Real Decreto 314/2006, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, en particular en el apartado 1.2.5 “En las vías de acceso sin salida de más de 20 m de largo se dispondrá de un espacio suficiente para la maniobra de los vehículos del servicio de extinción de incendios” ya que se han detectado viarios de más de 20 m. de longitud sin salida que lo incumplen. (se ha detectado, al menos, el viario V3-V4).


11.- Existen algunas manzanas con la obligatoriedad de establecer un soportal. Dicha cuestión viene recogida en la memoria vinculante pero sería recomendable que se grafiara en los planos de ordenación.


12.- En relación con la gestión, y relativo a las fase de urbanización previstas, sería conveniente, a fin de reforzar la intención del promotor de la actuación, de potenciar la puesta en el mercado de los solares y suelos vacíos en el núcleo urbano como consecuencia de la actividad principal del sector, reajustar el número de viviendas posibles en cada una de las fases.


13.- Se subsanarán los siguientes errores:

·  No se corresponde el valor señalado para los SS.GG. interiores a obtener de la página 86 de la memoria de la ordenación detallada (364.510,34 m2) con lo señalado en el cuadro resumen de los parámetros de la ordenación general de la página 151 de la memoria vinculante de la modificación puntual (361.741,80 m2), así mismo se señalará qué carácter tienen los SS.GG. cuya superficie es 22.927,80 m2. Se analizará en qué manera puede afectar este error al cálculo de la edificabilidad total. (No se han tenido en cuenta los m2 de SS.GG. internos a obtener para viario)

· Se indicará a qué corresponde el valor de 361.741,80 m2 de zonas verdes que, tal como se recoge en el apartado 12.3.3 de la memoria vinculante de la ordenación detallada (pg. 122), se cederán al Ayuntamiento, cuando en realidad la superficie de reserva de ELP, y que debe ser cedida al Ayuntamiento, es de 792.383,77 m2.

· No se corresponden ciertas tramas con los usos asignados, por ejemplo, la parcela EQP-02.03 cuyo uso es Equipamiento Público parece tener la trama de SG-EP; la trama de Servicios Urbanos no aparece en la leyenda…

· Hay manzanas de EQP que cuentan con la trama que lo identifica como Equipamiento Público al aire libre pero que no cuentan con el * identificador (por ejemplo EQP-02.03, EQP-02.02) y otras en sentido contrario, cuentan con el asterisco pero no con la trama (por ejemplo EQP-03.03)

· En la parcela del Sistema General EP2, del plano O-01J, hay que eliminar la extensión “ext”, puesto que no es un SS.GG. externo.

· En la memoria de instalaciones, art. 3.2 (pg 8) se hace referencia a la red de abastecimiento en vez de a la de saneamiento.”

SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la la ORDEN FYM/407/2018 de 9 de abril por la que se formula la Declaración Ambiental Estratégica de la Modificación Puntual  con ordenación detallada del sector SUR 17 “Ciudad de la Salud y el Bienestar” del Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín, publicada en el BOCyL del 20 de abril de 2018.

SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 4 de junio de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril, ratificado por acuerdo de Pleno en sesión extraordinaria celebrada el 26 de julio de 2018. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 21 de junio de 2018, completada con la presentada el día 27 de julio de 2018 fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.

NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe con fecha 27 de julio de 2018, proponiendo suspender la aprobación definitiva, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.


DÉCIMO.- Conocida por el Ayuntamiento el informe-propuesta del Servicio Territorial de Fomento, fue aportada una subsanación de errores y aclaraciones al texto con fecha de Registro de entrada de 30 de julio de 2018, al objeto de dejar constancia de la voluntad, por parte del equipo redactor, de corregir las incidencias reseñadas en la propuesta de Acuerdo.


UNDÉCIMO.- En la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 2 de agosto de 2018, tras el correspondiente debate, se formuló voto particular por el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales, D. Miguel Angel Ceballos Ayuso, que se transcribe a continuación: 

“VOTO PARTICULAR DEL REPRESENTANTE DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES DE DEFENSA DEL MEDIO AMBIENTE

a) La Modificación pretendida conlleva la total reconsideración de la ordenación general del PGOU vigente, al delimitar un nuevo sector de Suelo Urbanizable de 290 hectáreas:

b) Con unos nuevos usos terciarios que no están contemplados ni previstos en el Plan General vigente, por lo que propone modificar sus artículos 55, 56, 67, 73, 148, 154, 155, 156 y 176, la adición de seis nuevos artículos, la alteración de cuatro planos de ordenación y el cambio del Capítulo VIII de su Memoria Vinculante.

c) Y con la propuesta de una Ciudad de la Salud y el Bienestar que según su promotor conlleva un impacto territorial, económico, laboral y social que desborda el ámbito estrictamente municipal para extenderse al conjunto de la provincia y de Castilla y León, impacto plasmado en “la ejecución de inversiones directas estimadas por importe de 1.479 a 1.610 millones de euros, equivalente a un rango del 2,7 al 2,9% del PIB de Castilla y León en 2015 (del 12 al 13% del PIB de Valladolid en 2015). En términos de inversión inducida se estima supondría 2.381 a 2.729 millones de euros (equivalente a un rango entre el 4 y el 5% PIB Castilla y León). El Proyecto estima la creación de 6.530 a 9.762 empleos directos, que podrían convertirse considerando los empleos indirectos e inducidos entre 12.796 y 13.928 empleos, lo que de generarse con empleo de la provincia de Valladolid podría disminuir la Tasa de Paro provincial del 16% hasta el 10,8% conforme los datos actuales” (Memoria Vinculante, págs. 129-130).

d) Como señala el informe de la Diputación Provincial de Valladolid, por su naturaleza, escala y posición, dicha propuesta no encuentra acomodo en ninguno de los instrumentos de ordenación del territorio aplicables, como las Directrices Esenciales de Ordenación Territorial de Castilla y León, las Directrices de Ordenación de Ámbito Subregional de Valladolid y Entorno (DOTVAENT) o el Plan Regional del Valle del Duero, a las que se refiere el artículo 34.1 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León.

La reconsideración total del modelo territorial de Aldeamayor de San Martín, de ciudad dormitorio de Valladolid a gran geriátrico a escala provincial y regional, obliga a tramitar la actuación proyectada en el marco de una revisión del PGOU de Aldeamayor, que adapte su ordenación general al nuevo modelo en aspectos esenciales como los objetivos y propuestas de ordenación, la clasificación del suelo, los sistemas generales o las reservas para ampliar los patrimonios públicos de suelo. La previsión del nuevo sector podría asimismo conllevar variaciones en la ordenación general de los restantes sectores de Suelo Urbanizable. Por ello, procede la denegación de la modificación pretendida por exceder el alcance el artículo 169 del RUCyL, emplazando al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín a proceder a la revisión de su PGOU, con observancia de los instrumentos de ordenación del territorio aplicables.

Subsidiariamente, de no atenderse esta cuestión esencial de procedimiento, consideramos que en todo caso debería denegarse la Modificación del PGOU de Aldeamayor de San Martín, por no justificar sus previsiones de suelo terciario y residencial de acuerdo a “las necesidades que lo justifiquen” (arts. 20.1.a del Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana y 34.1 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León), preservando de la urbanización al resto del suelo rural, es decir, al “suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística (art. 3.2.b del Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana). Dichas necesidades no han sido acreditadas, tal y como señalan los informes desfavorables emitidos por el arquitecto municipal de Aldeamayor y la Diputación Provincial de Valladolid durante la tramitación de la Modificación.

En concreto, el informe del arquitecto municipal de 21 de noviembre de 2017 señala que “la delimitación del sector, su uso y su intensidad de uso no se han justificado desde una necesidad acreditada sino para la creación de oportunidades de inversión que apoyadas en las coartadas de la asistencia social, la salud y el bienestar, permitan cuantas dotaciones privadas sean posibles y sus alojamientos asociados”. En su informe de 16 de mayo de 2018, el técnico municipal añade que “no se han acreditado la necesidad real de nuevos suelos para atender las demandas de plazas asistenciales y sanitarias que no puedan ser cubiertas por las edificaciones vacantes, los solares y los suelos urbanizables existentes en el Alfoz de Valladolid”.

Por su lado, el informe de la Diputación de Valladolid de 21 de marzo de 2017 concluye que “la Modificación Puntual del Plan General de Aldeamayor que se analiza no constituye […] sino un ejercicio de planeamiento que en modo alguno acredita, con el rigor y la credibilidad debidos, (es decir, sin inventar ciudades fantásticas de ninguna clase, respecto a las cuales Aldeamayor no constituye centro de referencia para ningún instrumento de ordenación del territorio o de planeamiento de ámbito supramunicipal vigentes) la ‘conveniencia’ y el ‘interés público’ exigidos por el art. 169.3.b.1º del Reglamento de Urbanismo. Y que propone clasificar como suelo urbanizable un paquete de terrenos tan innecesarios, tan carentes de justificación y tan huérfanos de encaje legal hoy como el día en que el Tribunal Superior de Justicia decretó la anulación del Plan Parcial Camino de Santa María”.

Sobre esta cuestión de la justificación de la necesidad del suelo ya se pronunció la STSJCyL de 4 de diciembre 2013 invocada cuando afirmaba la prevalencia del principio de desarrollo territorial y urbano sostenible y de los criterios básicos de utilización del suelo sobre el anterior plan residencial del promotor de la Modificación en los terrenos controvertidos. Al respecto, la STS de 25 de noviembre de 2015 sobre el mismo asunto califica la propuesta residencial original como “irreflexiva, ilógica y contraria al bien común”, señalando que “la clasificación del suelo sólo debe alcanzar al necesario para atender necesidades justificadas”.

Hay que recordar que la clasificación del suelo otorgada por el PGOU de Aldeamayor de San Martín al ámbito de la Modificación pretendida fue la de Suelo Urbanizable No Delimitado, no porque su transformación en Suelo Urbano se considerara adecuada, sino porque (de acuerdo a la legislación entonces vigente) ésta era la categoría de suelo residual, de modo que a esta clase de suelo habrían de pertenecer los terrenos que ni constituían Suelo Urbano, ni debían preservarse de la urbanización (artículo 13 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, en la redacción entonces vigente), ni se estimaba que era adecuada su transformación en Suelo Urbano (artículo 14 de dicha Ley).

En nuestra opinión, las cuatro cartas de diversos agentes económicos incorporadas al expediente como justificación de sus supuestas demandas (cumplimentadas sobre un mismo modelo de un folio, dos de ellas pertenecientes además al mismo grupo empresarial) no concretan ni acreditan la necesidad del suelo terciario que se pretende habilitar, en los términos requeridos por el propio informe del Servicio Territorial de Fomento de 1 de agosto de 2017. Por ello, la afirmación de la propuesta de aprobación definitiva de la Modificación de que “esta Administración admite que si no hay oferta es muy posible que nunca haya demanda” no es coherente con la legislación urbanística vigente ni, en puridad, con el artículo 47 de la Constitución Española, que prohíbe la especulación. Es entendible el interés del promotor de la Modificación en evitar la desclasificación de sus terrenos como Suelo Urbanizable si no es capaz de conseguir la aprobación de una ordenación detallada antes del próximo 19 de octubre, pero en todo caso dicha pretensión es ajena al interés general que debe guiar la actuación urbanística de las administraciones públicas.

La pretensión de eliminar el carácter de ese desarrollo como “Área de Urbanización Autónoma”, modificando el vigente artículo 156 de las Normas del Plan General, resulta fraudulenta y la justificación de dotar al desarrollo urbanístico del municipio de un carácter compacto en base a la unión del núcleo urbano actual con la urbanización conocida como Aldeamayor Golf, desautorizada por el informe del Servicio Territorial de Fomento de 1 de agosto de 2017 (“considerar el desarrollo de un ámbito de 291 Has como un ‘vacío intersticial’, sobre un municipio cuyo núcleo urbano tiene una superficie de 67 Has es un argumento poco sólido”), lo único que provoca es añadir un despropósito urbanístico (de casi imposible realización en los términos en que se pretende aprobar) a otro ya existente.

Hay que recordar que dicho carácter de “Área de Urbanización Autónoma” deriva del artículo 38.1 de las DOTVAENT y ha sido ratificado en sentencia judicial firme, siendo por lo tanto preceptivo cumplir las obligaciones establecidas para estos desarrollos, tales como respetar una distancia mínima entre sectores independientes de 1.000 metros (artículo 60.1.b.2 DOTVAENT) y la resolución con plenas garantías y de forma autónoma de su propio abastecimiento de agua (artículos 49.2.e y 60.1.a.3 DOTVAENT), que en este caso se incumplen por la colindancia con el sector “Aldeamayor Golf” y por la previsión de usar la captación de agua municipal en el río Duero, aspecto que ya determinó la nulidad del Plan Parcial “Camino de Santa María” original, por lo que el vicio legal se reitera.

En relación a las DOTVAENT, la Modificación propuesta ignora y desvirtúa el sentido y la extensión del crecimiento urbanístico que dichas directrices prevén para Valladolid y su Entorno. Así, el artículo 14.1, de aplicación plena, establece que “el planeamiento urbanístico municipal deberá fomentar el crecimiento compacto de los núcleos de población existentes, apoyándose en su malla urbana”; el artículo 35.2, de aplicación plena, señala que “el planeamiento urbanístico municipal aplicará las directrices citadas en el número anterior para consolidar el Modelo Territorial propuesto, priorizando las formas de crecimiento compactas, en continuidad con los espacios urbanos consolidados y colmatando vacíos existentes”; el artículo 59, de aplicación básica, indica que “se favorecerán los crecimientos urbanos en forma de desarrollo compacto, continuo y articulado en torno a los núcleos de población existentes, priorizando la compleción de los vacíos intersticiales frente a las operaciones de simple expansión”; y la Memoria de las DOTVAENT establecen con aplicación básica un rango urbano para Aldeamayor de San Martín de entre 2.000 y 5.000 habitantes, ya alcanzado en la actualidad y que la Modificación del Plan General propuesta espera elevar de forma voluntarista hasta 26.000 habitantes, de acuerdo al Informe de Sostenibilidad Económica.

Finalmente, sobre este importante último documento, hay que notar que la carga económica que el mantenimiento del nuevo Sector supondría para las arcas municipales se evalúa partiendo de supuestos tan irreales como que su edificación se completará en un plazo de diez años desde la recepción de la urbanización por el Ayuntamiento (escenario normalizado) o que los gastos e ingresos futuros del mantenimiento de las nuevas infraestructuras y servicios urbanos corresponderán a los ratios de gastos e ingresos por habitante actuales del Presupuesto Municipal de 2016, obviando un cálculo ajustado a la ingente superficie de viales, equipamientos y espacios libres realmente cedidos al Ayuntamiento, así como a la prestación de servicios a las actividades previstas (residenciales, comerciales, hosteleras, sanitarias, etc.), y por lo tanto el carácter fuertemente extensivo del modelo urbano propuesto, de mantenimiento mucho más costoso que el modelo urbano compacto. Tal y como ha expuesto en la reunión de la Comisión el representante del Colegio Oficial de Economistas no se ha acreditado de esta manera que el impacto de la actuación en la Hacienda Pública municipal sea soportable por ésta, sin llevar al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín a una situación económica insostenible, en el caso probable de verse obligado a mantener durante años la urbanización en ausencia de actividad y población suficientes.”

DECIMOSEGUNDO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo en la sesión de 2 de agosto de 2018, al haberse emitido Voto Particular expuesto en el apartado anterior, no adopta acuerdo, sino que de conformidad con lo preceptuado en el artículo 5.5.b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, solicita informe a la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del Acuerdo durante dos meses.

DECIMOTERCERO.- Con fecha 23 de agosto de 2018, se recibe informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, que señala literalmente lo que se reproduce: 

“INFORME DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO SOBRE EL VOTO PARTICULAR FORMULADO EN LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID, RESPECTO DEL ACUERDO SOBRE LA APROBACIÓN DEFINITIVA DE LA MODIFICACIÓN DEL PLAN GENERAL DE ORDENACIÓN URBANA DE ALDEAMAYOR DE SAN MARTÍN CON ORDENACIÓN DETALLADA DEL SUR 17 “CIUDAD DEL BIENESTAR Y SALUD”.


La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid (CTMAyU en adelante), en su sesión de 2 de agosto de 2018, en relación con la aprobación definitiva de la Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín (Valladolid) con ordenación detallada del SUR 17 “Ciudad del Bienestar y Salud”, solicita informe del centro directivo competente en materia de urbanismo, ante la falta de unanimidad y la formulación de un voto particular por uno de los vocales del órgano colegiado.


Este informe se emite de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.b) del artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León. Por lo tanto, no es objeto de este informe revisar todo el documento de modificación, sino tan solo exponer el criterio de este centro directivo sobre los aspectos concretos respecto a los cuales el voto particular presentado discrepa de la posición mayoritaria de los miembros de la CTMAyU.

El voto particular propone que la CTMAyU adopte acuerdo de denegación de la aprobación definitiva, según lo previsto en el artículo 54 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León (LUCyL en adelante) y en el artículo 161 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (RUCyL en adelante), justificándolo de la siguiente forma: 

a) La Modificación pretendida conlleva la total reconsideración de la ordenación general del PGOU vigente, al delimitar un nuevo sector de Suelo Urbanizable de 290 hectáreas:

b) Con unos nuevos usos terciarios que no están contemplados ni previstos en el Plan General vigente, por lo que propone modificar sus artículos 55, 56, 67, 73, 148, 154, 155, 156 y 176, la adición de seis nuevos artículos, la alteración de cuatro planos de ordenación y el cambio del Capítulo VIII de su Memoria Vinculante.

c) Y con la propuesta de una Ciudad de la Salud y el Bienestar que según su promotor conlleva un impacto territorial, económico, laboral y social que desborda el ámbito estrictamente municipal para extenderse al conjunto de la provincia y de Castilla y León, impacto plasmado en "la ejecución de inversiones directas estimadas por importe de 1.479 a 1.610 millones de euros, equivalente a un rango del 2,7 al 2,9% del PIB de Castilla y León en 2015 (del 12 al 13% del PIB de Valladolid en 2015). En términos de inversión inducida se estima supondría 2.381 a 2.729 millones de euros (equivalente a un rango entre el 4 y el 5% PIB Castilla y León). El Proyecto estima la creación de 6.530 a 9.762 empleos directos, que podrían convertirse considerando los empleos indirectos e inducidos entre 12.796 y 13.928 empleos, lo que de generarse con empleo de la provincia de Valladolid podría disminuir la Tasa de Paro provincial del 16% hasta el 10,8% conforme los datos actuales" (Memoria Vinculante, págs. 129-130).

d) Como señala el informe de la Diputación Provincial de Valladolid, por su naturaleza, escala y posición, dicha propuesta no encuentra acomodo en ninguno de los instrumentos de ordenación del territorio aplicables, como las Directrices Esenciales de Ordenación Territorial de Castilla y León, las Directrices de Ordenación de Ámbito Subregional de Valladolid y Entorno (DOTVAENT) o el Plan Regional del Valle del Duero, a las que se refiere el artículo 34.1 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León. 

La reconsideración total del modelo territorial de Aldeamayor de San Martín, de ciudad dormitorio de Valladolid a gran geriátrico a escala provincial y regional, obliga a tramitar la actuación proyectada en el marco de una revisión del PGOU de Aldeamayor, que adapte su ordenación general al nuevo modelo en aspectos esenciales como los objetivos y propuestas de ordenación, la clasificación del suelo, los sistemas generales o las reservas para ampliar los patrimonios públicos de suelo. La previsión del nuevo sector podría asimismo conllevar variaciones en la ordenación general de los restantes sectores de Suelo Urbanizable. Por ello, procede la denegación de la modificación pretendida por exceder el alcance el artículo 169 del RUCyL, emplazando al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín a proceder a la revisión de su PGOU, con observancia de los instrumentos de ordenación del territorio aplicables.

Subsidiariamente, de no atenderse esta cuestión esencial de procedimiento, consideramos que en todo caso debería denegarse la Modificación del PGOU de Aldeamayor de San Martín, por no justificar sus previsiones de suelo terciario y residencial de acuerdo a "las necesidades que lo justifiquen" (arts. 20.1.a. del Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana y 34.1 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León), preservando de la urbanización al resto del suelo rural, es decir, al "suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística (art. 3.2.b del Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana). Dichas necesidades no han sido acreditadas, tal y como señalan los informes desfavorables emitidos por el arquitecto municipal de Aldeamayor y la Diputación Provincial de Valladolid durante la tramitación de la Modificación.

En concreto, el informe del arquitecto municipal de 21 de noviembre de 2017 señala que "la delimitación del sector, su uso y su intensidad de uso no se han justificado desde una necesidad acreditada sino para la creación de oportunidades de inversión que apoyadas en las coartadas de la asistencia social, la salud y el bienestar, permitan cuantas dotaciones privadas sean posibles y sus alojamientos asociados". En su informe de 16 de mayo de 2018, el técnico municipal añade que "no se han acreditado la necesidad real de nuevos suelos para atender las demandas de plazas asistenciales y sanitarias que no puedan ser cubiertas por las edificaciones vacantes, los solares y los suelos urbanizables existentes en el Alfoz de Valladolid".

Por su lado, el informe de la Diputación de Valladolid de 21 de marzo de 2017 concluye que "la Modificación Puntual del Plan General de Aldeamayor que se analiza no constituye [...] sino un ejercicio de planeamiento que en modo alguno acredita, con el rigor y la credibilidad debidos, (es decir, sin inventar ciudades fantásticas de ninguna clase, respecto a las cuales Aldeamayor no constituye centro de referencia para ningún instrumento de ordenación del territorio o de planeamiento de ámbito supramunicipal vigentes) la 'conveniencia' y el `interés público' exigidos por el art. 169.3.b.1° del Reglamento de Urbanismo. Y que propone clasificar como suelo urbanizable un paquete de terrenos tan innecesarios, tan carentes de justificación y tan huérfanos de encaje legal hoy como el día en que el Tribunal Superior de Justicia decretó la anulación del Plan Parcial Camino de Santa María".

Sobre esta cuestión de la justificación de la necesidad del suelo ya se pronunció la STSJCyL de 4 de diciembre 2013 invocada cuando afirmaba la prevalencia del principio de desarrollo territorial y urbano sostenible y de los criterios básicos de utilización del suelo sobre el anterior plan residencial del promotor de la Modificación en los terrenos controvertidos. Al respecto, la STS de 25 de noviembre de 2015 sobre el mismo asunto califica la propuesta residencial original como "irreflexiva, ilógica y contraria al bien común", señalando que "la clasificación del suelo sólo debe alcanzar al necesario para atender necesidades justificadas".

Hay que recordar que la clasificación del suelo otorgada por el PGOU de Aldeamayor de San Martín al ámbito de la Modificación pretendida fue la de Suelo Urbanizable No Delimitado, no porque su transformación en Suelo Urbano se considerara adecuada, sino porque (de acuerdo a la legislación entonces vigente) ésta era la categoría de suelo residual, de modo que a esta clase de suelo habrían de pertenecer los terrenos que ni constituían Suelo Urbano, ni debían preservarse de la urbanización (artículo 13 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León, en la redacción entonces vigente), ni se estimaba que era adecuada su transformación en Suelo Urbano (artículo 14 de dicha Ley).

En nuestra opinión, las cuatro cartas de diversos agentes económicos incorporadas al expediente como justificación de sus supuestas demandas (cumplimentadas sobre un mismo modelo de un folio, dos de ellas pertenecientes además al mismo grupo empresarial) no concretan ni acreditan la necesidad del suelo terciario que se pretende habilitar, en los términos requeridos por el propio informe del Servicio Territorial de Fomento de 1 de agosto de 2017. Por ello, la afirmación de la propuesta de aprobación definitiva de la Modificación de que "esta Administración admite que si no hay oferta es muy posible que nunca haya demanda" no es coherente con la legislación urbanística vigente ni, en puridad, con el artículo 47 de la Constitución Española, que prohíbe la especulación. Es entendible el interés del promotor de la Modificación en evitar la desclasificación de sus terrenos como Suelo Urbanizable si no es capaz de conseguir la aprobación de una ordenación detallada antes del próximo 19 de octubre, pero en todo caso dicha pretensión es ajena al interés general que debe guiar la actuación urbanística de las administraciones públicas.

La pretensión de eliminar el carácter de ese desarrollo como "Área de Urbanización Autónoma", modificando el vigente artículo 156 de las Normas del Plan General, resulta fraudulenta y la justificación de dotar al desarrollo urbanístico del municipio de un carácter compacto en base a la unión del núcleo urbano actual con la urbanización conocida como Aldeamayor Golf, desautorizada por el informe del Servicio Territorial de Fomento de 1 de agosto de 2017 ("considerar el desarrollo de un ámbito de 291 Has como un 'vacío intersticial', sobre un municipio cuyo núcleo urbano tiene una superficie de 67 Has es un argumento poco sólido"), lo único que provoca es añadir un despropósito urbanístico (de casi imposible realización en los términos en que se pretende aprobar) a otro ya existente.

Hay que recordar que dicho carácter de "Área de Urbanización Autónoma" deriva del artículo 38.1 de las DOTVAENT y ha sido ratificado en sentencia judicial firme, siendo por lo tanto preceptivo cumplir las obligaciones establecidas para estos desarrollos, tales como respetar una distancia mínima entre sectores independientes de 1.000 metros (artículo 60.1.b.2 DOTVAENT) y la resolución con plenas garantías y de forma autónoma de su propio abastecimiento de agua (artículos 49.2.e y 60.1.a.3 DOTVAENT), que en este caso se incumplen por la colindancia con el sector "Aldeamayor Golf' y por la previsión de usar la captación de agua municipal en el río Duero, aspecto que ya determinó la nulidad del Plan Parcial "Camino de Santa María" original, por lo que el vicio legal se reitera.

En relación a las DOTVAENT, la Modificación propuesta ignora y desvirtúa el sentido y la extensión del crecimiento urbanístico que dichas directrices prevén para Valladolid y su Entorno. Así, el artículo 14.1, de aplicación plena, establece que "el planeamiento urbanístico municipal deberá fomentar el crecimiento compacto de los núcleos de población existentes, apoyándose en su malla urbana"; el artículo 35.2, de aplicación plena, señala que "el planeamiento urbanístico municipal aplicará las directrices citadas en el número anterior para consolidar el Modelo Territorial propuesto, priorizando las formas de crecimiento compactas, en continuidad con los espacios urbanos consolidados y colmatando vacíos existentes"; el artículo 59, de aplicación básica, indica que "se favorecerán los crecimientos urbanos en forma de desarrollo compacto, continuo y articulado en torno a los núcleos de población existentes, priorizando la compleción de los vacíos intersticiales frente a las operaciones de simple expansión"; y la Memoria de las DOTVAENT establecen con aplicación básica un rango urbano para Aldeamayor de San Martín de entre 2.000 y 5.000 habitantes, ya alcanzado en la actualidad y que la Modificación del Plan General propuesta espera elevar de forma voluntarista hasta 26.000 habitantes, de acuerdo al Informe de Sostenibilidad Económica.

Finalmente, sobre este importante último documento, hay que notar que la carga económica que el mantenimiento del nuevo Sector supondría para las arcas municipales se evalúa partiendo de supuestos tan irreales como que su edificación se completará en un plazo de diez arios desde la recepción de la urbanización por el Ayuntamiento (escenario normalizado) o que los gastos e ingresos futuros del mantenimiento de las nuevas infraestructuras y servicios urbanos corresponderán a los ratios de gastos e ingresos por habitante actuales del Presupuesto Municipal de 2016, obviando un cálculo ajustado a la ingente superficie de viales, equipamientos y espacios libres realmente cedidos al Ayuntamiento, así como a la prestación de servicios a las actividades previstas (residenciales, comerciales, hosteleras, sanitarias, etc.), y por lo tanto el carácter fuertemente extensivo del modelo urbano propuesto, de mantenimiento mucho más costoso que el modelo urbano compacto. Tal y como ha expuesto en la reunión de la Comisión el representante del Colegio Oficial de Economistas no se ha acreditado de esta manera que el impacto de la actuación en la Hacienda Pública municipal sea soportable por ésta, sin llevar al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín a una situación económica insostenible, en el caso probable de verse obligado a mantener durante arios la urbanización en ausencia de actividad y población suficientes”.

En cuanto al objeto de la modificación que nos ocupa, utilizamos como resumen la propuesta del Servicio Territorial de Fomento elevada a la CTMAyU:

• Por una parte se plantea una Modificación Puntual de PGOU con el objeto de delimitar un sector de Suelo Urbanizable, (SUR-17) en la bolsa de suelo clasificado como Suelo Urbanizable No Delimitado, estableciendo las determinaciones de Ordenación General necesarias para su desarrollo, a la vez que se modifican ciertos artículos de la vigente normativa del PGOU para adecuar y posibilitar el desarrollo planteado, así como la creación de una serie de usos pormenorizados nuevos para el desarrollo del nuevo sector (Colectivo Privado y Vivienda en comunidad)

• Y por otra parte, se incluye la Ordenación Detallada del nuevo sector SUR-17.

La modificación puntual se plantea en base a lo señalado en la Disposición Transitoria Cuarta del RUCyL que señala que, en suelo urbanizable no delimitado, previa o simultáneamente al Plan Parcial, deberá aprobarse una modificación del planeamiento general que complete las determinaciones de ordenación general exigibles para el suelo urbanizable.

La delimitación del ámbito es prácticamente la misma que la del anterior PP Camino de Sta. María, salvo una pequeña zona situada al noroeste, próxima al cementerio, que al estar incluida dentro del ZEC, se decide dejar fuera de la delimitación. De igual manera, se adecúan los límites de los hábitats interiores al sector, a la realidad. También se adecúa el límite sur del ámbito al no coincidir la delimitación de la cartografía del PGOU con la Catastral, se toma por tanto la delimitación oficial de límite de términos existente en el Centro de Información Territorial de la Junta de Castilla y León.

En base a estos datos la delimitación propuesta del nuevo sector de Suelo Urbanizable, SUR-17 tiene una superficie de 2.905.011,64 m2 obtenida de mediciones in situ, con uso Global de Colectivo Privado y una edificabilidad total de 1.334.335,54 m2e (5.400 m2e/Ha).

El número total de viviendas previsto es de 1441, que junto a las existentes en el municipio cubriría la demanda estimada de viviendas. 

Se prevén SS.GG. adscritos:

- Internos existentes: cementerio y cauces 25.655,61 m2
- Internos a obtener: de espacios protegidos 361.741,80 m2 y de viarios (rotondas de acceso desde carretera) 9.306,65 m2
- Externos a obtener: rotondas de conexión con la carretera y desdoblamiento, 13.551,89 m2
La propuesta de ordenación incluye, a partir de un eje formalizado por la Zanja de la Sal, dos zonas salpicadas con grandes paquetes de suelo calificado como ELP, bien dentro de los SS.GG. y compuesto por las grandes masas arbóreas existentes en el ámbito, como por zonas de SS.LL. A partir de un entramado viario, con muchas calles peatonales, previstas como sendas verdes, se formalizan las manzanas destinadas en su mayoría al uso Colectivo Privado, uso nuevo establecido en esta modificación que posibilita la construcción de usos colectivos, tal como están recogidos en el PGOU y una serie de usos compatibles.

Se estima una demanda próxima a las 5000 viviendas para las necesidades de la CBS, dado que el SUR 17 aportaría 1441 viviendas el resto de viviendas quedaría cubierto con la oferta existente en el municipio. 

Para su desarrollo y gestión se plantean 3 Unidades de Actuación de manera que hasta que no esté iniciado el desarrollo de, al menos, el 70% de las parcelas lucrativas de una unidad no se puede iniciar el desarrollo de la siguiente. Para el desarrollo de las 3 unidades se han previsto 12 fases de urbanización.

Dentro de los objetivos de la modificación puntual, además de la delimitación del sector de suelo urbanizable se incluyen unos cambios en una serie de artículos a fin de posibilitar el desarrollo del sector. Los artículos modificados y nuevos son los siguientes:

• Art. 55 – para incluir un uso básico nuevo: el de Vivienda Colectiva de aplicación únicamente en el sector 17.

• Art. 56 – para eliminar la prohibición de los edificios de vivienda colectiva

• Art. 56 bis (artículo nuevo) – definición del uso básico vivienda colectiva

• Art. 67 – introducción de dos nuevos usos pormenorizados: Vivienda en comunidad y Colectivo privado

• Art. 70 bis (artículo nuevo) – definición del uso pormenorizado Colectivo privado

• Art. 70 ter (artículo nuevo) – definición del uso pormenorizado Vivienda en comunidad

• Art. 73 – para incluir como un nuevo uso global el de Colectivo privado

• Art. 75 bis (artículo nuevo) – definición del uso global Colectivo privado 

• Art. 148 – para posibilitar el establecimiento de la ordenación detallada mediante modificación puntual de PGOU

• Art. 152 bis (artículo nuevo) – para recoger los parámetros de ordenación general del nuevo sector 17.

• Art. 154 – para adecuar el desarrollo de los PP en SUND a lo que señala el RUCyL

• Art. 155 - para adecuar la densidad de los PP a lo que señala el RUCyL

• Art. 156 - para adecuar el desarrollo de los SUND a lo que señala el RUCyL

• Art. 161 bis – para incluir una nueva categoría de SS.GG. de espacios protegidos de conformidad con lo recogido por el RUCyL

• Art. 176 – para incorporar el suelo incluido en ZEC al SRPN

Respecto a las infraestructuras, estas se resuelven de la siguiente manera:

• Saneamiento – se prevé una EDAR con vertido de aguas depuradas, bien a la Zanja de la Sal bien a la nueva EDAR municipal (no queda suficientemente claro).

• Abastecimiento – dado que Aldeamayor cuenta con recursos de abastecimiento suficientes para el crecimiento previsto se desdoblará la conexión principal de suministro de agua ubicada en el rio Duero, reforzando el servicio con la construcción de una nueva ETAP ubicada dentro del sector.

• Riego – la red de riego será independiente de la de abastecimiento y se abastecerá de las balsas creadas en la urbanización, de captaciones autorizadas y de la regeneración de las aguas de la EDAR.

• Alumbrado público –

• Red eléctrica – la nueva red de distribución eléctrica se conectará a la línea de Media tensión que transcurre al sureste del mismo. Desde el punto de conexión se llevará la línea soterrada a lo largo de la carretera VA-302 hasta la parcela de servicios urbanos, SU2 en la que se ejecutará la Subestación Eléctrica que dará servicio a todo el ámbito.

En cuanto a la justificación de la modificación, se señala en la propuesta citada:

“Se indica que se quiere dar cabida a “todo un conjunto de iniciativas con las que atender una serie de demandas sociales crecientes no siempre cubiertas, generadas en el ámbito urbano de Valladolid y su Alfoz, con la que se puede servir también a un ámbito territorial que abarca el conjunto de la provincia y de Castilla y León

Por lo tanto, independientemente de que cuando el SUR-17 esté desarrollado en su totalidad tenga previsto la construcción de 1441 viviendas dentro de dicho sector, esta Administración es de la opinión de que no puede calificarse el mismo como puramente “Residencial”, -como lo fue en un momento anterior- y ello en base a las siguientes ratios:

Según se dispone en la página 146 de la Memoria Vinculante de la Modificación Puntual (en adelante MVMP) aproximadamente el 40% del sector (por error se cita el 45%) se destina a dotación de espacios libres que, por lo tanto, se preservan de la urbanización.

En el otro 60% se desarrolla:

- Aproximadamente un 23,5% para el uso predominante Colectivo Privado (destinado a la Salud, asistencial y bienestar)

- Aproximadamente un 8,15% destinado a vivienda

- El % restante se destina a equipamientos públicos, viarios y servicios urbanos.

Se ha de señalar que esta Administración comparte la justificación dada por el Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín en los términos en que ha sido aprobado provisionalmente el desarrollo del mencionado sector.

Así, de manera resumida, en la página 143 de la MVMP se cita textualmente “Es un hecho la necesidad cada vez mayor de servicios asistenciales enfocados a la población de mayor edad, un sector de la población amplio, en aumento, no solo en nuestra Comunidad Autónoma, sino a nivel global. En paralelo también ha crecido la demanda de actividades y servicios vinculados con el bienestar y la salud. Es un campo de actividad amplio y diverso (servicios médicos generales, especializados, servicios deportivos, estética, nutrición, balnearios, servicios asistenciales geriátricos…). Y es un campo de actividad que no está presente en el entorno de la ciudad de Valladolid por lo que se abre una nueva vía de inversión en la provincia.”

A continuación se analizará cada uno de los apartados del voto particular, que se pueden agrupar en torno a dos grandes argumentos: por un lado, que la propuesta implica una total reconsideración del modelo territorial previsto en el Plan General de Ordenación Urbana, por lo que sería exigible que se siguiese el procedimiento de revisión del mismo; y en segundo lugar (subsidiariamente) que la modificación debería denegarse, por no justificar sus previsiones de suelo terciario y residencial de acuerdo a “las necesidades que lo justifiquen” en los términos de la legislación estatal de suelo y de la normativa urbanística de Castilla y León.

A) Sobre la necesidad del procedimiento de revisión.

· La Modificación pretendida conlleva la total reconsideración de la ordenación general del PGOU vigente… 


Este informe no tiene por objeto analizar el modelo territorial del Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín, aprobado en octubre de 2002, ni su eficacia en el contexto actual, ni sus propuestas basadas en la legislación de suelo de 1998: un marco normativo que permitió adoptar una clasificación de suelo urbanizable no necesariamente ajustada a la demanda. Y ello porque dicho Plan General está aún vigente. 


Pero debe señalarse que el cambio de categoría y uso del suelo que pretende esta modificación, no exige necesariamente una revisión del PGOU en los términos del artículo 168 del RUCyL: “...la reconsideración total de la ordenación general establecida en los mismos”. La exigencia de que dicha reconsideración sea total restringe mucho la aplicación del criterio; y en tal sentido, lo cierto es que el PGOU vigente ya clasificó como suelo urbanizable este ámbito; aunque un intento de desarrollarlo (el Plan Parcial Camino de Santa María) fue anulado por falta de justificación, lo que ahora se propone es el desarrollo de un ámbito que se consideró valido para su transformación en 2002 y que no ha perdido esa clasificación de suelo urbanizable en ningún momento desde entonces.


Por tanto no puede hablarse de “reconsideración total” del modelo territorial del PGOU por el hecho de que se reorienten usos, se aporten nuevas justificaciones o se actualicen las denominaciones y procedimientos a la normativa actual. El modelo territorial de 2002 era sin duda expansivo, y la propuesta que ahora se hace es coherente con el mismo y en esencia lo desarrolla, reconsiderando más bien aspectos puntuales, no esenciales; ello es independiente de los problemas que plantea dicha propuesta, precisamente por su magnitud, como se señalará más adelante. 


Otra referencia del artículo 168 del RUCyL es que uno de los supuestos de obligada revisión de un PGOU es el aumento del suelo clasificado en un 50 % de la superficie o del número de viviendas; con esta modificación se mantendría el suelo urbanizable (de hecho hay una pequeña reducción) y se reducirían de 5.000 a 1.441 las viviendas posibles; por lo que no parece lógico exigir una revisión cuando lo que ahora se propone se acomoda perfectamente dentro de los límites máximos previstos por el planeamiento vigente.
· Los nuevos usos terciarios que no están contemplados ni previstos en el Plan General vigente…


Debe analizarse ahora si la introducción del nuevo uso colectivo privado (incluye dotaciones privadas y usos terciarios) supone necesariamente la revisión del PGOU. Se trata del cambio que se realiza en varios artículos de la normativa (el 67 y el nuevo 70 bis principalmente), que incluyen este uso y lo definen; otros artículos incluyen también la vivienda colectiva. Así el artículo 67 incluye el uso global “Colectivo privado” y el 55, el uso básico de “Vivienda colectiva”. 


La inclusión del nuevo uso en este caso se hace para llevar a cabo el objetivo principal de esta modificación, que es cambiar el uso “Residencial” (en las tipologías VH1, VH2, VA1 y VA2, todas unifamiliares) del PGOU vigente, al uso “Colectivo privado” para poder desarrollar la “Ciudad del Bienestar y Salud”. Podría resultar adecuado como criterio general añadir ese uso en el municipio en otros ámbitos, ampliando los usos colectivos ahora admitidos; también lo sería admitir no solo viviendas unifamiliares. En la modificación se concreta ese cambio en la ordenación detallada del ahora denominado sector SUR 17 del suelo urbanizable (con una intensidad elevada). 


La materialización del nuevo uso (como ya sucedía con el uso anterior) exigirá resolver los requerimientos específicos que tal uso genera (dotaciones, seguridad, movilidad, infraestructuras…) Esto forma parte del cumplimiento de los deberes generales de cualquier ordenación urbanística, que debe solucionar las demandas que plantee cualquier sector (por su uso e intensidad concretos). No se puede suponer a priori que la implantación de un determinado uso impedirá resolver sus demandas, porque debe hacerse con los instrumentos de desarrollo que la normativa configura. Adecuar los sistemas generales a un nuevo uso puede ser una cuestión necesaria y determinante, pero ello no sólo puede hacerse mediante la revisión del planeamiento general.


No explica el voto particular cómo el cambio de uso, en sí mismo, podría impedir la resolución de los requerimientos derivados del nuevo uso; en todo caso creemos que tampoco es necesario llegar a ese detalle, porque lo que se cuestiona es que la modificación sea posible en su conjunto, de acuerdo con la normativa actual. Sin duda, existe el deber de resolver los efectos generales del desarrollo de los usos previstos en un plan general, tanto si van a ser residenciales como si serán asistenciales; cuando mediante su ordenación detallada se desarrolla la transformación del suelo, las soluciones materiales son distintas para el uso asistencial o residencial, pero la obligación de integrarse en el estructura territorial del municipio y su entorno no cambia con el uso (sí cambian las soluciones materiales); el deber no cambia en una modificación frente a una revisión. 


La inclusión del nuevo uso podría resultar conveniente para materializarlo en alguna de las parcelas del municipio que tuvieran una superficie y situación apropiada; no sería una revisión sino un ajuste de las determinaciones del planeamiento que, en presencia de un interés general justificado, podría hacerse mediante una modificación. Cambiar el uso de un sector completo también, siempre y cuando se justifique su interés público y se resuelvan los efectos sobre el conjunto que se indican en el párrafo anterior.


Tampoco exige una revisión del planeamiento el hecho de añadir la vivienda colectiva como uso básico en general, puesto que una mayor variedad tipológica se considera urbanísticamente más adecuada; justificarlo será posible en un procedimiento de modificación, más aún cuando no se cambia el número o superficie de viviendas por encima del límite previamente establecido.

· ... una Ciudad de la Salud y el Bienestar con un impacto territorial, económico, laboral y social que se extiende al conjunto de Castilla y León, por sus inversiones directas de (1.479 a 1.610 millones de €), inducida (2.381 a 2.729 millones de €), creación de empleos directos (6.530 a 9.762) e indirectos (12.796 y 13.928)…


Es este el principal argumento para justificar el interés público de la modificación, lo cual se revisará en el apartado siguiente. En cuanto a su relación con la exigibilidad de la revisión del PGOU, no resulta en cambio un argumento decisivo: una gran implantación industrial, una infraestructura muy relevante (ferrocarril, aeropuerto…) también implican grandes inversiones y creación de empleo en cantidades significativas, sin que ello exija que los términos municipales afectados hayan de acometer un proceso de revisión de su planeamiento urbanístico general.

· No encuentra acomodo en ninguno de los instrumentos de ordenación del territorio aplicable…


Añade el voto particular como argumento para entender exigible la revisión del planeamiento general, que la modificación no se adapta a varios instrumentos de ordenación del territorio en vigor que afectan a su ámbito: se trata de las Directrices Esenciales de Ordenación Territorial de Castilla y León (DEOTCyL), las Directrices de Ordenación de ámbito subregional de Valladolid y Entorno (DOTVaEnt) y el Plan Regional del Valle del Duero (PRVD).


En la modificación se incluyen justificaciones para uno solo de estos instrumentos territoriales: las DOTVaEnt (apartado 5 de la Memoria). En concreto se desarrolla la cuestión de la protección de espacios ambientalmente valiosos que han sido preservados por mandato de las DOTVaEnt, y también la justificación de su no consideración como “área de urbanización autónoma”. Ambas justificaciones se desarrollan con la suficiente amplitud como para excluir el incumplimiento de las determinaciones del instrumento de ordenación del territorio en cuestión. En todo caso, si hubiera un incumplimiento, de nada serviría la tramitación como revisión, pues ese incumplimiento la impediría.


En cuanto a las DEOTCyL, son un instrumento que no limita la autonomía en el desarrollo municipal; por un lado, las Directrices Esenciales en vigor tienen un carácter muy genérico, que no establece un modelo de crecimiento municipal concreto u otros límites vinculantes para ciertos usos o intensidades; por otro lado, no han sido aprobadas las Directrices Complementarias que deberían de haber concretado o desarrollado las Directrices Esenciales.


Ahora bien, algunas de las estrategias para un urbanismo más sostenible enunciadas en las DEOTCyL se tendrán en cuenta más adelante al analizar la justificación de la modificación, pero lo que ahora se discute, que es la exigibilidad del procedimiento de revisión, carece de fundamento, ya que no hay nada en las DEOTCyL que establezca o siquiera sugiera un condicionante de ningún tipo para la formalización de los procedimientos urbanísticos.


Y respecto al PRVD, este ámbito no se incluye entre los espacios protegidos por dicho plan territorial; precisamente el ámbito se encuentra al sur del LIC ES4180124 “Salgüeros de Aldeamayor”. Por otro lado, el municipio no se considera nodo urbano primario, nodo urbano de servicios o núcleo rural intermedio, pero se trata de una determinación de carácter básico; por lo que no puede defenderse que la modificación (por el hecho de no tramitarse como revisión) vaya en contra del PRVD. Téngase en cuenta además que dicho instrumento de ordenación del territorio tampoco establece modelos de crecimiento vinculantes, sino que estos deberían ser integrados en futuros instrumentos de ordenación del territorio o de planeamiento. Por último y en todo caso, el PGOU (2002) es anterior al PRVD (2010) y este no propuso la desclasificación de suelos urbanizables. En todo caso, repetimos, si en la modificación se incumplieran mandatos de un instrumento de ordenación del territorio vigente, de nada serviría la tramitación como revisión, pues ese incumplimiento la impediría.
· La reconsideración total del modelo territorial de Aldeamayor de San Martín, obliga a tramitar la actuación proyectada en el marco de una revisión del PGOU de Aldeamayor…


Como conclusión de todo lo anterior, debemos señalar que no encontramos argumentos para deducir que la propuesta contenida en la modificación tramitada, hubiera debido necesariamente serlo mediante el procedimiento de revisión del planeamiento general: para introducir los cambios que incluye esta modificación no es necesaria una reconsideración total de la ordenación general que el PGOU vigente establece, puesto que dicho PGOU ya clasifica este suelo como urbanizable y admitiría la construcción de un número de viviendas muy superior al que ahora se pretende. 


Y es que el carácter extraordinariamente expansivo, y los problemas que ello conlleva, no se derivan de la modificación que ahora se plantea, sino del modelo territorial que fue aprobado en el año 2002, y que sigue vigente, con el que esta modificación es coherente en lo esencial; es más, se podría decir que se trata de un desarrollo o actualización lógica de aquel planteamiento que se hizo con unas premisas normativas y un contexto socioeconómico tan diferente. 


Dicho de otra forma, que la revisión del PGOU de Aldeamayor de San Martín parezca hoy más que conveniente (lo que debería ser una iniciativa municipal) no obliga a la iniciativa privada a sufrir las consecuencias de esa inactividad de la administración pública.
B)
Sobre la falta de justificación de las previsiones de suelo terciario y residencial.

Antes de analizar la cuestión de fondo, debemos recordar la existencia de una serie de criterios claros y estables definidos por la jurisprudencia al respecto; jurisprudencia que ha interpretado el sentido e implicaciones del artículo 10.1.a) de la entonces Ley de Suelo, que actualmente es el artículo 20.1.a) del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.


Esta jurisprudencia se ha expresado en sentencias del Tribunal Supremo dictadas en relación con previas sentencias de las Salas de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, que se fundamentan en los citados preceptos así como en los artículos 13 y 34 de la LUCyL. Sin ser exhaustivos, pueden citarse las siguientes sentencias del TSJCyL, la mayor parte firmes, que declararon nula la aprobación definitiva de los planes urbanísticos que se citan:
	Nº Sentencia TSJCyL

(Sala-Fecha)
	Municipio
	Planeamiento anulado
	Nº Sentencia TS (Fecha)

	554/2013

(Valladolid - 27/03/2013)
	Valladolid
	Modificación PGOU Valladolid AH-11 “Prado Palacio-Berrocal”
	1489/2015

(07/04/2015)

	742/2013

(Valladolid - 2/05/2013)
	Valladolid
	Plan Parcial AH-7 “Las Riberas”
	2444/2015

(27/05/2015)

	2118/2013

(Valladolid - 4/12/2013)
	Aldeamayor de San Martín
	Plan Parcial “Camino de Santa María”
	5323/2015

(09/12/2015)

	1110/2014

(Valladolid - 28/05/2014)
	Zamora
	Revisión PGOU Zamora
	1130/2016

(16/03/2016)

	2112/2014

(Valladolid - 14/10/2014)
	Valladolid
	Plan Parcial AH-1 “Prado Palacio”
	44/2016

(18/01/2016)

	229/2016

(Burgos - 3/11/2016)
	Burgos
	Revisión PGOU Burgos
	---

	1782/2016

(Valladolid - 27/12/2016)
	Medina de Rioseco
	Modificación PGOU Medina de Rioseco
	---



A la vista de esa interpretación jurisprudencial, a la que nos remitimos para no ser reiterativos, este informe realiza a continuación un análisis detallado de los argumentos justificativos contenidos en la modificación, de acuerdo con criterios que se han expresado por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en las sentencias citadas.


La memoria vinculante de la modificación incluye un capítulo 6 titulado “Justificación del interés general desde el enfoque socio-económico”, que tiene como objeto “valorar el impacto”. Se relacionan allí una serie de argumentos: 

· Adecuación a los criterios de la Junta de Castilla y León, citando la Estrategia RIS3 de la Unión Europea y que para Castilla y León es una prioridad temática la “aplicación de conocimiento y tecnología en salud y en atención social, cambio demográfico y bienestar, para la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos”. 

· Desarrollo de un nuevo marco económico: el turismo sanitario (médico y del bienestar); se define, se explican factores de su desarrollo en España, su impacto económico, las regiones y ciudades medias que lo han impulsado; y se exponen bases para impulsarlo en Valladolid.

· Desarrollo del sector del wellness y la medicina deportiva, en el marco socio-económico del envejecimiento poblacional (España, Castilla y León, provincia de Valladolid, alfoz de Valladolid y Aldeamayor de San Martin) y las demandas de servicios a los mayores.

· Impacto sobre el empleo de la “Ciudad del bienestar y salud”: según los diferentes escenarios, se dice que podría generar entre 12.796 y 13.928 empleos.

· Implantación de nuevos modelos residenciales: la generación de empleo induciría el aumento de la población del entorno hasta cifras entre 57.734 y 62.840 habitantes, requiriendo entre 31.207 y 33.968 viviendas. También se dice que “excluido el sector 17 de SUD en el que se inscribe la CBS existe una capacidad de suelo residencial -conferida por el PGOU- de 5.611 viviendas. Dado que el sector, además de las 1.441 viviendas incluidas en su delimitación, necesitaría entre 3.648 y 4.087 viviendas para completar sus demandas, supondría que la CSB actuaría como un efecto dinamizador de suelo residencial al colmatar entre el 61% y el 53% de la capacidad de vivienda existente y prevista por el actual PGOU”.


El capítulo 7 de la memoria se titula “justificación y conveniencia de la clasificación”; alguno de sus textos expresa la dificultad de justificar la propuesta, cuando se explica el método seguido, que es el contrario al que establece la normativa actual: “Existe una necesidad clara, y más después de la crisis, de incorporar en el territorio nuevos usos que provean alternativas razonables y necesarias a los usos que mayoritaria y tradicionalmente se han dado a los sectores de suelo urbanizable en Castilla y León (los únicos expresamente abordados en la legislación urbanística autonómica) los polígonos industriales clásicos y a la segunda residencia)”. 


Lo cierto es que con el marco normativo vigente, en la interpretación dada por la jurisprudencia, es posible incorporar nuevos usos en el suelo previamente clasificado y aún no desarrollado, pero esos usos (y sus intensidades) deberán asignarse y desarrollarse sólo en la medida en que sean necesarios cualitativa y cuantitativamente; no se justifica por tanto un nuevo desarrollo simplemente como una respuesta alternativa a un uso declarado nulo por innecesario o injustificado.


En realidad, que unos usos no sean necesarios o que no haya sido justificada su necesidad, no determina por sí solo que otros usos diferentes sí sean necesarios. En otras palabras, en nuestro actual sistema normativo, la previa clasificación del suelo no constituye en sí misma un mandato vinculante de desarrollo, sino tan solo una previsión o habilitación, que no excluye la obligación de justificar las actuaciones que se vayan a plantear en su momento.


Eso hace que tampoco el argumento de la fuerte inversión prometida resulte determinante; sin duda es relevante (en este caso las cifras son muy altas), pero las ventajas no pueden ocultar los problemas territoriales a los que de forma directa deberá responderse, precisamente por esa gran magnitud. En primer lugar habría de plantearse la cuestión de si la fórmula propuesta sería válida en cualquier otro emplazamiento, o bien si habría otros lugares más adecuados para ese uso; puesto que indudablemente la escala de efectos de tal inversión superaría el ámbito local, no consta si se ha realizado un análisis de si en otros terrenos que ya tengan ese uso como compatible es posible realizar tal promoción o mejor aún, si existen terrenos urbanizados compatibles con el uso (dentro del ámbito que se identifica como origen de la demanda). 


En tal sentido resulta difícil creer que este municipio de 5.000 habitantes en crecimiento sea un lugar más idóneo, dado que tendrá los servicios públicos menos desarrollados que otros municipios mayores. Teniendo en cuenta que el municipio pretende albergar más de 15.000 residentes (según cifras de la memoria) parece que podría ser más eficiente ubicar el proyecto en municipios que tengan servicios más desarrollados, incluso en alguno que actualmente tenga sus cifras demográficas en declive (donde por ello tales servicios estén infrautilizados). En otras palabras, resulta contradictorio basar la justificación de las necesidades en la demanda supramunicipal, sin analizar y valorar si habría alternativas más responsables o más sostenibles de emplazamiento en otros municipios del mismo ámbito que genera esa demanda.


Esta cuestión nos lleva de vuelta a las determinaciones de las DEOTCyL, en particular a las estrategias para un urbanismo más sostenible (artículo 34), tales como:

a) Con prioridad al desarrollo de nuevas áreas, garantizar estrategias urbanísticas específicas para la recuperación de los espacios consolidados, en particular de los tejidos históricos.

d) Garantizar que la entrada en servicio de los equipamientos exigibles y las infraestructuras de servicios básicos son previas o simultáneas a la incorporación de nuevos desarrollos urbanos.


Por otro lado, deberán ser los nodos de la red de centros urbanos y rurales los que se consideren como centros de referencia para la dotación de equipamientos, la prestación de servicios y las acciones de innovación en el territorio. En ausencia de la identificación que correspondería realizar a las Directrices Complementarias, no aprobadas, hay que tener en cuenta que este municipio solo ocupa el número 7º por su población entre los 23 municipios de su área funcional.


Con todo ello va quedando claro que en la modificación no se acredita la preferencia o mayor conveniencia de un desarrollo de incidencia supramunicipal en el emplazamiento propuesto frente a otros municipios de su ámbito, donde también existen viviendas o suelo urbanizado apto, pero quizás en una proporción más equilibrada respecto a los servicios existentes (transporte público, comercio, educación, policía…) Dicho de otra forma, la respuesta ante un crecimiento rápido no es proponer más crecimiento, sino resolver las demandas que éste genera. 


Se manifiesta así una de las contradicciones que no resuelve la modificación; si se admite su argumento principal (se necesita suelo suficiente para ese uso), podría ser válido su emplazamiento en cualquier municipio que tenga suelo urbanizable no delimitado (y haya crecido mucho en los últimos años): así se podría cambiar el uso del suelo siempre que se prometa una inversión que exceda de lo ordinario. Precisando más, también sería posible hacerlo en cualquiera de los otros ámbitos de suelo urbanizable no delimitado residencial que exactamente el 19 de octubre de 2018 (en aplicación de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 7/2014, de 12 de septiembre) pasarán a ser suelo rústico común; además de 290 hectáreas en este municipio, sucederá en unas 28.000 hectáreas de otros 78 municipios. Sin embargo, el resto asumen la desclasificación de forma pacífica (igual que sucedió en 2016 con 14.000 hectáreas de suelo urbanizable clasificadas antes de 1999), puesto que en términos objetivos (claramente en lo cuantitativo) se entiende que esos suelos urbanizables eran excesivos e innecesarios, 20 años después de la derogada Ley de Suelo que permitió su clasificación.


Relacionando ambas cuestiones (servicios existentes y crecimiento), no se justifica desde el punto de vista del artículo 34 del RUCyL por qué no sería más conveniente la ubicación en el núcleo principal del área urbana en el que sin embargo en esa fecha se desclasificarán 3.400 hectáreas (la mayoría residenciales), donde esta actuación supondría menos del 5 % de la población total, y donde la mayoría de los servicios ya existen; frente a la opción por el municipio propuesto, donde supone un 300 % de su actual población, por lo que no existen los servicios públicos y privados necesarios para este incremento, sino que deberían realizarse, en una apuesta por el crecimiento en progresión constante, que responde más a una declaración de intenciones sobre “el turismo sanitario” nacional que a una prognosis, resultado de los datos reales del municipio, provincia o región. 


Hemos llegado así, por la vía indirecta de descartar otros argumentos (la previa clasificación, la gran inversión, la incidencia supramunicipal), al punto de partida que se plantea en el voto particular invocando la jurisprudencia que ya se ha citado: la necesidad de justificar la propuesta en relación con la exigencia del artículo 20.1.a) del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana:

a) Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen, impedir la especulación con él y preservar de la urbanización al resto del suelo rural.


Es imprescindible por tanto poner en relación dos magnitudes: por un lado, la propuesta que se realiza mediante esta modificación, y por otro, los datos objetivos que permitan cuantificar las necesidades de suelo urbanizado; todo ello con el fin de poder formular y contestar la pregunta que se plantea en el precepto legal citado: si la propuesta responde a unas necesidades reales. Para ello, se expondrá una síntesis de las cifras concretas del suelo que se propone transformar y las de la demanda; al final se comparan teniendo también en cuenta al artículo 34 de la LUCyL, que permite en algún caso plantear una demanda supramunicipal.


Acudiendo a los datos concretos, vemos que la modificación mantiene aproximadamente la superficie del suelo urbanizable no delimitado: el anulado Plan Parcial Camino de Santa María tenía 2.992.612,37 m2 de superficie, que aplicando un índice de 0,45 m2/m2 generaba una edificabilidad de 1.346.675,57 m2 destinada a albergar más de 10.000 habitantes. En la modificación que se analiza, la superficie es de 2.508.307,58 m², que aplicando un índice de 0,54 m2/m2 genera una edificabilidad de 1.354.486,09 m2, de los que se destinarían 1.116.429,92 m² al uso predominante (colectivo privado) y 217.905,62 m² al uso de vivienda en comunidad (65.371,69 m² con protección y 152.533,94 m² libres). Con la ejecución de las propuestas de la modificación, el municipio incrementará su población con entre 6.222 y 13.777 nuevos residentes (11.111 en complejo dotacional y 2.666 en residencial). Se estima que en el municipio de Aldeamayor de San Martín, podrían llegar a residir entre 25.315 y 26.408 habitantes tras la implantación de la “Ciudad del Bienestar y Salud”, una vez que se haya ejecutado completamente. 


En cuanto a la demanda municipal, la primera referencia deben ser los aspectos demográficos: Aldeamayor de San Martín ha incrementado su población en un 326 % en poco más de 20 años, desde los 1.240 habitantes de 1996 hasta los 5.292 del último padrón. Como la demanda y la actuación se plantean con una lógica supramunicipal, es esta misma lógica la que debe presidir el análisis de las necesidades. De ahí que vengan al caso las cifras de proyección poblacional que indica el centro estadístico oficial, que contradicen las usadas en la pág. 70 de la memoria (menos recientes):

	Proyecciones de población 2019-2031 (cifras del Instituto Nacional de Estadística)

	Año
	2019
	2021
	2023
	2025
	2027
	2029
	2031

	Castilla y León

	Total
	2.400.701
	2.364.537
	2.328.608
	2.293.265
	2.258.797
	2.225.314
	2.192.801

	Provincia de Valladolid

	Total
	519.577
	515.604
	511.158
	506.343
	501.253
	495.955
	490.490



Comparando las cifras, que la población de este municipio concreto se haya multiplicado por 4 en los últimos 20 años no es justificación suficiente para deducir que ahora se multiplicará por 4 otra vez. Se trataría con este suelo de un aumento en 10 años de entre el 250 % y el 376 % de la población actual (4.976 habitantes); se pretende que suceda, pero no se analiza o justifica porque el municipio irá en contra del contexto de pérdida poblacional del 4,5 % provincial o regional del 7,4 %. Puede que la proyección local no coincida con la media regional o provincial, pero no será tan diferente como la magnitud propuesta que resulta claramente desproporcionada, donde se supone que este municipio crecerá casi lo mismo que decrece el resto de la provincia en su conjunto.


Tampoco resultan justificadas numéricamente las previsiones para el conjunto del suelo del municipio, aunque se reduzcan ligeramente las previsiones admitidas en el modelo territorial del PGOU vigente; se propone suelo con capacidad residencial de 9.962 viviendas para alcanzar 15.262 habitantes el municipio (y 11.000 residentes más).


Por eso no se justifica la cuantificación cuando establece el número de viviendas del sector como resultado aritmético de la aplicación del artículo 81.d).1º del RUCyL (página 151 del Tomo I): 

1.441 viviendas (Capacidad del sector 17) = 4.981 (capacidad total en suelo urbano consolidado + máximo crecimiento en suelo urbano no consolidado) - 3.540 (capacidad del suelo urbanizable)


Se debe calcular ese margen máximo, pero debe tenerse en cuenta que las 4.224 viviendas en suelo urbano consolidado, con las 757 del no consolidado y las 3.540 del resto del suelo urbanizable, suman 8.521 viviendas (más de 15.000 habitantes); sin el sector SUR 17 sería más que suficiente, teniendo en cuenta que ahora existen 2.910 viviendas y 4.975 habitantes. El apartado 2.c del. Artículo de la LUCyL debe cumplirse, pero alcanzar ese máximo (también en el apartado d).1º del artículo 81 del RUCyL) no es resolver la demanda de nuevo suelo urbanizado; el método debería ser inverso, primero se debe evaluar la demanda de vivienda y luego verificar si se cumple ese máximo.


Así las cosas, la justificación sobre las necesidades de suelo para el uso de vivienda de la modificación no resulta acreditada; si ya existe una capacidad para construir 5.611 viviendas, no es necesario suelo para otras 1.441 nuevas viviendas en el municipio.  


Considerando las excepciones que permite el apartado c) del artículo 81 del RUCyL sobre la cuantificación de la demanda (no solo del término municipal), si se admitieran el resto de usos vinculados al bienestar y la salud (incluso en esa magnitud), también estarían cubiertas las necesidades de viviendas generadas, en el propio municipio. Pero resulta contradictorio cuantificar la demanda del uso predominante en una escala provincial, regional o estatal, y para la oferta existente de viviendas, limitarse al término municipal; no es consecuente relacionar la demanda global (para el uso de servicios de salud y asistenciales), con proponer una oferta sólo local (para las viviendas necesarias). Se amplía ese error al no considerar tampoco las 27.000 viviendas vacías existentes en el área urbana de Valladolid (censo del INE de 2011), que además ha perdido población desde entonces. De esa cifra, importa destacar que 575 corresponden a este municipio.


La modificación confirma numéricamente que el argumento utilizado como justificación principal (la gran magnitud de lo planificado) constituye en realidad su principal defecto, también para el uso asistencial. No se debe tratar de resolver toda la demanda de la región o ninguna, sino de que la dimensión y uso del suelo urbanizable responda a una necesidad objetiva y racional también en términos de escala. La división del sector en 3 unidades de actuación y 14 fases de urbanización corrobora que la magnitud de la propuesta está alejada de una escala de demanda real en 10 años. Podría ser razonable plantear solamente alguna de las unidades (o fases desde el punto de vista de su programación); el resto podría adaptarse (también el uso del suelo) según la evolución de las circunstancias sociales y económicas, que no pueden ser ahora determinadas. La debilidad del planteamiento es que debido a su proporción, no se hace en términos sólo relativos al municipio, en otra forma progresiva; así la propuesta adecuada no sería una “nueva ciudad”, sino un “nuevo barrio” del bienestar y salud, que sin duda sería mejor también desde el punto de vista de una mezcla equilibrada de usos; mejor aún repartidos en la red de ciudades medias existentes en la región a las que también convendría un uso que esta propuesta empresarial pretende agotar en el municipio número 50 (de los 2.248) de la Comunidad por su población. De acuerdo a criterios racionales de planificación urbanística económica, social y económicamente sostenible, lo adecuado es situar nuevos usos donde ya viven los ciudadanos (recualificar barrios), antes que urbanizar nuevos suelos que se planifican segregando espacialmente para los nuevos usos y residentes.


Propone esta modificación resolver todas las necesidades de suelo para uso asistencial de la Comunidad, que serían de similar superficie y edificabilidad que el ámbito de un plan parcial residencial fallido, cambiando ese uso al denominado “colectivo privado” y situándolas en un solo municipio; se valida así una zonificación y especialización funcional que ha fracasado como modelo en otros usos terciarios (el comercial en particular). La normativa urbanística dispone que cada municipio debe resolver sus necesidades en principio; las circunstancias supramunicipales deben ser acreditadas en términos de equilibrio territorial, pero no sólo como la expresión de la voluntad empresarial de unos propietarios concretos del suelo. Para cuantificar el suelo necesario, no se tiene en cuenta que otros municipios pueden albergar propuestas similares (sin ir lejos la cercana ciudad de Valladolid, con servicios existentes infrautilizados a causa de su declive demográfico, que en cualquiera de sus suelos urbanizables, residenciales o no, admitiría propuestas como la que ahora se promueve). Operando de esa forma, se obtendrían resultados más equilibrados entre el rango territorial del municipio y la pretensión de resolver una teórica demanda de escala regional.


En síntesis, lo que se hace en la modificación tramitada es tratar de justificarla como respuesta a la voluntad de los promotores, pero no como resultado del análisis de la realidad territorial; de ahí que no responda a las exigencias de la normativa, al no acreditarse que se establezca la ordenación para resolver las necesidades de suelo para servicios o viviendas del término municipal de Aldeamayor de San Martín, o bien que concurran circunstancias de índole supramunicipal que harían posible un crecimiento superior.


En conclusión, la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, en relación con el voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de 2 de agosto de 2018, respecto del acuerdo para la aprobación definitiva de la Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín (Valladolid) con ordenación detallada del SUR 17 “Ciudad del Bienestar y Salud”, informa que no considera justificada la existencia de una demanda suficiente de suelo para el ámbito y el uso propuesto, en los términos que exigen los artículos 13.1.a) y 34.1 de la LUCyL, de acuerdo con los criterios señalados por la jurisprudencia, por lo que no procede su aprobación definitiva.

Valladolid, a 23 de agosto de 2018

EL JEFE DEL SERVICIO DE URBANISMO

Francisco Pablos Álvarez






EL DIRECTOR GENERAL DE VIVIENDA,






ARQUITECTURA Y URBANISMO






Ángel Mª Marinero Peral


DECIMOCUARTO.- Con fecha 4 de septiembre de 2018, se recibe solicitud de la entidad promotora de actuación, solicitando copia del informe emitido por la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo como respuesta al voto particular formulado en la sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de fecha 2 de agosto de 2018, por el representante de las Asociaciones No Gubernamentales de Defensa del Medio Ambiente.


DECIMOQUINTO.- Con fecha 4 de septiembre de 2018, se entrega copia solicitada al Presidente de la Asociación de Propietarios Villa de Aldeamayor.


DECIMOSEXTO.- Con fecha 10 de septiembre de 2018, se recibe en el Servicio Territorial de Fomento contestación del promotor a lo señalado en el informe de 23 de agosto de 2018, de la Dirección General, contestación cuya literalidad se transcribe a continuación:
“Contestación al informe de la Dirección General de Urbanismo de fecha 23 de agosto de 2018.

AL SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN.

D. Miguel Diaz Batanero, con DNI 26.028.148Z, en calidad de Presidente de la Asociación de Propietarios de Villa de Aldeamayor, ante este Servicio Territorial comparece y

DICE

Con fecha 4 de septiembre de 2018, el Servicio Territorial de Fomento notifica a esta Asociación, el informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de fecha 23 de agosto de 2018 sobre el voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid respecto del acuerdo sobre la aprobación definitiva de la Modificación Puntual del Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín (en adelante MPPGOU) con ordenación detallada del SUR 17 “Ciudad del Bienestar y la Salud”.

Que una vez examinado el contenido del informe queremos manifestar lo siguiente:

PRIMERO- El informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo no tiene en consideración la última jurisprudencia recaída por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León sobre la motivación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. 

1.- El informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo considera que no está justificada la demanda de suelo para el ámbito y uso propuesto (en los términos previstos en los artículos 13.1.a y 34.1 de la LUCyL) porque la MPPGOU de Aldeamayor de San Martin pretende resolver las necesidades de uso asistencial de toda la Comunidad, en base a la siguiente jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (página 9 del informe):

	N° Sentencia TSJCyL (Sala- Fecha)
	Municipio
	Planeamiento anulado
	N° Sentencia            TS (Fecha)

	554/2013 (Valladolid—27/03/2013)
	Valladolid
	Modificación PGOU Valladolid AH-11  "Prado Palacio-Berrocal"
	1489/2015

(7/04/2015)

	742/2013 Valladolid-2/05/2013)
	Valladolid
	Plan Parcial AH-7 "Las Riberas"
	2444/2015

(27/05/2015)

	2118/2013 (Valladolid-4/12/2013)
	Aldeamayor San Martin
	Plan Parcial "Camino de Santa María"
	5323/2015

(9/12/2015)

	1110/2014 (Valladolid-28/05/2014)
	Zamora
	Revisión PGOU Zamora
	1130/2016

(16/03/2016)

	2112/2014 (Valladolid-14/10/2014)
	Valladolid
	Plan Parcial AH 1 "Prado Palacio"
	44/2016

(18101/2016)

	229/2016 (Burgos 3/11/2016)
	Burgos
	Revisión PGOU Burgos
	

	1782/2016 (Valladolid-27/12/2016)
	Medina de Rioseco
	Modificación PGOU Medina de Rioseco
	


La jurisprudencia del Tribunal Superior enunciada en el informe de la Dirección General hace referencia a la doctrina emanada entre los años 2013 y 2016 que ha anulado los planeamientos urbanísticos expuestos en base a que no se han acreditado las necesidades de crecimiento de los municipios; y, en particular, en casi la totalidad de dichos procesos, se anulaban por la falta de justificación en el número de viviendas conforme al crecimiento poblacional del municipio.

No obstante, el informe de la Dirección General de Urbanismo no toma en consideración la última jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León recaída a partir del año 2016 sobre la motivación y justificación de los instrumentos de planificación urbanística en la interpretación del artículo 10 de la Ley estatal de Suelo de 2007, y sus correlativos en los Textos Refundidos (de 2008 y 2015). En la última de las sentencias citadas; es decir, la STSJ n°1782/2016, de 27 de diciembre de 2016; la Sala de Valladolid, dijo expresamente que:

"No es que sea injustificable una modificación como la de autos sino que no ha sido justificada en debida forma" (último párrafo del FD Cuarto).

Es decir, la doctrina jurisprudencial de las sentencias enumeradas en el informe de la Dirección General de Urbanismo no imposibilita nuevos desarrollos urbanísticos; si no que exige una especial justificación en la Memoria del documento.

Asimismo, la sentencia de la Sala de Valladolid de 29 de marzo de 2017, desestimatoria del recurso contra aprobación definitiva de la Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Valladolid en el Área Homogénea 5 "Páramo de San Isidro", dijo lo siguiente:

Y además, en segundo término, porque el otro motivo de anulación fundamentado en la sentencia citada hacía referencia a que no se justificaba en la Memoria de aquella MPG0U, que es donde ha de establecerse, la necesidad de ampliar el suelo urbanizable delimitado del Plan General con un nuevo sector de uso predominantemente residencial para atender necesidades que lo justifiquen. En el presente caso y en relación a la Orden FYM/213/2015, de 4 de marzo, y en concreto en la Memoria Vinculante de la modificación que la misma aprueba definitivamente, adelantamos que sí cabe apreciar la motivación necesaria por la que se lleva a efecto la citada  modificación, pues ya de inicio, en ella se justifica su tramitación porque en la ciudad de Valladolid se está desarrollando la denominada "Operación ferroviaria" que, con el objetivo final de lograr la transformación e integración de la red arterial ferroviaria y de llevar a cabo la operación urbanística que para la ciudad dicha transformación conlleva, implica la realización de una serie de actuaciones coordinadas y conjuntas para el desarrollo de las obras derivadas de la Red Arterial Ferroviaria (R.A.F.) de Valladolid mediante Convenio suscrito entre el Ministerio de Fomento, la Junta de Castilla y León y el Ayuntamiento de Valladolid con fecha 6 de noviembre de 2002, que recoge entre sus estipulaciones la obligación del Ayuntamiento de Valladolid de aportar libres de cargas los terrenos necesarios para la construcción del Nuevo Complejo Ferroviario (NCF) en la variante Este.  Señala además que las obras de los nuevos Talleres en el Complejo Ferroviario, amparadas par el correspondiente Proyecto aprobado por el Ministerio de Fomento y tramitado de acuerdo con lo dispuesto en la legislación sectorial ferroviaria, se encuentran prácticamente ejecutadas, estando previsto el traslado de los actuales talleres a los nuevos en el Área Homogénea 5 a lo largo de este año (año en el que se redacta la memoria).

(...)

"Centra la parte recurrente su impugnación en que no resulta necesaria la transformación del suelo porque no existe necesidad de incrementar el número de viviendas en Valladolid, sustentándolo en la sentencia que anulaba la Orden F0M/11840/2008, de 6 de octubre, y en el Informe del Ayuntamiento de Valladolid de 1 de octubre de 2010, que en aquel procedimiento se aportaba como prueba, pero olvida la parte recurrente efectuar estudio sobre la motivación y justificación que obra en la Memoria Vinculante de la Orden FYM/213/2015, de 4 de marzo, en cuyo Apartado 1.2 expresamente señala que esta modificación se enmarca dentro de un conjunto de actuaciones diseñadas para llevar a cabo la transformación de la Red Arterial Ferroviaria y que se recogen en el Convenio suscrito el día 6 de noviembre de 2002, entre el Ministerio de Fomento, la Junta de Castilla y León y el Ayuntamiento de Valladolid, desde ahora Convenio 2002 (Publicado en el BOE n° 129, de 30 de mayo de 2003), para el desarrollo de las obras derivadas de la transformación de la red arterial ferroviaria de Valladolid, en el que la solución adoptada consiste en..."

"Contiene además la Memoria Vinculante una referencia expresa de la coherencia de la Modificación operada con el Texto Refundido de la Ley de Suelo y su artículo 10.1 al establecer para las Administraciones la obligación de atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen, e impedir la especulación con él y preservar de la urbanización al resto del suelo rural, así como la coherencia con la Ley de Urbanismo de Castilla y León, y para ello la Memoria señala las cifras globales, de algo más de 158 hectáreas que tiene el AH-5, de las que más de 92 se reservan para Sistemas Generales, y algo menos de 66 para el ámbito delimitado del denominado sector 53 de suelo urbanizable, añadiendo que esto significa casi 2/3 del ámbito inicial dedicado a un gran equipamiento público de escala internacional o grandes espacios libres públicos preservados de la urbanización, todo ello independientemente de los sistemas locales que vendrán derivados de la ordenación detallada que establezca el correspondiente instrumento de desarrollo del sector 53, así como que Valladolid es un centro indudable de desarrollo económico con incuestionable atractivo turístico y dinamismo industrial."

Por último, continuando la jurisprudencia anterior, la sentencia de la Sala de Burgos de 29 de mayo de 2017 ha desestimado el recurso 67/2015, contra el Decreto 18/2015 de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León de 26 de febrero de 2015, por el que se aprueba el Proyecto Regional "Parque Empresarial del Medio Ambiente" en el término municipal de Garray (Soria):

"A la vista del relato trascrito considera la Sala que el proyecto regional aprobado no solo contiene un estudio de alternativas, sino que además en dicho relato se reseñan y se recogen los motivos y argumentos en virtud de los cuales se opta por una determinada alternativa y que es la siguiente: "(...).

Y considera esta Sala que es razonada y se encuentra justificada la elección de esta opción desde el momento en que esta alternativa permite aprovechar lo ya urbanizado sin verificar nuevas afecciones, permite alejar las actuaciones del cauce del Río Duero y sus zonas aledañas, limita las posibles incidencias ambientales, suprime los usos residenciales y reduce los usos y la edificabilidad, por el contrario la parte actora no ha propuesto prueba ni tampoco se ha practicado prueba a su instancia que desvirtúe lo razonado y justificado de la alternativa elegida con el proyecto de autos. También se planteaba por la actora la posibilidad de que se hubiera ubicado dicho proyecto en otros terrenos ya urbanizados como un polígono industrial en la ciudad de Soria o en el recinto del CEDER-CIEMAT, si bien esta opción se rechaza por la Administración al considerar que una cosa es un polígono industrial convencional como el que refiere la parte actora en su denuncia y otra muy distinta es el proyecto empresarial del medio ambiente de autos, toda vez que éste en realidad lo que pretende es albergar un complejo innovador y atractivo para actividades empresariales de alta cualificación, apostando por el fomento de sectores productivos dinámicos asociados a la sociedad del conocimiento, y destacando en el ámbito de Castilla y León por su vinculación a las actividades vinculadas a la protección ambiental, a la investigación sobre fuentes de la energía renovables y al desarrollo de la sociedad del conocimiento; y añade la Administración que lo pretendido con el proyecto regional de autos es muy distinto a lo que se busca y pretende con la construcción y desarrollo de un polígono industrial convencional. Por ello consideramos también desde este punto de vista que se encuentra justificado la ubicación del presente proyecto regional y que esta ubicación se encuentre fuera de un polígono industrial que responde a una finalidad económica y social distinta."

Este cambio de criterio jurisprudencial del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, con sentencias más recientes a las enunciadas en el informe de la Dirección General de Urbanismo, ha sido puesto de manifiesto en el informe de la Universidad de Salamanca obrante en el expediente administrativo. El contenido del informe de la Universidad (no ha sido rebatido, ni siquiera citado por la Dirección General de Urbanismo) se resume en los siguientes apartados:

En conclusión, pues, a partir de la sentencia de 27 de diciembre de 2016, y especialmente después de las sentencias de 29 de marzo y 29 de mayo de 2017 del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, no cabe negar de plano la posible creación de nuevos desarrollos urbanísticos en el ámbito territorial de esta Comunidad incluso aunque se propongan en Municipios donde el techo de usos para los que aquéllos se soliciten en el planeamiento preexistente sea tan alto que pueda pensarse en que no se agotarán hasta pasados años e incluso décadas. Mucho menos podrá entenderse que los funcionarios intervinientes en los respectivos procedimientos administrativos están obligados de entrada (sobre la base de la previa doctrina jurisprudencial que las citadas sentencias han venido a precisar) a informar negativamente cualquier nuevo planeamiento que contenga esos objetivos.

La clave está, pues, en el esfuerzo que se realice en la Memoria de los instrumentos de planeamiento correlativos para exteriorizar las razones que fundamenten la justificación de tales nuevos desarrollos urbanísticos, pero, en la medida en que estas razones sean atendibles, estén bien fundamentadas, sean el fruto de una ponderación con otras alternativas posibles, etc., esos nuevos desarrollos urbanísticos podrán ser aprobados y ser respaldados después en vía jurisdiccional —como han sido los últimos aquí más arriba referidos- en caso de recursos frente a los mismos, mucho más en el caso de que concurran circunstancias adicionales de interés general o público que se verían satisfechos con la aprobación de ellos.

Pues bien, en este caso, consta en el expediente de la MPPGOU de Aldeamayor, un estudio de 96 páginas basado en datos de las Administraciones Públicas, incluido en la Memoria del documento relativo al análisis socio económico del municipio, que justifica la implantación del uso dotacional privado y la necesidad de vivienda vinculada al uso predominante del sector, de forma proporcionada en cada una de las Fases previstas en la propuesta de ordenación. Es decir, el planificador urbanístico ha motivado suficientemente la ordenación propuesta en el documento de Memoria y, por ello, la justificación es conforme a la última jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia a la que se ha hecho referencia.

Sin embargo, el informe de la Dirección General de Urbanismo omite cualquier referencia a dicho estudio socioeconómico: ni lo cita, ni muestra su disconformidad con las conclusiones del mismo, ni rebate su contenido; simplemente, considera que existe una falta de motivación porque la Modificación Puntual no ha realizado un estudio de implantación en otros suelos (incluidos otros municipios) "que ya tengan ese uso como compatible o mejor aún, si existen terrenos urbanizables compatibles con el uso (dentro del ámbito que se identifica como origen de la demanda)".

En cualquier caso, sin perjuicio de la inviabilidad jurídica de realizar un estudio de estas características en un instrumento de planificación urbanística local, el informe de la Dirección General de Urbanismo no ha tenido en cuenta el punto 7.2. de la Memoria de -MPPGOU que justifica la idoneidad de la localización de la propuesta desde el punto de vista de las relaciones de accesibilidad del municipio con su entorno próximo y el estudio de los recursos sanitarios y asistenciales de su área funcional y su localización geográfica, con énfasis en las carencias detectadas en el mismo y que la propuesta tiene vocación de paliar.

SEGUNDO.- El informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo se basa en fundamentaciones arbitrarias. 

Como consecuencia del punto anterior, entendemos que la motivación técnica del informe de la Dirección General de Urbanismo es completamente arbitraria al cuestionar la localización de los usos:

(…) Habría de plantearse la cuestión de si la fórmula propuesta sería válida en cualquier otro emplazamiento, o bien si habría otros lugares más adecuados para ese uso; puesto que indudablemente, la escala de efectos de tal inversión superaría el ámbito local, no consta si se ha realizado un análisis de si en otros terrenos que ya tengan ese uso como compatible es posible realizar tal promoción o mejor aún, si existen terrenos urbanizables compatibles con el uso (dentro del ámbito que se identifica como origen de la demanda).

Dado que el impacto del desarrollo proyectado sobrepasa el ámbito municipal, argumenta el informe de la Dirección General, debería haberse incluido un estudio o análisis que determine que la ubicación de la Ciudad del Bienestar en Aldeamayor de San Martín es preferible a otros posibles emplazamientos en otros municipios, habida cuenta la incidencia regional del proyecto:

"Con todo ello va quedando claro que en la modificación no se acredita la preferencia o mayor conveniencia de un desarrollo de incidencia supramunicipal en el emplazamiento propuesto frente a otros municipios de su ámbito, donde también existen viviendas o suelo urbanizado apto, pero quizás en una proporción más equilibrada respecto a los servicios existentes (transporte público, comercio, educación, policía,...)"

La MPPGOU presentada es una propuesta de iniciativa privada aprobada provisionalmente por el Ayuntamiento de Aldeamayor y, a tal efecto, no tiene competencia legal para sugerir la implantación de una ordenación en otros municipios o, en su caso, dentro del término municipal en suelos cuya titularidad no corresponda a esta Asociación de Propietarios. La sugerencia de la Dirección General solamente resulta posible al amparo de la iniciativa de la Administración Pública cuando, en base a interés público promueve actuaciones de proyección regional. No cabe, por tanto, la perspectiva del planteamiento del proyecto en otros puntos de la geografía el municipio ni, aún menos, de Castilla y León, por cuanto la iniciativa de promoción se realiza a instancia privada.

Por tanto, la motivación del informe de la Dirección General es completamente arbitraria porque está requiriendo al documento de MPPGOU unas pretensiones que legalmente no puede acometer. La exigencia de objetividad que la Constitución impone a la actuación de la administración debe plasmarse en todas sus manifestaciones de voluntad. Los actos administrativos son la principal expresión de la voluntad de la administración y, en consecuencia, deben ser objetivos a través de la exteriorización de los argumentos en los que se ha basado ésta para dictar el acto administrativo en cuestión. Como ha precisado el Tribunal Constitucional en su sentencia de 16 de junio de 1982, la motivación es necesaria para el debido conocimiento de los interesados y para la posible defensa de sus derechos, y debe darse con la amplitud necesaria para tal fin.

La Sentencia del Tribunal Constitucional n° 26/1981, de 17 de julio, dijo expresamente que:

Es verdad que la exigencia de motivación no puede resultar de la aplicación de las normas relativas al procedimiento administrativo y de la necesidad de ofrecer una fundamentación a los actos administrativos. Sin embargo, cuando se coarta, como en este caso, el libre ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución, el acto es tan grave que necesita encontrar una especial causalización y el hecho o el conjunto de hechos que lo justifican deben explicarse con el fin de que los destinatarios conozcan las razones por las cuales su derecho se sacrificó y los intereses a los que se sacrificó. De este modo, la motivación es no solo una elemental cortesía, sino un riguroso requisito del acto de sacrificio de los derechos.

Asimismo, el Tribunal Constitucional, en sentencia 14/1991, dispuso que la motivación de los actos discrecionales garantiza que se ha actuado racional y no arbitrariamente, y permite un adecuado control de los actos discrecionales, además de exigir una motivación que, al menos, exprese apoyo en razones que faciliten conocer los criterios fundamentales de la decisión.

Por Ultimo, el Tribunal Supremo (Rec. 5651/2009), en sentencia de 12 de abril de 2012 dijo que:

"El artículo 54.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre , exige que sean motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho, los actos a que alude, consistiendo la motivación, como bien es sabido, en un razonamiento o en una explicación, o en una expresión racional del juicio, tras la fijación de los hechos de que se parte y tras la inclusión de estos en una norma jurídica, y no sólo es una «elemental cortesía, como expresaba ya una Sentencia del Tribunal Constitucional de 17 julio 1981, ni un simple requisito de carácter meramente formal, sino que lo es de fondo e indispensable, cuando se exige, porque solo a través de los motivos pueden los interesados conocer las razones que “justifican” el acto, porque son necesarios para que la jurisdicción contencioso-administrativa pueda controlar la actividad de la Administración, y porque sólo expresándolos puede el interesado dirigir contra el acto las alegaciones y pruebas que correspondan según lo que resulte de dicha motivación que, si se omite, puede generar la indefensión prohibida por el art. 24.1 de la Constitución".

En el presente caso, entendemos que el informe de la Dirección General de Urbanismo de 23 de agosto es arbitrario dado que su motivación no desvirtúa el contenido de las motivaciones de la Memoria de la MPPGOU; además, de exigir unos estudios que el instrumento de planeamiento no tiene competencia jurídica para abordar.

Por último, conviene recordar que, en el presente procedimiento, han sido consultadas las siguientes Administraciones Públicas:

· Dirección General de Telecomunicaciones y Tecnologías de la Información del Ministerio de Energía, Turismo, Agenda Digital.

· Demarcación de Carreteras del Estado en Castilla y León Occidental.

· Subdelegación del Gobierno en Valladolid.

· Confederación Hidrográfica del Duero.

· Dirección General del Medio Natural

· Agencia de Protección Civil.

· Servicio Territorial de Fomento de Valladolid con informes de la Sección de conservación y Explotación de Carreteras y de la Sección de Urbanismo y Ordenación del Territorio.

· Servicio Territorial de Cultura de Valladolid.

· Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

· Diputación Provincial de Valladolid con informe del Jefe de Sección de Urbanismo.

· Consejería de Agricultura y Ganadería.

· Consejería de Sanidad.

· Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades.

· Consejería de Fomento y Medio Ambiente, a través de la Orden por la que se formula la Declaración Ambiental Estratégica de la Modificación Puntual formulada por el Consejero.

Todos estos informes han sido favorables y, en el último de estos trámites, la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, a través de la Dirección General de Urbanismo, contradice los informes del resto de Administraciones (incluida su propia Consejería que emitió favorablemente la Declaración Ambiental Estratégica el 9 de abril) quebrando el principio de confianza legítima. Ninguno de los informes mencionados ha requerido que se completase el documento de la MPPGOU con una justificación en el sentido anteriormente expuesto. Obviamente, si así lo hubieran exigido, este documento lo habría incluido.

A mayor abundamiento, la Comisión Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, encargada de aprobar definitivamente el documento de la MPPGOU, en sesión celebrada el 3 de agosto de 2018, entendió que la actuación estaba debidamente justificada en el interés general:

"Se ha de señalar que esta Administración comparte la justificación dada por el Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martin en los términos en que ha sido Aprobado Provisionalmente el desarrollo del mencionado Sector.

TERCERO.- La necesidad de atender a lo señalado en el último párrafo punto anterior ha sido motivado y justificado, según estima esta Administración Autonómica, en la MEMORIA VINCULANTE DE LA MODIFICACIÓN PUNTUAL a través de una larga y profusa serie de datos, estudios, argumentos y explicaciones, que consideramos como suficientes al objeto de cumplir con lo dispuesto en la normativa urbanística que resulta de aplicación.

Así, entendemos que desde un punto de vista jurídico y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20.1 del Real Decreto Legislativo 7/2015 de 30 de octubre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, se ha dado debida satisfacción a lo previsto en el citado precepto.

Concretamente, el artículo 20 de la citada norma, relativo a los "criterios básicos de utilización del suelo" dispone

1. Para hacer efectivos los principios y los derechos y deberes enunciados en el título preliminar y en el título I, respectivamente, las Administraciones Públicas, y en particular las competentes en materia de ordenación territorial y urbanística, deberán:

a) Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen, impedir la especulación con él y preservar de la urbanización al resto del suelo rural.

b) Destinar suelo adecuado y suficiente para usos productivos y para uso residencial, con reserva en todo caso de una parte proporcionada a vivienda sujeta a un régimen de protección pública que, al menos, permita establecer su precio máximo en venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda, corno el derecho de superficie o la concesión administrativa.

Por tanto, como han venido señalado diversas Sentencias del TSJ de Castilla y León, tanto en su Sala de Valladolid como en la de Burgos y más en concreto en la Sentencia de 29 de marzo de 2017 (Sala de Valladolid, en la que se desestima un recurso contra la Orden FYM/2131/2015, de 4 de marzo relativa al Área Homogénea n° 5 "Páramo de San Isidro) y en la de 29 de mayo de 2017, de la Sala de Burgos, se señala que ha de estar justificado o reflejado en la Memoria Vinculante la motivación necesaria por la que se lleva a cabo la correspondiente Modificación Puntual, de tal modo que si cabe apreciar la necesaria motivación en la Memoria Vinculante, entonces se estará dando cumplimiento al antiguo artículo 10.1 a) del TRLS, hoy plasmado en el anteriormente citado artículo 20.1, así como también se dará cumplimiento a lo establecido en la propia Ley de Urbanismo de Castilla y León (Ley 5/1999).

A nuestro entender, si se efectúa un análisis sobre la motivación y justificación que obra en la Memoria Vinculante de la Modificación Puntual, tenemos que llegar a la conclusión de que tal necesidad de desarrollo está debidamente justificada y, además, en la Memoria Vinculante y especialmente a lo largo de todo el punto 6 y 7.

(...)

En cuanto a la necesidad de vivienda entiende esta Administración que la misma resulta justificada en atención al contenido de las pág. 101 y siguientes, al calcular que la Ciudad del Bienestar y la Salud generará una demanda de aproximadamente 5.000 viviendas.

La anterior justificación se encuentra motivada y pormenorizada en la página 103.

(...)

Por último, en el apartado 7 de la Memoria Vinculante se justifica y motiva la conveniencia de la modificación, así como también se acredito la localización y la dimensión del sector.

Dicho todo lo anterior, éste órgano considera que se ha justificado en la memoria vinculante la necesidad de desarrollo del sector, tal y como viene siendo exigido por los Tribunales de Justicia” (Fundamentos Jurídicos Segundo y Tercero -páginas 9 a 12- del Acuerdo de la Comisión Territorial de Media Ambiente y Urbanismo en el expediente CTU 16/17 de fecha 3 de agosto de 2018).

De la lectura de los Fundamentos Jurídicos Segundo y Tercero podemos extraer claramente las siguientes consideraciones: la Comisión Territorial de Urbanismo, órgano encargado de aprobar definitivamente el expediente, ha examinado de forma detallada el contenido de la Memoria Vinculante de la Modificación Puntual considerando que el desarrollo del ámbito está debidamente justificado por razones de interés público y; asimismo, motivadas las determinaciones relativas a su localización, ubicación, y las necesidades de implantación del uso principal y vivienda asociada.

Entendemos el informe de 23 de agosto de 2018 de la Dirección General de Urbanismo quiebra el principio de confianza legítima y, en la medida que cambia el criterio de otros órganos de la misma Administración autonómica, debería tenerse en cuenta la reforzada exigencia motivadora que ha de tener ese cambio de criterio.

TERCERO.- La revisión del órgano autonómico para la aprobación definitiva del documento se basa en criterios de oportunidad. El informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo se basa en fundamentaciones arbitrarias. 

La jurisprudencia viene declarando de forma sostenida que el control sobre la potestad de planeamiento de Los Ayuntamientos que puede realizar la Administración autonómica con ocasión de los acuerdos de aprobación definitiva debe respetar autonomía municipal (artículo 140 de la Constitución y articulo 25.2.d/ de la Ley 7/1985. de 2 de abril, de Bases de Régimen Local), sin inmiscuirse, en principio, en los elementos discrecionales de interés local, como es la propia elección del modelo de ciudad.

Por tanto, la fiscalización de la Administración autonómica ha de recaer sobre los elementos reglados del plan (documentos preceptivos, procedimiento establecido, estándares de dotaciones, límites de edificabilidad, etc.); y sobre los aspectos discrecionales que tengan incidencia supramunicipal.

El Tribunal Supremo, ha distinguido en las siguientes categorías los controles autonómicos (Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de julio de 1990):

1.° Aspectos reglados del plan: control pleno de la Comunidad con una matización para el supuesto de que entren en juego conceptos jurídicos indeterminados -es bien sabido que estos admiten una única solución justa y que por tanto integran criterios reglados

A) Si la determinación del planeamiento que se contempla no incide en aspectos de interés supralocal, el margen de apreciación que tales conceptos implican corresponde a la Administración municipal.

B) Si el punto ordenado por el Plan afecta a intereses superiores, ese margen de apreciación se atribuye a la Comunidad.

2.° Aspectos discrecionales.

A) Determinaciones del plan que no inciden en materias de interés comunitario. Dado que aquí el plan traza el entorno físico de una convivencia puramente local y sin trascendencia para intereses superiores, ha de calificarse como norma estrictamente municipal y por tanto:

a)
Serán, sí, viables los controles tendentes a evitar vulneración de las exigencias del principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes tal como en este terreno les viene concretando la jurisprudencia - sentencias de 1 y 15 de diciembre de 1986, 19 de mayo y 11 de julio de 1987, 18 de julio de 1988, 23 de enero y 17 de junio de 1989, 20 de marzo, 30 de abril y 4 de mayo de 1990, etcétera-.

b)
No serán en cambio admisibles revisiones de pura oportunidad: en este terreno ha de prevalecer el modelo físico que dibuja el municipio con la legitimación democrática de que Ie dota Ia participación ciudadana que se produce en el curso del procedimiento.

B) Determinaciones del planeamiento que tienen conexión con algún aspecto del modelo territorial superior: además de lo ya dicho antes en el apartado a), aquí, y dado que "en la relación entre el interés local y el supralocal es claramente predominante este último”, - sentencia ya citada del Tribunal Constitucional 170/1989 - resulta admisible un control de oportunidad en el que prevalece la apreciación comunitaria.

En este sentido entendemos que las determinaciones establecidas en el documento de MPPGOU relativas a la implantación del uso dotacional privado en un determinado ámbito es una cuestión discrecional que compete al municipio en el ejercicio de la elección de su modelo territorial y; por tanto, el informe de la Dirección General de Urbanismo cuestionando la ubicación de este uso en el municipio excede de su ámbito competencial (Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de marzo de 2013).

El control que sobre la potestad de planeamiento de los Ayuntamientos puede realizar la Administración autonómica con ocasión de los acuerdos de aprobación definitiva debe respetar la autonomía municipal, sin inmiscuirse, en principio, en los elementos discrecionales de interés local, como es la propia elección del modelo de ciudad
En definitiva, el informe de la Dirección General de Urbanismo discute la ubicación de la propuesta y la calificación de la ordenación, cuestiones que se tratan de un tema local y de modelo de ciudad en que debe prevalecer la apreciación municipal en los términos señalados en la jurisprudencia del Tribunal Supremo (Sentencia de 13 de julio de 1990).

En efecto, la decisión de no clasificar un nuevo sector de suelo urbanizable no se debe en realidad a la inadecuación de los terrenos por razón de su topografía o características boscosas (de ser así, no se entendería que se contemple su incorporación al desarrollo urbano una vez que se consolide la urbanización de otras áreas próximas), sino que, sencillamente, la Administración autonómica no considera procedente el desarrollo del sector de l'Adorar sin antes haber quedado consolidadas y urbanizadas las unidades de ejecución 3 y 5.

Descartadas así las razones topográficas, morfológicas o paisajísticas como determinantes de la decisión, tampoco ha quedado justificada la afectación de intereses supralocales, pues aunque en ocasiones las razones demográficas y las transformaciones del suelo muy intensas afectan a intereses que trascienden lo puramente local, como son las relacionadas con el equilibrio territorial y la política de ordenación del territorio, en el caso presente, atendiendo a las magnitudes en presencia, no se ha justificado que concurran impactos territoriales de alcance supralocal.

Y siendo ello así, al margen de las apreciaciones que puedan formularse desde criterios de oportunidad, no cabe sostener que la determinación urbanística propuesta por el Ayuntamiento en el acuerdo de aprobación provisional fuese arbitraria o irracional. De manera que la Administración autonómica no puede suplantarla sin que resulte afectada la autonomía local.

Asimismo, este es el criterio del propio Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León que, en sentencia de la Sala de Burgos, de 13 de abril de 2018 dijo expresamente:

No cabe la menor duda de que la competencia del planeamiento es del Ayuntamiento, correspondiendo a la Comunidad Autónoma únicamente su examen tanto respeto de su legalidad como de los aspectos relacionados con su ámbito competencial, y realizado este examen resolverá sobre su aprobación definitiva, conforme recoge el artículo 54.2 de la Ley de Urbanismo; precepto desarrollado por el artículo 161.2 dei Reglamento de Urbanismo de Castilla Y León.

Atendiendo a esta normativa, toda resolución que derive de una actuación discrecional queda circunscrita a la voluntad, adecuadamente justificada y motivada, del Ayuntamiento.

CUARTO.- Con carácter subsidiario, solamente en caso de no atender las razones anteriores, se solicita una ampliación del plazo para aportar un Estudio de alternativas de emplazamiento. 

Como ya se ha indicado, la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, en su informe de fecha 23 de agosto, achacaba a la modificación propuesta una falta de justificación sobre la idoneidad del emplazamiento elegido para la Ciudad del Bienestar y la Salud. Sin embargo, para el caso de que lo expuesto en puntos anteriores no fuera estimado, con carácter subsidiario se solicita la suspensión del procedimiento de aprobación definitiva de la MPPGOU y la concesión de un plazo para la aportación de un estudio sobre alternativas ubicacionales en los términos previstos en el informe de la Dirección General de Urbanismo de 23 de agosto.

Esta suspensión por el tiempo mínimo indispensable para la elaboración del estudio que se solicita al Servicio Territorial de Fomento tiene por finalidad la emisión de un nuevo informe por la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, con base en el artículo 54.2.b  LUCyL y 22.1.d de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP).

Preceptos, ambos, que prevén la suspensión del procedimiento. El primero se refiere a la suspensión de la aprobación de los instrumentos de planeamiento general cuando por los órganos autonómicos se detecten deficiencias, para su subsanación por el Ayuntamiento. Puesto que la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo ha detectado una supuesta deficiencia en la Memoria de la modificación planteada, al no contar con un análisis de emplazamientos alternativos para la Ciudad del Bienestar, la legislación autonómica obliga a suspender el procedimiento, en este caso para permitir la aportación del estudio. Pero de igual forma la LPACAP también prevé la suspensión cuando sea necesario solicitar un informe preceptivo, carácter que posee el informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, tal y como establece el artículo 5.5.b del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de la Comisiones Territoriales de Media Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

Por todo lo anterior, se solicita al Servicio Territorial de Fomento que, a efectos de la redacción de la propuesta de resolución:

- Tenga en consideración los argumentos expuestos en los Fundamentos Jurídicos Primero, Segundo y Tercero, para la Aprobación Definitiva.

- Alternativamente, con suspensión del plazo para resolver, remita este escrito a la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo para nuevo informe; 

o,

- Con carácter subsidiario, en el caso que no se consideren las dos anteriores, se suspenda el procedimiento para permitir la aportación del estudio de alternativas de emplazamiento para la Ciudad del Bienestar que la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo entendió necesario en su informe de 23 de agosto.”


DECIMOSÉPTIMO.- En fecha 13 de septiembre de 2018 el Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5. a) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León; informe-propuesta en el que se propone denegar la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento en base a las fundamentaciones contenidas en la citada propuesta.

DECIMOOCTAVO.- El jueves 13 de septiembre de 2018, se presenta en el Registro de Usos Múltiples 1, por D. Miguel Díaz Batanero, actuando en nombre y representación de la Asociación de Propietarios Villa de Aldeamayor, informe complementario para la justificación de la existencia de una demanda suficiente de suelo.


DECIMONOVENO.- Con fecha de registro de 17 de septiembre de 2018, el Director General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo respondió a la consulta planteada por el Servicio Territorial de Fomento, sobre las opciones previstas en los artículos 54 de la Ley  de Urbanismo de Castilla y León y 161 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Aldemayor de San Martín con Ordenación Detallada SUR-17, “Ciudad del Bienestar y Salud”.


VIGÉSIMO.- El 18 de septiembre de 2018, tuvo entrada en el registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León, edificio de usos múltiples 1, escrito del Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín, que remite el presentado por la Asociación de Propietarios Villa de Aldeamayor complementario a la justificación de la existencia de una demanda suficiente de suelo para el ámbito y el eso propuesto en la Ciudad del Bienestar y la Salud.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual del Plan General y Ordenación Detallada del SUD-17 “Ciudad del Bienestar y la Salud”.


SEGUNDO.- Emitido el preceptivo y determinante informe de 23 de agosto de 2018, por la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, frente al mismo se hicieron alegaciones, como se ha dicho, por la Asociación de Propietarios Villa de Aldeamayor y que sucintamente señalan que el citado informe no ha tenido en cuenta la más reciente jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León relativa a la motivación de los instrumentos de planeamiento urbanístico, al tiempo que tal alegante considera que en la Memoria Vinculante está justificada la implantación del uso dotacional privado y la necesidad de vivienda vinculada, no estando de acuerdo con el informe de la citada Dirección General en cuanto a que se tenga que realizar un estudio de implantación de suelos pues este ya se hizo en el punto 7.2 de la Memoria.


Por otro lado, el alegante considera asimismo que el citado informe se basa en fundamentaciones arbitrarias, por los motivos que se expresan en sus alegaciones al informe.


Finalmente y con carácter subsidiario solicita el alegante la suspensión del procedimiento de aprobación definitiva, con base en el artículo 54.2.b) LUCYL, para poder aportar un estudio sobre alternativas ubicacionales señalando que “tiene por finalidad la emisión de un nuevo informe por la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo” y en base al artículo 22.1.d) de la Ley 39/2015 (LPA) se solicita la suspensión del plazo para resolver y notificar por ser necesario solicitar “un informe preceptivo, carácter que posee el informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo”.

Termina el escrito de alegaciones solicitando al Servicio Territorial de Fomento:

· La Aprobación Definitiva.

· Alternativamente que se remitan sus alegaciones para que la Dirección General evacúe nuevo informe

· Con carácter subsidiario se suspenda el procedimiento para la aportación de un estudio de altenativas de emplazamiento.


Pues bien, sobre este documento de alegaciones formulado por una de las partes interesadas se han de hacer las siguientes consideraciones:


En primer lugar debemos pronunciarnos sobre si procede o no aceptar la solicitud de suspensión del plazo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 22.1.d) de la Ley 39/2015 (LPA). Sobre el particular se ha de concluir que la previsón de suspensión del plazo para resolver un procedimiento y notificar la resolución procederá cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración. El interesado erróneamente considera como preceptivo el informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo que, según él, debería solicitarse de nuevo una vez que hubiera aportado un estudio sobre alternativas ubicacionales, olvidando que tal informe tiene carácter preceptivo exclusivamente en el supuesto establecido en el artículo 5.5. b) del DECRETO 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, es decir, cuando se produzca la emisión de un voto particular por uno de los vocales de la CTMAYU y por una sola vez; cuestión ésta que ya se ha producido. Todo lo cual conlleva a no admitir la suspensión de plazo solicitada al no estar ante un informe que sea preceptivo, es más, dicho informe ya ha sido emitido.


TERCERO.- Formulado, como se ha dicho, voto particular por uno de los miembros de la CTMAYU, por parte de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo se emitió informe de fecha 23 de agosto de 2018. La finalidad de los informes es la de servir de ayuda al órgano decisor para conformar su decisión y garantizar el acierto de la decisión.


El mencionado informe, que tiene carácter preceptivo conforme a lo dispuesto en el artículo 5.5. b) del DECRETO 24/2013, de 27 de junio tiene, además, carácter determinante.


Pues bien, ese carácter determinante produce, respecto del contenido del informe, una vinculación para con el órgano que ha de adoptar la correspondiente decisión.


Así, una reciente sentencia del Tribunal Supremo de  20 de julio de 2015, que reitera doctrina consignada en las sentencias de 30 de septiembre de 2013, 24 de abril de 2012 y 25 de septiembre de 2012, equipara informe determinante a informe vinculante cuando éste haya de emitirse sobre materias de competencia exclusiva de la Administración informante. 


 “partiendo de la base de que determinar es "fijar los términos de algo", si el legislador atribuye a un informe el carácter de determinante, es porque le quiere atribuir un valor reforzado. En palabras de la STS de esta Sala y Sección de 8 de marzo de 2010 (recurso de casación 771/2006 ), se trata de informes "necesarios para que el órgano que ha de resolver se forme criterio acerca de las cuestiones a dilucidar. Precisamente por tratarse de informes que revisten una singular relevancia en cuanto a la configuración del contenido de la decisión, es exigible que el órgano competente para resolver esmere la motivación en caso de que su decisión se aparte de lo indicado en aquellos informes". Desde esta perspectiva, por mucho que estos informes no puedan caracterizarse como vinculantes desde un plano formal, sí que se aproximan a ese carácter desde el plano material o sustantivo” 


Lo anterior, llevó al órgano proponente a apartarse de la propuesta realizada por esta Administración en julio de 2018, habiendo realizado otra de acuerdo con lo indicado en el precitado informe de 23 de agosto de 2018, evacuado por la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo y que tenía carácter denegatorio. 


Sin embargo, en el acto de la CTMAYU el Servicio Terriorial de Fomento modifica su propuesta para adaptarse a lo previsto en el informe emitido por la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de fecha 17 de septiembre de 2018, proponiendo un Acuerdo de Suspensión para subsanación de deficiencias. Esta propuesta se basa en el principio de jerarquía administrativa, como órgano superior jerárquico al Servicio Territorial de Fomento en materia de Urbanismo, en el organigrama de la administración autonómica.

En el citado informe se concluye que, respecto de la posibilidad de denegar el instrumento urbanístico, tal posibilidad no procede por ser las deficiencias del mismo de “naturaleza esencialmente argumental…” no pudiéndose a priori “predicarse su insubsanabilidad”.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, el Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por mayoría y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de la modificación puntual del Plan General y Ordenación Detallada del SUD-17 “Ciudad del Bienestar y la Salud” de Aldeamayor de San Martín, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsane lo previsto en el informe de 17 de septiembre de 2018, complementario del de 23 de agosto del mismo año, del Director General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, que se trascribe a continuación: 


“Las deficiencias puestas de manifiesto en el informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de 23 de agosto de 2018 imputan al documento una falta de justificación suficiente de determinados extremos reclamados por la normativa y por la interpretación que la misma ha venido haciendo la Jurisprudencia” que deber ser “corregida mediante una argumentación o aparato probatorio más extenso, o más correcto, o mejor orientado, o mejor fundamentado, o que por cualquier medio llegue a alcanzar ese carácter de justificación suficiente exigido”. 

Disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
Expone la técnico arquitecta hasta la propuesta del Servicio Territorial con carácter denegatorio. 
Prosigue el Jefe del Servicio Territorial de Fomento argumentando que actualmente, debido a un informe de 17 de septiembre de 2018 de la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo, ahora la propuesta del Servicio  Territorial de Fomento, es de suspender la Aprobación Definitiva, tal y como indica el mencionado informe del Director General, debiendo cumplir el Servicio Territorial de Fomento el principio de jerarquía administrativa, al ser esta Dirección General, órgano superior jerárquico del Servicio Territorial de Fomento en materia de urbanismo.

A continuación, el alcalde del municipio se manifiesta a favor de “la Ciudad del Bienestar y la Salud”. Reitera lo que dijo en la anterior sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, porque entre otras consideraciones positivas de este proyecto, se unen dos núcleos de población, “Aldeamayor Golf” con el núcleo urbano; ya le gustaría que fuese posible igualmente la unión de la urbanización “El Soto” con el municipio. Sigue argumentando que hay que ir a la realidad municipal y no a los meros papeles. Los terrenos en los que se pretende instalar el proyecto urbanístico, no son terrenos fructíferos agrícolamente hablando, son terrenos arenosos. Por lado, el instrumento de planeamiento constituye un beneficio patente para los ciudadanos porque el proyecto permitirá invertir en infraestructuras para evitar déficit en agua, por ejemplo. En Aldeamayor de San Martín, todas las viviendas, son construcciones de planta baja, no elevadas. Además concluye, que el alcalde no permitiría una urbanización si no fuese por el tejido empresarial que se va a fomentar con este proyecto así como la construcción de viviendas para los que vengan a visitar a sus familiares, esto es bueno para el pueblo y por eso da la cara.
Tras la intervención del alcalde el representante de la asociación de propietarios Villa de Aldeamayor solicitar ofrecer una mayor justificación tanto jurídica como técnica.
El Presidente de la Comisión ruega brevedad en su exposición.

Comienza el discurso Jesús Sánchez Santos, asesor jurídico de la Asociación de Propietarios “Villa de Aldeamayor”: La propuesta de Acuerdo actual del Servicio Territorial es de suspensión de la aprobación definitiva por el artículo 161.3 del Decreto 22/04, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León. 
El informe determinante de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo sobre el voto particular formulado en la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid de fecha 23 de agosto de 2018 “no considera justificada la existencia de una demanda suficiente de suelo para el ámbito y el uso propuesto, en los términos que exigen los artículos 13.1.a) y 34.1 de la LUCyL, de acuerdo a los criterios señalados por la jurisprudencia, por lo que no procede su aprobación definitiva”. En concreto, el informe cuestionaba la ubicación, el ámbito y la demanda de vivienda. 
 
Entendiendo que dichos defectos eran subsanables y, dando cumplimiento al informe de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, la Asociación de Propietarios presentó con fecha 13 de septiembre de 2018 un informe complementario a la justificación de existencia de demanda suficiente de suelo para el ámbito y el uso propuesto. De esta forma, a través de ese documento, se dota de mayor rigor jurídico al instrumento de planeamiento y se subsanan los requerimientos de justificación incluidos en el informe Dirección General para que la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid tomara en consideración dicha motivación.
 
En el presente caso, entendemos que el Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín, mediante la presentación en el Registro del informe complementario, de 13 de septiembre, que subsanó las deficiencias detectadas por el informe de la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo de fecha 23 de agosto de 2018, y, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 161.3.a) solicitamos la aprobación definitiva con subsanación de deficiencias:
 
“aprobarlo definitivamente con subsanación de las deficiencias mediante la introducción de los cambios, correcciones o incluso innovaciones necesarias, que deben relacionarse motivadamente en el acuerdo de aprobación definitiva. De ser necesario, el acuerdo ordenará la elaboración de un texto refundido que integre dichos cambios”.
 
Por ello, la Asociación de Propietarios de Villa de Aldeamayor solicita a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid la aprobación definitiva con subsanación de deficiencias en los términos previstos en el artículo 161.3.a). Pasa la palabra al técnico del proyecto.
El compareciente, Óscar Ares, arquitecto redactor del instrumento de planeamiento, en primer lugar muestra su sorpresa ante el contenido del informe de la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo, porque según él, todo lo que se solicita subsanar ya lo contiene el documento presentado. 

              Continúa argumentando que han añadido cuestiones al respecto en relación con la conectividad, explicando el por qué se ha ubicado allí el mismo y no en la periferia de la ciudad o en un polígono industrial. Lo determinante del proyecto es el binomio: salud y medio ambiente, más la Estrategia de la Salud 2015-2019, de la Gerencia Regional de Salud, indicando que tanto el alfoz de Valladolid como en la zona de Medina del Campo, se consideran idóneas para la ubicación, encontrándose la ubicación propuesta justificada. Además el tamaño de la ciudad ofrece calidad en el desarrollo de los elementos asistenciales, con densidad baja, no se van a hacer hospitales sino que se pretende seguir el modelo americano, por tanto, será preciso ese espacio para desarrollarlo junto al binomio anteriormente mencionado. Se encuentra, por otra parte, fraccionado en 13 fases y hasta que no esté realizada el 70% de una, no se continúa con al siguiente. La necesidad del tamaño de la ubicación viene dada porque el 45% del mismo está destinada a espacios libres públicos como jamás se ha hecho anteriormente.
            El siguiente punto que afronta el arquitecto redactor en su discurso es la justificación de la vivienda, que según el informe de la Dirección General de 23 de agosto de 2018, no se prevé, sin embargo, pese a la consideración recogida en el informe precitado, la justificación primordial debe reconducirse a los parámetros naturales de habitar cerca del ámbito laboral, tal y como sucede en la Ciudad de las artes de Valencia, ciudad grupo Santander en Boadilla del Monte y el Parque Tecnológico de Boecillo de Valladolid, en donde siguiendo los mismos parámetros que en este último supuesto, el 37% de los potenciales residentes se obtendrían unos resultados de que pudiesen ocuparse entre 5000 y 5400 viviendas, para así conseguir un urbanismo expansivo para completar las infraestructuras necesarias.
            Por último, el presidente de la Asociación de propietarios “Villa de Aldeamayor”, Miguel Díaz Batanero realiza un ruego final consistente en que la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo valore la jurisprudencia, el plan de iniciativa privada, impulso de inversión, empleo, etc…así como la conectividad y gracias al informe de la Dirección General de arquitectura, Vivienda y Urbanismo, se proceda a valorar, se apruebe definitivamente y beneficie al interés general.
            De hecho, puntualiza el arquitecto redactor, que se valore el envejecimiento poblacional como se ha efectuado en otros continentes, como por ejemplo la transformación en Estados Unidos de un pantano para la realización de infraestructuras varias, lo han tenido en cuenta y los resultados han sido muy positivos; por ello puede aplicarse igualmente aquí y proceder a su aprobación definitiva.

             La vocal representante de sindicatos (CCOO), formula en este momento una pregunta ¿cuál sería el generador de empleo?

             Óscar Ares, arquitecto redactor, rápidamente responde que conforme a la matriz input-output, se generarán empleos directos, indirectos e inducidos; a continuación el presidente de la “Asociación Villa de Aldeamayor”, indica que los empleos se crearán vinculados al uso sanitario, wellness y de ahí las viviendas para que los trabajadores de todos esos sectores vivan cerca de su lugar de trabajo de forma gradual, de ahí, que se lleve a cabo la urbanización del suelo por fases. El arquitecto redactor ensalza la nueva forma de residencia: el colectivo privado: cohousing.
            Se ausentan de la sala todos los asistentes vinculados al asunto que ahora nos ocupa y se procede a su deliberación y votación por la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.
            El Presidente de la CTMAMYU, comienza manifestando que la propuesta inicial de acuerdo fue denegatoria, pero a consecuencia del informe de 17 de septiembre de 2018, del Director General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo y por el principio de jerarquía administrativa, la propuesta actual del acuerdo es de suspensión. El Presidente manifiesta a continuación que por la Disposición Transitoria Tercera de la Ley 7/2014, de 12 de septiembre, de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo, el próximo 19 de octubre, los terrenos ubicados en suelo urbanizable no desarrollados hasta la fecha, pasarán a ser automáticamente terrenos de suelo rústico común y la próxima sesión de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, tendrá lugar el 31 de octubre de 2018, como está prefijado, con lo cual producirá la terminación del procedimiento por imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas.
          El vocal representante de los colegios profesionales en materia de urbanismo (D. Jesús Eliz Cantalapiedra), solicita que se deje sobre la mesa.

          El Presidente de la CTMAMYU, advierte que no existe tal posibilidad, lo tenemos que abordar, en la práctica, es igual que denegar.
           El Jefe del Servicio Territorial de Fomento, manifiesta que las justificaciones requeridas, deberán elevarse al Pleno de la Corporación para su deliberación y aprobación y posteriormente pasarán por esta CTMAMYU el 31 de octubre de 2018.

          De nuevo, el vocal representante de los colegios profesionales en materia de urbanismo propone que se estudie de nuevo por el Servicio Territorial de Fomento y por la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo.

         El vocal representante de los colegios profesionales competentes en materia de prevención ambiental (Jorge Alberto Bustos), pregunta al presidente de la Comisión si los efectos tanto en la forma como en el fondo van a ser los mismos. El presidente de la CTMAMYU responde que exactamente igual; contestación que reafirma el Jefe del Servicio Territorial de Fomento.
         El representante del colegio de secretarios manifiesta que podemos entrar en una espiral, Acuerdo condicionado a otro Acuerdo indefinidamente.
         Por otro lado, el vocal representante de los colegios profesionales en materia de prevención ambiental pregunta de nuevo que si vuelve a suelo rústico común, cómo se va a llevar a cabo lo que se pretende, a lo que responde el representante de las asociaciones empresariales (Albero López Soto), que la solución una vez que sea suelo rústico común, será efectuar una revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor. 
         De nuevo el representante de las asociaciones empresariales no tiene claro si está justificado o no, no parece por otra parte que no esté justificado. Él, optaría por la denegación y que sea el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León el que decida.

        El Presidente de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, señala que la suspensión, al final no va a servir para nada, pues a fecha 31 de octubre de 2018, la terminación del procedimiento será imposible por la imposición normativa.
          El vocal representante de las organizaciones no gubernamentales manifiesta acto seguido que en el expediente hay documentación suficiente, concretamente cuatro informes en sentido negativo para denegar el proyecto de “La Ciudad del Bienestar y la Salud”.

          El Presidente de la CTMAMYU, reitera que existen dos propuestas denegar en primer lugar, a consecuencia del primer informe de 23 de agosto de 2018 y la segunda propuesta, de suspender, por el informe emitido el 17 de septiembre de 2018 del Director de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo.

          El Jefe del Servicio de Agricultura y Ganadería, manifiesta que en el caso de suspensión sería preciso una motivación fehaciente de la subsanación de los defectos apreciados en relación con la justificación del interés público.
           El vocal por libre designación plantea que hay prestar especial a la suspensión en el caso que nos ocupa porque en el caso de reiterarla podría dar lugar al planteamiento de reclamación de responsabilidad patrimonial por parte de los promotores.

          En respuesta al vocal anteriormente mencionado, la vocal representante de sindicatos (CCOO), alega que han tenido tiempo de sobra para proceder a la modificación que ahora se propone pues la norma donde se establece la Disposición Transitoria Tercera es del año 2014.

         El Jefe del Servicio Territorial de Fomento, manifiesta nuevamente que por el principio de jerarquía administrativa, nos encontramos vinculados a lo dispuesto en el informe del Director General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo de 17 de septiembre de 2018, que se decanta por la suspensión de la aprobación definitiva con subsanación de las deficiencias apreciadas en el instrumento de planeamiento.
         A continuación se procede a la votación del asunto por la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo. El resultado fue: un voto a favor de la Aprobación Definitiva, un voto de abstención, tres votos a favor de la denegación y trece votos defendiendo la suspensión de la aprobación definitiva con subsanación de deficiencias en el plazo de tres meses por quien promueva el instrumento.
          Antes de abandonar la sala, el Presidente de la Comisión Territorial, advirtió que de ningún modo iba a efectuar una Comisión Extraordinaria para acelerar este proyecto.
          Por lo tanto, el Acuerdo mayoritario aprobado es de suspensión de la aprobación definitiva para que se subsanen en debida forma las deficiencias observadas en el informe de la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo, como se transcribe en el Acuerdo.

2.- Autorizaciones de uso excepcional 

         A partir de las 11:00 horas, se debaten las autorizaciones de uso excepcional en suelo rústico, ostentando el cargo de Presidente, el Vicepresidente: Óscar de la Fuente Guati.
A.2.1.- VIVIENDA VINCULADA A EXPLOTACIÓN AGRARIA.- ESGUEVILLAS DE ESGUEVA.- (EXPTE. CTU 60/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 26 de julio de 2018 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Esguevillas de Esgueva, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 31 de julio de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 24 de mayo de 2018  y en el diario El Norte de Castilla de 12 de junio de 2018, así como una corrección de errores en el Boletín Oficial de Castilla y León de 21 de junio de 2018  y en el diario El Norte de Castilla de 16 de junio de 2018, , durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 23 de julio de 2018.

TERCERO.- El promotor del expediente es FERNANDO OZORES HERRERO.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.
FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para vivienda unifamiliar vinculada a explotación agrícola, que se ubicará en la parcela 5034 del polígono 18 de Esguevillas de Esgueva, con una superficie catastral de 3.587 m².


Se proyecta una vivienda que se desarrolla en una planta distribuida alrededor de un patio, con una superficie de 118,70 m² útiles y 149,19 m² construidos y una caseta de intalaciones con 7,50 m² útiles y 9,40 m² construidos.


En la parcela existen otras construcciones: un sotechado de 553 m² y una caseta de 44 m². Lo que haría una superficie total construida en la parcela de 755,59 m².

La vivienda se vincula a una explotación agrícola, formada por parcelas de los términos municipales de Esguevillas de Esgueva, Castrillo de Tejeriego y Valoria la Buena.

TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la vivienda se encuentra clasificada una pequeña parte como SUELO URBANO y otra parte, donde se ubican las construcciónes, como SUELO URBANIZABLE Sector 7 por las Normas Subsidiarias Municipales de Esguevillas de Esgueva.


La parcela es colindante con la vía pecuaria “Colada del Camino del Molino”.


CUARTO.- De acuerdo con el artículo 19 de la LUCyL:

“2.
Hasta que se aprueben las determinaciones completas sobre reparcelación, podrán autorizarse, mediante el procedimiento aplicable a los usos excepcionales en suelo rústico:

a) En suelo urbano no consolidado, los usos que no resulten incompatibles con la ordenación detallada, o en su defecto, que no estén prohibidos en la ordenación general del sector.
b)
En suelo urbanizable, los usos permitidos y autorizables en SUELO RÚSTICO COMÚN.

3.
Los usos que se autoricen conforme al apartado anterior lo serán con carácter provisional, aplicándose las reglas previstas en la legislación del Estado en cuanto al arrendamiento y al derecho de superficie de los terrenos y de las construcciones provisionales que se levanten en ellos, y además las siguientes:

a)
La eficacia de la autorización, bajo las indicadas condiciones expresamente aceptadas por los solicitantes, quedará supeditada a su constancia en el Registro de la Propiedad.

b)
Si los usos autorizados resultan incompatibles con la ordenación detallada habrán de cesar, con demolición de las obras vinculadas a los mismos y sin derecho a indemnización, disponiendo de plazo hasta la aprobación de las determinaciones completas sobre reparcelación.”


QUINTO.- Según se establece en el artículo 52 de las NNSS en Suelo no Apto para el desarrollo urbano (SNAD) que es el asimilable al Suelo Rústico Común, es un uso autorizable entre otros: “Edificios aislados destinados a vivienda unifamiliar donde no exista posibilidad de núcleo de de población.”

La parcela en la que se ubica la vivienda se encuentra en el límite del suelo urbano por lo que se incumpliría con el precepto de no formar núcleo de población.


SEXTO.- Según el artículo 59.b) del RUCyL, la vivienda sería autorizable si cumpliera con las condiciones del uso del artículo 57.e) de la misma norma: “e) Construcciones destinadas a vivienda unifamiliar aislada que resulten necesarias para el funcionamiento de alguno de los demás usos citados en este artículo.”

No se cumple con la necesidad de la vivienda para el funcionamiento de la explotación agrícola, pues si bien la vivienda está vinculada a la explotación, no se justifica su necesidad.


SÉPTIMO.- El presente uso NO SE PUEDE autorizar, conforme al régimen de usos establecido por las Normas Subsidiarias Municipales y por el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


Además, la doctrina y la jurisprudencia han determinado una serie de elementos que nos ayudan a caracterizar este uso secundario (vivienda) por su relación de dependencia y accesoriedad del principal (agrícola), que es el que tiene interés público:

a) La existencia de una relación funcional, instrumental y de accesoriedad entre la vivienda y el destino de la finca: La tierra es el elemento principal y la vivienda estará al servicio de la explotación de la tierra.

b) La vivienda debe ser precisa, o necesaria en la nueva expresión legal, para la gestión ordinaria, sin la cual no sería viable económica y técnicamente la explotación primaria.


En el presente caso la parcela en la que se ubica la vivienda no se destina al uso agrícola, por lo que no existe esa relación de dependencia y la explotación agrícola a la que se vincula se encuentra dispersa por el término municipal de Esguevillas de Esgueva y otros términos municipales colindantes.


Y por otro lado no existe una justificación para la necesidad, bien económica o bien técnica, de la vivienda para el desarrollo de una explotación agrícola. En el presente caso la explotación agraria ya existe sin la necesidad de la vivienda objeto de la presente autorización.

OCTAVO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Esguevillas de Esgueva, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DENEGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para vivienda vinculada a explotación agrícola en la parcela 5034 del polígono18, en el término municipal de Esguevillas de Esgueva, promovida por FERNANDO OZORES HERRERO.

A.2.2.- NAVE CARPINTERIA METALICA.- SAN PEDRO DE LATARCE.- (EXPTE. CTU 38/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 4 de mayo de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 9 de agosto de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 26 de marzo de 2018 y en el periódico Diario de Valladolid de 23 de marzo de 2018, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 30 de abril de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es METALURGICAS PANIAGUA, S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para nave taller de carpintería, que se ubicará en la parcela 2 del polígono 2 de San Pedro de Latarce, con una superficie catastral de 16.488 m².


Se proyecta la construcción de una nave exenta, totalmente diáfana, con una pequeña zona para oficinas y vestuarios, con una superficie total de 1.370 m² útiles y 1.415 m² construidos.


En la parcela existe una construcción tipo nave agrícola, de 585 m² construidos y más de 20 años de antigüedad, del año 1990 según catastro, y por lo tanto anterior a las Normas Urbanísticas Municipales, que no la declararon fuera de ordenación, tal y como indica el certificado municipal.

La superficie total construida sobre la parcela será de 2.000 m².

TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN y SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS por las Normas Urbanísticas Municipales de San Pedro de Latarce, estando la construcción proyectada en SUELO RÚSTICO COMÚN.


La parcela es colindante con la Carretera VP-6004 y con el encauzamiento del arroyo de Castro, estando la construcción fuera de la zona de afección de la carretera y dentro de la zona de policía del arroyo. 


CUARTO.- Según se establece en el artículo 8.2.1.1 de las NUM en Suelo Rústico Común, es uso autorizable entre otros: “y otros usos que puedan considerarse de interés público por estar vinculados a algún servicio público, o que se aprecie la necesidad de su ubicación en suelo rústico, bien por sus especiales requerimientos, bien por su incompatibilidad con los usos urbanos.”

QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el articulo 57.g) 2º de la misma norma: “g) Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 

2º.
Porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.”


SEXTO.- Se regulan en el artículo 8.2.2 de las NUM las condiciones de edificación en suelo rústico:

· Tipología: Edificación aislada.

· Parcela mínima edificable:la catastral.

· Ocupación máxima:
150 m² en vivienda.

2.000 m² ó 0,20 m²/m² en resto de edificaciones.

· Retranqueos minimos a todos los linderos:  6 metros.

· Número máximo de plantas: 2 plantas.

· Altura máxima a cornisa: 7,50 metros.

· Cerramiento de parcela: Serán transparentes con zócalo de 80 cm. de altura máxima y distarán al menos 5 metros del eje de los caminos.


La nave taller de carpintería proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, tal y como indica el informe técnico municipal.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid, de fecha 18 de septiembre de 2018, el cual comprueba que el proyecto no presenta coincidencia geográfica con los elementos del Medio Natural, y concluye que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000. Igualmente se comprueba que no existen afecciones sobre otros aspectos ambientales.

OCTAVO.- Consta en el expediente autorización de la Confederación Hidrográfica del Duero, de fecha 28 de mayo de 2018, para las obras de construcción de una nave taller de carpintería.


NOVENO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el proyecto técnico aportado, que viene determinada en base a:

“1.- Se descarte su colocación en suelo urbano pues se necesita de una gran superficie tanto de trabajo en taller como de movimiento de vehículos….Además de la molestia que causaría a los vecinos por la propia circulación de los vehículos por las calles… y por ruidos.

2.- Por otro lado, no hay planes parciales en desarrollo ni en ejecución que ofrezcan suelo industrial. Tampoco existen polígonos industriales en la localidad.

3.- La parcela elegida se ubica en suelo rústico y las dimensiones y la fácil conexión con la red de carreteras de la misma se ajustan a la actividad para la que se solicita el uso excepcional.

4.- Dada la ampliación proyectada, tanto la localidad, como las limítrofes pueden beneficiarse de los nuevos puestos de trabajo que se puedan genera en la empresa, ya que se espera incrementar la carga de trabajo.”


DÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso: Se realiza desde la antigua VP-6005, actualmente Calle Salida Camino de Villavellid, de titularidad municipal, transferida en agosto de 2010, según documentación aportada.

· Abastecimiento de agua: por conexión a la red municipal en acometida ya existente en la parcela. Se aporta certificado municipal que la nueva instalación proyectada no perjudica la capacidad y funcionalidad de los servicios e infraestructuras existentes.

· Saneamiento: mediante fosa séptica enterrada.

· Suministro de energía eléctrica: a través acometida existente a la red de compañía suministradora.


UNDÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308.1.c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DUODÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, Las Normas Urbanísticas Municipales de San Pedro de Latarce, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para nave taller de carpintería en la parcela 2 del polígono 2, en el término municipal de San Pedro de Latarce, promovida por METALURGICAS PANIAGUA S.L.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. 


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.


Adjunta el técnico del Servicio Territorial de Medio Ambiente el informe correspondiente, quedando el expediente completo.
A.2.3.- NAVE PARA PLANTAS DE FRESA.- ALCAZAREN.- (EXPTE. CTU 31/18).

             Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:
ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente registrado en esta Administración en fecha 20 de abril de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 20 de agosto de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 14 de diciembre de 2016 y en el diario El Norte de Castilla de 13 de julio de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 28 de junio de 2018.


TERCERO.- La Comisión Territorial de Urbanismo otorgó la autorización de uso excepcional de forma provisional en la parcela 80 del polígono 13 de Alcazarén para:

· Construcción de Nave e instalación de Maquinaria para Almacén y Transformación de Patatas, en sesión de 30 de noviembre de 2004.

· Cámara frigorífica para conservación de patata de consumo humano, en sesión de 28 de abril de 2009.


Según certificado municipal, el ayuntamiento de Alcazarén concedió las siguientes licencias:
· Decreto de Alcaldía nº 75, de fecha 20 de septiembre de 2004, para construcción de nave y maquinaria de lavado y clasificación e industrialización de patata para el consumo humano.

· Decreto de Alcaldía nº 60, de fecha 15 de mayo de 2009, para ejecución de cámara frigorífica para la conservación de patata para el consumo humano.

· Decreto de Alcaldía nº 105, de fecha 24 de agosto de 2015, para almacén agrícola ligado a industria hortícola.


CUARTO.- El promotor del expediente es DISCROLLS DE ESPAÑA, S.L.U.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para el cambio de uso de unas naves existentes para manipulado, selección y conservación de plantas y raíces de frambuesa, plantas de fresa y otras berrys, que se ubican en la parcela 80 del polígono 13 de Alcazarén, con una superficie catastral de 32.578 m².


En la parcela actualmente existen 3 naves pertenecientes a una sociedad cooperativa y destinadas a la actividad de lavado, clasificación e industrialización de patata para el consumo humano. Una nave principal, una nave almacén agrícola y una tercera nave en la que se ubican tres cámaras de conservación.


Se plantea el cambio de uso de las 2 primeras naves  para ser destinadas a la actividad de manipulado, selección y conservación de plantas y raíces de frambuesa, plantas de fresa y otras berrys, quedando la tercera nave fuera de esta actividad.


No se realiza ningún tipo de obra ni modificación sobre las instalaciones disponibles y las superficies de las naves son las siguientes:

Nave principal: 
3.837,56 m² útiles
4.208,70 m² construidos

Nave almacén: 
950,32 m² útiles
1.000,00 m² construidos

Nave cámaras: 
   1.458,00 m² útiles
1.537,65 m² construidos
TOTAL:
6.245,88 m² útiles
6.746,35 m² construidos


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO URBANIZABLE NO DELIMITADO y SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS por las Normas Urbanísticas Municipales de Alcazarén, estando las construcciones en SUELO URBANIZABLE NO DELIMITADO.


La parcela es colindante con la vía pecuaria “Cordel de Brazuelas”, con el Monte de Utilidad Pública nº 18 “Pinar y Dehesa de abajo” y con la carretera N-601. Así mismo parte de la parcela y de las construcciones existentes están dentro de la zona de policía del arroyo del Alamar.


CUARTO.- De conformidad con el Art. 19 de la LUCyL:
“2. Hasta que se aprueben las determinaciones completas sobre reparcelación, podrán autorizarse, mediante el procedimiento aplicable a los usos excepcionales en suelo rústico:

a) 
En suelo urbano no consolidado, los usos que no resulten incompatibles con la ordenación detallada, o en su defecto, que no estén prohibidos en la ordenación general del sector.

b)
En suelo urbanizable, los usos permitidos y autorizables en SUELO RÚSTICO COMÚN.

3. Los usos que se autoricen conforme al apartado anterior lo serán con carácter provisional, aplicándose las reglas previstas en la legislación del Estado en cuanto al arrendamiento y al derecho de superficie de los terrenos y de las construcciones provisionales que se levanten en ellos, y además las siguientes:

a)
La eficacia de la autorización, bajo las indicadas condiciones expresamente aceptadas por los solicitantes, quedará supeditada a su constancia en el Registro de la Propiedad.

b)
Si los usos autorizados resultan incompatibles con la ordenación detallada habrán de cesar, con demolición de las obras vinculadas a los mismos y sin derecho a indemnización, disponiendo de plazo hasta la aprobación de las determinaciones completas sobre reparcelación.”


QUINTO.- Según se establece en el artículo 71 de las NUM en Suelo Rústico Común, es un uso autorizable entre otros: “4.) Las construcciones e instalaciones de otros usos que se puedan considerar de interés público al estar vinculados de alguna forma con un servicio público, con las limitaciones del art.67.6, o que deban emplazarse en el medio rural debido a sus específicos requerimientos, o por su incompatibilidad con el medio urbano, previa autorización del uso excepcional de la CTU.”

SEXTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el articulo 57.g) 3º de la misma norma:  “g) Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 3º. Por estar vinculados a la producción agropecuaria.”


SÉPTIMO.- Se regulan en el artículo 67 de las NUM las condiciones generales de edificación en suelo rústico:

· Parcela mínima: Sólo se establece a efectos de segregaciones, no edificatorios.

· Ocupación máxima: 40 % sobre losprimeros 5.000 m² +

15% sobre el resto de superficie hasta 4 Ha +

5% sobre la restante.

· Retranqueos minimos a linderos: 8 metros.

· Altura máxima: 7 metros a la cara inferior de la cornisa, salvo necesidad justificada por la propia actividad.


El cambio de uso proyectado sobre las naves existentes cumple con todos los parámetros urbanísticos.


OCTAVO.- Consta en el expediente informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid, de fecha 5 de junio de 2017, el cual concluye que el cambio de uso no presenta coincidencia geográfica con elementos del Medio Natural y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas sobre la Red Natura 2000.


NOVENO.- Consta el informe favorable de la Demarcación de Carreteras del Estado, de fecha 4 de agosto de 2017, que indica que la zona de las actuaciones proyectadas se encuentran fuera de la zona de afección de la carretera N-601


DÉCIMO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el documento técnico aportado, que viene determinada en base a la vinculación de la actividad con la producción agropecuaria ya que:

“La multiplicación de plantas para la producción de fruta de las diferentes especies de las denominadas frutas del bosque o frutos rojos, se producen en tierras castellano y leonesas, para que posteriormente se trasladen a latitudes más cálidas para que den sus flores y produzcan sus frutos.

Es de resaltar que esta producción alcanza cerca del 95% de todas las plantas de fresas que se producen en el país, situándonos a la cabeza de Europa y como 2º país del mundo productor de planta después de Estados Unidos.

Es por tanto de destacar la importacia de este sector en nuestra región, en donde la superficie dedicada a la producción de plantas de fresa cuenta con 1.500 hectáreas y una producción que supera los 1.000 millones de plantas. Este cultivo se vuelve especialmente estratégico en la comunidad porque supone una mano de obrea de aproximadamente 6.000 jornales, además de representar un volumen de negocio anual de 85 millones de euros.”


UNDÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, ya que las construcciones existentes ya contaban con ellos y que según la documentación presentada son: 

· Acceso:  Se realiza desde el camino de Alcazarén a Matapozuelos.

· Abastecimiento de agua: mediante sondeo.

· Saneamiento: con acometida a la red municipal.

· Suministro de energía eléctrica: a través un centro de transformación.


DUODÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOTERCERO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Alcazarén, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,

LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional para Nave de plantas de fresa en la parcela 80 del polígono 13, en el término municipal de Alcazarén, promovida por DISCROLLS DE ESPAÑA S.L.U., DE FORMA PROVISIONAL al tratarse de un uso excepcional en suelo urbanizable sin ordenación detallada, conforme al procedimiento y condiciones previstos en el artículo 313 del RUCyL.

Cuando se apruebe la ordenación detallada, los usos excepcionales previamente autorizados habrán de cesar, sin indemnización alguna, si resultaran incompatibles con la misma. El cese implica también la demolición de las obras vinculadas a dichos usos. A tal efecto el Ayuntamiento revocará la licencia especificando en la resolución el plazo para el cese, incluidas las demoliciones necesarias, que podrá extenderse hasta la entrada en vigor del Proyecto de Actuación.


La eficacia de la autorización y de la licencia, bajo las indicadas condiciones expresamente aceptadas por los solicitantes, quedará supeditada a su constancia en el Registro de la Propiedad.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que  con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.
          Al finalizar la exposición por la técnico arquitecta, el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales la puntualiza que sería recomendable que se les recuerde a los interesados la justificación del interés público. La respuesta de la técnico fue que en el expediente perfectamente se encuentran justificados tanto la ubicación como el interés público.

A.2.4.- BODEGA PARA LA ELABORACIÓN DE VINO BLANCO.- ALCAZAREN.- (EXPTE. CTU 52/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 28 de junio de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 3 de septiembre de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 7 de mayo de 2018 y en el diario El Mundo-Diario de Valladolid de 10 de marzo de 2018, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 7 de junio de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es VIÑAS MURILLO S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Meido Ambiente, Urbsnismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para bodega para la elaboración de vino blanco, que se ubicará en la parcela 23 del polígono 1 de Alcazarén, con una superficie catastral de 43.036 m².


Se proyecta la construcción de una nave en forma de L para la bodega, distribuida en lagar, sala de depósitos, sala de embotellado, zona de barricas y almacenes; y una zona administrativa adosada en su alzado noroeste. Además cuenta con unas pequeñas edificaciones anexas: cuarto de instalaciones y caseta depuradora, así como una tolva y balsas de depuración.


Las superficies totales son de 2.548,73 m² útiles y 2.814,35 m² construidos, con una ocupación de 3.080,99 m².


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN Y SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS por las Normas Urbanísticas Municipales de Alcazarén, estando las construcciones en SUELO RÚSTICO COMÚN.


La parcela es colindante con la vía pecuaria “Cordel de Brazuelas” y con la carretera N-601, estando las construcciones fuera de la zona de afección de ambas. Así mismo parte de la parcela está dentro de la zona de policía del arroyo del Alamar.


CUARTO.- Según se establece en el artículo 71 de las NUM en Suelo Rústico Común, es un uso autorizable entre otros: “4.) Las construcciones e instalaciones de otros usos que se puedan considerar de interés público al estar vinculados de alguna forma con un servicio público, con las limitaciones del art.67.6, o que deban emplazarse en el medio rural debido a sus específicos requerimientos, o por su incompatibilidad con el medio urbano, previa autorización del uso excepcional de la CTU.”

QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el articulo 57.g) 3º de la misma norma:  “g) Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 3º. Por estar vinculados a la producción agropecuaria.”

SEXTO.- Se regulan en el artículo 67 de las NUM las condiciones generales de edificación en suelo rústico y en el artículo 72 las condiciones específicas para edificaciones e instalaciones de interés social:

· Parcela mínima: Sólo se establece a efectos de segregaciones, no edificatorios.

· Ocupación máxima: 40 % s/primeros 5.000 m² +

15% s/resto de superficie hasta 4 Ha +

5% s/restante.

· Retranqueos minimos a linderos: 8 metros.

· Altura máxima: 7 metros a la cara inferior de la cornisa, salvo necesidad justificada por la propia actividad.


La bodega proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid, de fecha 29 de noviembre de 2017, el cual indica que el proyecto presenta coincidencia geográfica con la vía pecuaría “Cordel de Brazuelas” y concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural, siempre y cuando se cumplan las condiciones expuestas en el mismo.


OCTAVO.- Consta la autorización de la Demarcación de Carreteras del Estado, de fecha 14 de diciembre de 2017, para la colocación de vallado diáfano y plantación de viñedo, ya que las construcciones para lal Bodega se encuentran fuera de la zona de afección de la N-601.


NOVENO.- Consta la autorización de la Confederación Hidrográfica del Duero, de fecha 7 de febrero de 2018, para la construcción de Bodega para la elaboración de vino blanco.


DÉCIMO.- La Comisión considera acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el proyecto técnico aportado, que viene determinada en base a la vinculación de la actividad con la producción agropecuaria y la necesidad de ubicación en suelo rústico, que se debe a:

“-
En la parcela que se quiere ubicar es posible dotarla de los servicios necesarios para el buen funcionamiento de la bodega.

· No existe un entramado industrial donde se pueda desarrollar esta actividad en suelo industrial.

· Se requieren grandes espacios tanto para la elaboraación del producto como para el trasiego de vehículos de mercancias, sin que supongan molestias a zonas residenciales.

· Ubicarse proxima a vías de comunicación (N-601).”


UNDÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que según la documentación presentada: 

· Acceso: Se realiza desde el camino asfaltado que une Alcazarén con la N-601.

· Abastecimiento de agua: mediante acometida a la red municipal.

· Saneamiento: Balsas depuradoras y conexión a la red municipal.

· Suministro de energía eléctrica: a través un centro de transformación.


DUODÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOTERCERO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Alcazarén, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para Bodega para la elaboración de vino blanco en la parcela 23 del polígono 1, en el término municipal de Alcazarén, promovida por VIÑAS MURILLO S.L.

Se recuerda la obligación del promotor de vincular el terreno al uso autorizado y de hacer constar en el Registro de la Propiedad su condición de indivisible, conforme a lo prescrito por el art. 25.3.c) de la Ley de Urbanismo de Castilla y León.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. 


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

3.- Declaraciones de Caducidad 
A.3.1- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN PLAN GENERAL EN EL SUNC-07 Y MODIFICACIÓN DEL ESTUDIO DE DETALLE DEL MISMO SECTOR- TORDESILLAS.- (EXPTE. CTU 85/15).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 23 de julio de 2015, la alcaldesa de TORDESILLAS solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación del Plan General en el Sunc-07 y Modificación del Estudio de Detalle del mismo sector.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 23 de febrero de 2016, fue remitido informe dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación del Plan General en el Sunc-07 y Modificación del Estudio de Detalle del mismo sector del municipio de Tordesillas, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación del Plan General en el Sunc-07 y Modificación del Estudio de Detalle del mismo sector, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 20 de abril de 2018, consulta al Ayuntamiento de TORDESILLAS para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de Modificación del Plan General en el Sunc-07 y Modificación del Estudio de Detalle del mismo sector, anteriormente mencionado, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 

“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente Modificación del Plan General en el Sunc-07 y Modificación del Estudio de Detalle del mismo sector, de Tordesillas.

A.3.2- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES DE FUENSALDAÑA (VARIAS MODIFICACIONES)-.(EXPTE. CTU 47/15).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 7 de mayo de 2015, el alcalde de FUENSALDAÑA solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales (varias), de Fuensaldaña.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 1 de septiembre de 2015, fue remitido informe dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación del Normas Urbanísticas Municipales de Fuensaldaña (Varias Modificaciosnes), del municipio de FUENSALDAÑA, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación del Normas Urbanísticas Municipales de Fuensaldaña, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 19 de abril de 2018, consulta al Ayuntamiento de FUENSALDAÑA para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de Modificación de las Normas Urbanísticas, anteriormente mencionado, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 

“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales de Fuensaldaña (varias modificaciones.

A.3.3- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES (ORDENANZA DE EDIFICACIÓN COMPACTA).-VILLANUEVA DE DUERO -.(EXPTE. CTU 5/15).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 14 de enero de 2015, el alcalde de VILLANUEVA DE DUERO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales (Ordenanza de edificación Compacta.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 30 de marzo de 2015, fue remitido informe dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación del Normas Urbanísticas Municipales de (Ordenanza de Edificación Compacta), del municipio de VILLANUEVA DE DUERO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- El día 24 de junio de 2016 fue registrada en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de castilla y León en Valladolid, documentación relativa a la aprobación definiiva de la Modificación de las Normas precitada. Se apreciaron deficiencias en la documentación aportada y se efectuó requerimiento por este Servicio territorial con fecha 2 de agosto de 2016, ofreciendo un plazo para la subsanación de las mismas para posteriormente, resolver sobre us aprobación, de conformidad con el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admisnitraciones Públicas y del Procedimiento Admisnitrativo Común.


CUARTO.-Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la cumplimentación de los puntos a subsanar sin que se haya recibido la documentación requerida para la aprobación de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales (Ordenanza Edificación Compacta) de VILLANUEVA DE DUERO, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 25 de abril de 2018, consulta al Ayuntamiento de ese municipio para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


QUINTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


SEXTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.
FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 

“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales (Ordenanza Edificación Compacta), de VILLANUEVA DE DUERO.

A.3.4- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES DE CANALEJAS DE PEÑAFIEL (MODIFICACIÓN Nº 2, CAMBIO DE CATEGORÍA EN PARCELAS DE SUELO RÚSTICO)-.(EXPTE. CTU 117/15).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 9 de noviembre de 2015, el alcalde de CANALEJAS DE PEÑAFIEL solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales (Nº 2, cambio de categoría en parcelas de suelo rústico).


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 29 de febrero de 2016, fue remitido informe dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación del Normas Urbanísticas Municipales (Nº 2, cambio de categoía en parcelas de suelo rústico), del municipio de CANALEJAS DE PEÑAFIEL, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Nº 2, cambio de categoría en parcelas de suelo rústico de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 19 de abril de 2018, consulta al Ayuntamiento de CANALEJAS DE PEÑAFIEL para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de Modificación de las Normas Urbanísticas, anteriormente mencionado, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 

“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente Modificación de las Normas Urbanísticas Municipales de CANALEJAS DE PEÑAFIEL (Modificación nº 2, cambio de categoría en parcelas de suelo rústico.)

A.3.5- DECLARACIÓN CADUCIDAD PLAN ESPECIAL DE REGENERACIÓN URBANA.- MONTEMAYOR DE PILILLA.(EXPTE. CTU 123/15).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 3 de diciembre de 2015, el alcalde de MONTEMAYOR DE PILILLA solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo sobre el Plan Especial de Regeración Urbana.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 17 de marzo de 2016, fue remitido informe dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con el Plan Especial de Regeración Urbana de MONTEMAYOR DE PILILLA, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación del Plan especial de Regeración Urbana, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 19 de abril de 2018, consulta al Ayuntamiento de MONTEMAYOR DE PILILLA para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado del Plan Especial, anteriormente mencionado, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 

“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente Plan Especial de Regeración Urbana de MONTEMAYOR DE PILILLA.

A.3.6.- DECLARACION CADUCIDAD PLAN PARCIAL SECTOR 03.- ALAEJOS.- (EXPTE. CTU 36/14).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en sesión celebrada el día 27 de abril de 2016, bajo la presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, entre otros adoptó por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACIÓN DEFINITIVA del Plan Parcial Sector-03 de ALAEJOS, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las deficiencias señaladas en el acuerdo, disponiendo de un plazo de 3 meses para su corrección.


SEGUNDO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la subsanación de las deficiencias advertidas, el Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, efectuó el pasado 25 de abril de 2018, consulta al Ayuntamiento de ALAEJOS para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación del  Plan Parcial Sector-03, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.

TERCERO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no de las Normas Urbanísticas Municipales mencionadas en el párrafo precedente, se procede a declarar la caducidad y archivo del expediente que nos ocupa.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, que establece que: 

“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.
               2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.
              3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.
              4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente Plan Parcial sector-03 de ALAEJOS.

Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo
de:  
“B) MEDIO AMBIENTE”:

1.-EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES E INSTALACIONES SOMETIDAS A EVALUACIÓN AMBIENTAL ORDINARIA Y QUE SE ENCUENTRAN INCLUÍDOS EN EL RÉGIMEN DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL ESTABLECIDO EN EL RÉGIMEN DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL DE CASTILLA Y LEÓN.
B.1.1. EIA-VA-2017-41: EXPLOTACIÓN PORCINA LA FRAILA en TORRESCÁRCELA. Solicitado por EXPLOTACIONES LA FRAILA, S.L.

            El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 2.000 plazas para cerdos de engorde. Por otra parte, el proyecto también deberá contar con la oportuna autorización ambiental, al encontrarse dentro del Anexo I, apartado 9.3 b) del Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de emisiones industriales  y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, Instalaciones destinadas a la cría intensiva de cerdos que dispongan de más de 2.500 plazas de cerdos de cebo de más de 20 kg.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, modificada por ORDEN FYM/460/2018, de 20 de abril, se delegan competencias en materia de evaluación de impacto ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

            El proyecto consiste en la ampliación de una explotación de porcino existente, en la que se va a realizar un aumento de la capacidad productiva. La explotación en la actualidad cuenta con 181 plazas para cerdas de cría y 2.634 plazas para cerdos de cebo. Con el aumento productivo, la explotación contará con: 676 cerdas de cría, 5.356 cerdos de cebo de 20 a 100 kg, 2.240 lechones de 6 a 20 kg y 5 verracos (Total de 863,32 UGM). Para esta ampliación, será necesario el acondicionamiento de las actuales instalaciones que se describen a continuación.

La explotación se localiza en la parcela 5192 del polígono 17 del término municipal de Torrescárcela (Valladolid), con una superficie de 1.181.030 m2. El acceso a la explotación se realiza desde un camino agrícola que comunica con la carretera VP-2012. Los núcleos urbanos de población más cercanos son, Torrescárcela, a 5.471 metros, y Montemayor de Pililla, a 5.562 metros. La granja se localiza a más de 1.000 metros de otras explotaciones porcinas, a más de 1.000 metros de captaciones de agua para el consumo humano, y también a más de 1.000 metros de cauces de aguas superficiales (el arroyo Valcorba se localiza a 1.179 metros).
Las instalaciones con las que contará la explotación después de la ampliación, serán las siguientes: 

· Nave 1, gestación. Superficie de 188,24 m2.

· Nave 2, gestación. Superficie de 497,07 m2.

· Nave 3, cubrición, verracos y almacén. Superficie de 575,92 m2.

· Nave 4, partos y lechoneras. Superficie de 1702,58 m2.

·  Nave 5, cebo. Superficie 1.191 m2.

· Nave 6, cebo. Superficie 734,42 m2.

· Nave 7, cebo. Superficie 768,35 m2.

· Nave 8, partos. Superficie 307,1 m2.

· Nave 9, lechoneras. Superficie 102,81 m2.

· Nave 10, cebo. Superficie 376,9 m2.

· Nave 11, cebo. Superficie 744,66 m2.

· Caseta 1, renovación de reproductoras. Superficie de 136,73 m2.

· Caseta 2, lazareto. Superficie de 1.543,29 m2.

· Edificio para vestuarios y oficinas, con superficie 87,5 m2.

· Dos fosas de purines (dos fosas de hormigón armado hidrofugado de 307, 72 m3 y 168,54 m3 respectivamente). Balsa de almacenamiento de 2.553,68 m3 que se ampliará hasta conseguir un almacenamiento final total  de la explotación de 4.516,24 m3.

· Otras construcciones: vallado perimetral, zona de desinfección de vehículos, abastecimiento de agua potable mediante captación de agua subterránea, suministro eléctrico con transformador eléctrico entroncado a la red eléctrica de media tensión. 

La superficie total ocupada por las naves e instalaciones es de 9.499,98 m2, que se corresponde con un 0,80 % de la superficie total de la parcela.

El proceso productivo consistirá en un funcionamiento con bandas de cubrición de cerdas cada tres semanas, que durará entre 15 y 17 semanas. Posteriormente, los cerdos cebados, son transportados a matadero, comenzando un nuevo ciclo de producción.

La producción anual estimada de purines es de 16.012 m3, siendo la capacidad del estercolero suficiente para acumular el purín producido durante tres meses. Se plantea la valorización de las deyecciones, para lo cual se ha elaborado un plan de gestión de purines para su aplicación en 923,15 ha. de parcelas agrícolas en las provincias de Ávila y Segovia, superficie superior a la mínima necesaria. 

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

            El estudio de impacto ambiental plantea alternativas al proyecto (ubicación, tamaño, materiales, manejo), y analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras; la eficacia de éstas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

            El estudio concluye que el impacto en todos los casos es compatible y su incidencia puede disminuir con las medidas correctoras propuestas.

Por otra parte, se han tenido en cuenta y se adoptarán mejores técnicas disponibles en el sector porcino. 

TRAMITACIÓN ADMINISTRATIVA DEL EXPEDIENTE
Solicitud de inicio del procedimiento.- Con fecha 27 de febrero de 2017, la Dirección General de Calidad y Sostenibilidad Ambiental de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, remite al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, solicitud de inicio del trámite de evaluación de impacto ambiental del proyecto. Con fecha 22 de junio de 2017, la Dirección General de Calidad y Sostenibilidad Ambiental, remite al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, solicitud de informe en el periodo de información pública, en relación al trámite de evaluación de impacto ambiental y de autorización ambiental del proyecto.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 36.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” de 11 de julio de 2017, no habiéndose recibido alegaciones. 

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que remite informe.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Sanidad y Bienestar Social, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de Torrescárcela.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

Los informes emitidos son de carácter favorable, sugiriendo el establecimiento de condiciones y medidas correctoras que se incorporan al condicionado de esta declaración de impacto ambiental, destacando los informes referidos a: 

Afección a Red Natura 2000.-. El proyecto se sitúa fuera de terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000. Consta informe de 4 de mayo de 2018 del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, que concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan los condicionados de dicho informe.

Afección al Patrimonio Cultural.- Consta en el expediente informe de fecha 24 de julio de 2017 remitido desde el Servicio Territorial de Cultura de Valladolid, en el que se recoge que sobre el asunto objeto de evaluación de impacto ambiental, se deberá tener en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León.

Afección sobre actividades ganaderas.- Consta en el expediente informe del Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de Valladolid, remitiendo Resolución de 19 de septiembre de 2017, de la Dirección General de Producción Agropecuaria e Infraestructuras Agrarias, por la que se autoriza el aumento productivo de la explotación.

Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta:
PROPUESTA DE DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas y otras normas vigentes que pudieran impedir o condicionar su realización.

PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE EXPLOTACIÓN PORCINA DE CICLO MIXTO, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE TORRESCÁRCELA, PROMOVIDO POR EXPLOTACIONES LA FRAILA S.L.

1. Actividad evaluada.- La presente declaración se refiere al Proyecto de ampliación de explotación porcina de cebo, en la parcela 5192 del polígono 17, del término municipal de Torrescárcela (Valladolid), realizado en enero de 2017, junto al estudio de impacto ambiental, también fechado en enero de 2017, y demás documentación complementaria contenida en el expediente.
2. Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales.- De acuerdo con el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000, emitido en cumplimiento del Decreto 6/2011, de 10 de febrero, por parte del órgano competente, tras estudiar la ubicación de las actuaciones previstas, no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros proyectos, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella.
3. Medidas protectoras.- Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Adaptación a las Mejores Técnicas Disponibles.- En cumplimiento de lo establecido en la Decisión de Ejecución (UE) 2017/302, de la Comisión de 15 de febrero de 2017, sobre mejoras técnicas disponibles (MTD), el promotor justificará que tanto en el diseño del proyecto, como durante su funcionamiento, la actividad aplica las mejoras técnicas disponibles para este tipo de instalaciones, teniendo en cuenta las características, dimensiones y complejidad de la explotación.
En cualquier caso se aplicarán criterios de ahorro y consumo eficiente del agua y energía, se adoptarán estrategias de alimentación que reduzcan el nitrógeno y fósforo excretado y se pondrán en práctica las mejoras técnicas de gestión de estiércoles y purines, tanto en la fase de almacenamiento como durante la aplicación al terreno.

Si se prevén molestias a las poblaciones cercanas se establecerá un plan de gestión de olores que contemple su eliminación y/o reducción.

b) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los purines que se generen en la explotación. En concreto deberá tenerse en cuenta, respecto a caminos colindantes, la limitación sobre distancias mínimas a vías de comunicación de cualquier orden. Todas las instalaciones se situarán fuera de la zona de policía de cauce público y en especial las destinadas al almacenamiento de residuos ganaderos.
c) Integración paisajística.- Con la finalidad de conseguir una correcta integración de las instalaciones en el entorno rústico en que se ubican y sin perjuicio de lo que establezca el planeamiento urbanístico vigente en el municipio, los colores de los paramentos verticales serán ocres o terrosos. Se deben evitar volúmenes completamente monocromos y, en todo caso, la cubierta nunca puede ser de un color más clara que el de la fachada. Asimismo, no se utilizarán colores discordantes y brillantes. Se evitarán los materiales que desvaloricen el paisaje, por su color, brillo o naturaleza (materiales de desecho, plásticos, paramentos de acero brillante, etc.).
Se realizará la plantación de arbolado a lo largo del perímetro de la explotación, mezclando especies arbóreas y arbustivas, de hoja perenne y caduca, utilizando especies adecuadas a las características climáticas y edafológicas de la zona, que no requieran elevadas necesidades hídricas.

d) Protección del suelo.- Los movimientos de tierras en la fase de obras se harán de forma selectiva, reservando y tratando adecuadamente la tierra vegetal para su aprovechamiento en la adecuación posterior de los terrenos alterados.

e) Prevención de la contaminación.- Las características constructivas de las instalaciones de almacenamiento de residuos ganaderos, así como de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas (canales de drenaje, colectores, conducciones, arquetas, etc.) deberán ser las adecuadas para evitar el riesgo de contaminación de las aguas superficiales y subterráneas, garantizando su total estanqueidad e impermeabilidad, y resistencia a lo largo del tiempo, para evitar así cualquier riesgo de fuga o de pérdidas por infiltración.

La impermeabilidad de los elementos construidos en obra de fábrica o de hormigón deberá reforzarse mediante aditivos que aseguren su eficaz hidrofugado u otras soluciones idóneas. En general, con objeto de prevenir y reducir las emisiones en su conjunto, las instalaciones deberán diseñarse basándose en las mejores técnicas disponibles, establecidas en las guías oficiales a nivel nacional o europeo y deberán mantenerse en buen estado de conservación. 

Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión y mantenimiento de las instalaciones de modo que se garantice su buen estado de conservación, condiciones de seguridad, estanqueidad y capacidad de almacenamiento.

f) Reducción en la generación de residuos.- Para minimizar la producción de purines y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas de alta presión. Todas las zonas de almacenamiento de estiércoles y purines estarán protegidas de la entrada de aguas de escorrentía procedentes de los terrenos circundantes.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.), incluso se estudiará el aprovechamiento de estas aguas para riego, operaciones de limpieza y otras.

Para la desinfección de las instalaciones, se utilizarán productos ecológicos que generen residuos de baja peligrosidad y biodegradables, de tal manera que los residuos arrastrados a la fosa de almacenamiento de purines, durante la limpieza de la nave, no comprometan la utilización de los purines para estercolado de suelos agrícolas. Estos productos desinfectantes estarán autorizados por el organismo competente y su aplicación se realizará con sistema de pulverización de gota fina. Su manejo, utilización y almacenamiento se corresponderá con lo dispuesto en la fichas de seguridad de cada producto, que deberán estar en la explotación, a disposición y conocimiento del personal.

g) Almacenamiento de purines.- La capacidad útil de almacenamiento del purín deberá ser suficiente para su retención durante los periodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y en todo caso no inferior a tres meses de máxima producción. En ningún podrán almacenarse purín fuera de las instalaciones previstas para este fin.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la capacidad ganadera de la granja, las superficies acreditadas y otros datos aportados en la documentación, se estima admisible la capacidad de almacenamiento propuesta de 4.516,24 m3, con independencia del volumen acumulable bajo los emparrillados del interior de las naves y de los márgenes de seguridad necesarios.

La balsa de purines estará impermeabilizada y carecerá de salidas o desagües a cotas inferiores a la de su máximo nivel, salvo que conduzcan a pozos de vaciado u otros compartimentos estancos. Deberá disponer de valla metálica o similar, para impedir el acceso incontrolado de personas y animales y contará con dispositivos adecuados que permitan la salida en caso de caídas accidentales.

Se ubicarán preferentemente alejadas de cauces naturales y caminos públicos y de forma que pueda realizarse su vaciado sin entrada de vehículos al recinto ganadero.

A los efectos de reducir las emisiones a la atmósfera de amoniaco, se limitarán al mínimo imprescindible las operaciones de agitado de los purines y solo en el momento de su extracción.

Los accesos desde el exterior de las instalaciones a las balsas/estercoleros se diseñarán de forma que se eviten los derrames y puedan cargarse las excretas de forma eficaz.

h) Gestión de purines.- El purín producido en la explotación se utilizará como abono orgánico-mineral mediante la aplicación en la superficie propuesta en la documentación según contratos aportados. Cualquier cambio en dicha gestión deberá ser comunicado al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

Para la correcta gestión de los purines, el titular de la explotación deberá tener en cuenta lo establecido en la normativa sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, así como en las Ordenanzas Municipales y demás normativa que resulte de aplicación.

Se preverá la aplicación del purín en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas realizando un balance de los aportes que pueda tener el cultivo por otras vías, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

Se vigilará la correcta carga de los purines en las cubas, impidiendo que se produzcan pérdidas de los mismos sobre el suelo de la propia finca o de las fincas colindantes, adoptando cualquier solución que garantice la consecución de tal fin.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los purines producidos en su explotación, y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno en el marco de lo indicado en las normas sectoriales y el Código de Buenas Prácticas Agrarias.

i) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la actividad ganadera la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el plan de gestión de los residuos ganaderos presentado y con la legislación aplicable, que permita llevar a cabo en todo momento, una correcta gestión de los purines.

En consecuencia, para la distribución y aplicación del purín producido anualmente en la totalidad de la explotación, de acuerdo con las características de los suelos agrícolas de la zona de aplicación, sistema de explotación, rendimientos medios anuales, distribución de cultivos de las explotaciones cedentes y demás condicionantes y datos reflejados en la documentación aportada, se estima admisible la utilización de 129,57 ha.

El promotor acreditará periódicamente que dispone de suficiente superficie agrícola para la aplicación controlada de los purines y que dicha superficie no es utilizada para el mismo fin por otras granjas.

Tanto si se planteara un nuevo sistema de gestión de los residuos ganaderos, como si se produjese alguna variación relativa a la superficie agrícola ligada a la granja por la modificación de las superficies disponibles, de las características de las parcelas o del sistema de explotación, el promotor deberá contar con la aprobación del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

j) Registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas.- Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los residuos ganaderos producidos, o de su traslado a plantas de tratamiento, de acuerdo con lo establecido en la normativa sobre operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León.

El libro de registro estará debidamente cumplimentado y a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

k) Protección de la fauna silvestre.- En la desratización de las instalaciones, con el fin de evitar intoxicaciones sobre la fauna silvestre, se deberán utilizar aquellos métodos y productos que supongan una menor afección para aquélla, buscando, con el principio activo y el método de aplicación, la mayor especificidad posible sobre la especie diana. En tal sentido, la aplicación del producto se realizará en portacebos herméticos rígidos, de modo que no tengan acceso otros animales, o en la entrada de las huras posteriormente tapadas.  

l) Protección de la vegetación.- Existe colindancia del proyecto con el monte de utilidad pública nº117 “Pinar de Aldealbar”, cuyos terrenos no podrán verse afectados directa o indirectamente por el proyecto y el funcionamiento de la actividad. Las modificaciones del suelo y la cubierta vegetal, precisan de autorización de la Consejería competente en materia de montes, tal y como recoge el artículo 73 de la Ley 3/2009, de 6 de abril de Montes de Castilla y León. Por otra parte, si fuese necesaria la corta de arbolado, también sería una actividad sujeta a la Ley 3/2009, de 6 de abril de Montes de Castilla y León. Con carácter general no se efectuará la aplicación de residuos ganaderos en zonas forestales o arbustivas no cultivadas, salvo que se disponga de autorización expresa del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

m) Protección de las aguas.- En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no, cuando así esté regulado o sea previsible que por escorrentía o infiltración pudieran contaminarse tales aguas superficiales o los acuíferos subterráneos; en consecuencia, tampoco se efectuarán vertidos en el perímetro de protección de cauces, humedales y lagunas, canales, pozos y sondeos. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Reglamento de Dominio Público Hidráulico.
No se efectuarán vertidos de purines en tierras no cultivadas o con pendientes superiores al 7%, así como en aquellas zonas prohibidas expresamente por la normativa. Tampoco se verterá a menos de:

▪ 10 metros de las vías de comunicación de la red nacional, regional o local.

▪ 100 metros de depósitos de agua para abastecimiento, cursos naturales de agua y explotaciones porcinas de primer grupo (hasta 120 UGM).

▪ 200 metros de núcleos de población, pozos, manantiales de abastecimiento de agua, zonas de baño y explotaciones porcinas del grupo segundo (hasta 320 UGM) y tercero (hasta 720 UGM).

Se tendrá en cuenta que estas distancias pueden ser más restrictivas en la base tierra que se vea afectada, bien por la legislación aplicable en zonas vulnerables a la contaminación producida por nitratos procedentes de fuentes agrarias o por Ordenanzas Municipales.

n) Protección atmosférica.- Como actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera el promotor deberá velar por la adopción de las Mejoras Técnicas Disponibles, que minimicen las emisiones a la atmósfera, tanto las difusas generadas en las naves y sistemas de almacenamiento de purines/estiércoles, como en las labores de valorización agronómica de las excretas ganaderas, como las canalizaciones procedentes de los sistemas de calefacción y/o ventilación que se mantendrán en estado óptimo de funcionamiento, a través de la inspección frecuente y las oportunas labores de mantenimiento y reparación, todo ello con el fin de limitar las emisiones a la atmósfera y asimismo, reducir el consumo de energía.

o) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación, tales como adición a los purines de productos autorizados, enterrado inmediato de purines en el terreno o puesta en práctica de otras medidas que incluya al efecto el citado Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León o las Ordenanzas Municipales que le sean de aplicación. 
El transporte de estiércoles y purines se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro.

Se respetarán, en cuanto a la aplicación del terreno, los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno. En cuanto a estos extremos se tendrá en cuenta lo establecido al respecto en las Ordenanzas Municipales de aplicación.

p) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme a lo establecido en la normativa sobre residuos y suelos contaminados. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten las cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos, que estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
q) Otros residuos.- Todos los residuos generados durante la ejecución de las obras, deberán ser retirados periódicamente y en el plazo más breve posible, evitándose en todo momento la acumulación incontrolada de los mismos en la zona objeto del proyecto o sus inmediaciones. Se gestionarán mediante su entrega a gestor autorizado, conforme a la legislación vigente en materia de residuos.
En la fase de funcionamiento se establecerá un sistema de recogida selectiva para todos los residuos generados en la explotación. No se podrá almacenar residuos en la explotación si no es en contenedores dispuestos para tal fin.

r) Contaminación acústica.- En ningún caso, el nivel sonoro de la actividad podrá superar los límites establecidos en la normativa de aplicación sobre ruidos.
s) Uso eficiente de la energía. Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. Las luminarias del exterior de las edificaciones estarán dotadas de pantallas que limiten la dispersión de la luz e impidan las emisiones luminosas directas por encima de la horizontal.
Por otro lado, en la medida de lo posible, se utilizarán sistemas de ventilación natural.

En caso de que las naves deban mantener unas condiciones controladas de temperatura, se aplicarán los aislamientos oportunos para evitar pérdidas de calor o la necesidad de aplicar sistemas de refrigeración.

t) Eliminación de cadáveres.- Dado que no está permitido su enterramiento, deberá recurrirse a la utilización de sistemas autorizados que cumplan lo regulado en la legislación europea y nacional, que establece las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados a consumo humano.
Los contenedores de cadáveres, que deberán estar homologados, permanecerán en la granja hasta su retirada por gestor autorizado en un espacio específicamente habilitado al efecto, con acceso directo pero controlado desde el exterior del recinto ganadero.

Durante el funcionamiento de la explotación se deberá poner especial cuidado en la gestión de los cadáveres para que no supongan un foco de atracción de aves silvestres y evitar posibles colisiones con líneas eléctricas aéreas de la zona. En ese caso, sería recomendable ubicar el contenedor de cadáveres en la zona más alejada posible de tendidos eléctricos.

u) Prevención de incendios.- Para la ejecución de las obras y trabajos contenidos en el proyecto, y el uso de las instalaciones, deberá cumplirse las condiciones prescritas en la Orden FYM vigente por la que se fija la época de peligro alto de incendios forestales en la Comunidad Autónoma de Castilla y León y se establecen las normas sobre el fuego y se fijan medidas preventivas para la lucha contra los incendios forestales.
v) Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, el titular de la explotación deberá presentar una comunicación previa o de forma definitiva o temporal de la actividad ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, en los plazos que se determinen en la autorización ambiental.
Con la comunicación se presentará un plan de actuación, en el que se indicará la forma de evacuación y gestión de los estiércoles, de los residuos existentes en la explotación y en su caso de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos.

w) Afecciones medioambientales.- Cualquier incidente o accidente que se produzca durante la ejecución y posterior desarrollo del proyecto con posible incidencia medioambiental, deberá comunicarse inmediatamente al órgano sustantivo y al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
4. Programa de vigilancia ambiental.- Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que recoja las medidas protectoras incluidas en esta declaración.

El promotor presentará, ante el órgano sustantivo, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental. Este informe recogerá y recopilará los resultados de todos los controles establecidos, así como el análisis de la ejecución y eficacia de las medidas preventivas y correctoras establecidas. Si del resultado de dichos controles se detectaran desviaciones, incumplimientos o nuevas afecciones medioambientales, el órgano sustantivo lo pondrá en conocimiento del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

5. Comunicación de inicio de la actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7. Modificaciones.- Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta misma declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras y/o correctoras de esta declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

8. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

9.  Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.
10. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

                El representante de las organizaciones no gubernamentales al concluir la exposición plantea al técnico de medio ambiente si se cumplen las distancias al núcleo de población y si el terreno se encuentra en zona vulnerable. El técnico responde que no afecta a ninguna de las cuestiones planteadas.

                 Pese a lo respondido, el representante de Ecologistas en Acción, se abstiene en la votación de la presente propuesta de declaración de impacto ambiental, aprobándose por mayoría.
2.- EXPEDIENTE DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO I DE LA LEY21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE,  DE EVALUACIÓN AMBIENTAL Y QUE SE ENCUENTRAN DELEGADOS POR ORDEN FYM/460/2018, DE 20 DE ABRIL.
B.2.1. EIA-VA-2018-12: PROYECTO DE EXTRACCIÓN DE PIEDRA CALIZA “CHACHO 3” en CAMPASPERO. Solicitado por D. LUIS ENRIQUE GARCÍA GARCÍA.

La Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

No obstante, la competencia para formular la preceptiva declaración de impacto ambiental, corresponde por delegación al titular de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León, y se considerará dictada por el órgano delegante, de acuerdo con lo dispuesto en la Orden FYM/991/2016, de 17 de noviembre, modificada por la Orden FYM/460/2018, de 20 de abril, por la que se delegan competencias en materia de evaluación de impacto ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, al tratarse de un proyecto comprendido en el punto primero, apartado a) de la mencionada Orden, que no cumple ninguna de las excepciones contempladas en dicho apartado.

            El artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos incluidos en el Anexo I. Por otra parte, el artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental. 
El proyecto de referencia se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, al estar incluido en Anexo I, Grupo 2, letra a) apartado 5º “Explotaciones visibles desde autopistas, autovías, carreteras nacionales y comarcales, espacios naturales protegidos, núcleos urbanos superiores a 1.000 habitantes o situadas a distancias inferiores a 2 km de tales núcleos”; y en el apartado 7º "Extracciones que, aun no cumpliendo ninguna de las condiciones anteriores, se sitúen a menos de 5 km de los límites del área que se prevea afectar por el laboreo y las instalaciones anexas de cualquier explotación o concesión minera a cielo abierta existente" de la citada Ley.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

     
El proyecto evaluado plantea la explotación de bloques de piedra caliza en una superficie total de 2,3709 ha., y una superficie útil de 2,1105 ha. resultante de descontar las franjas de protección que plantea el proyecto. La explotación tendrá lugar en las siguientes parcelas, todas ellas del polígono 4 del término municipal de Campaspero: 3.111, 3.125, 3.126 y 3.127. Se trata de parcelas de uso agrícola. La futura explotación se sitúa al sur de dicha localidad, a una distancia aproximada de 1,7 km. 

     
El acceso a la zona de explotación se realiza desde caminos de concentración parcelaria que parten de la carretera VP-2001, y de la vía pecuaria “Vereda de los Corrales Redondos”.

     
Las labores de preparación consisten en el desmonte o descubierta de la capa vegetal superior, de aproximadamente 40 cm. de profundidad, y de los estériles superficiales, cuya potencia media se estima en dos metros, y que serán acopiados para su posterior uso en la restauración. Desde una profundidad de 2.4 metros, hasta los 4.2 metros, se esperan localizar los bloques de caliza de 1.8 metros de altura, objeto de aprovechamiento. El método de explotación será a cielo abierto, mediante la apertura del foso y desarrollo lateral, con bancos descendentes de desmonte selectivo, y banco de beneficio. Según los datos hidrogeológicos que contiene el proyecto, la extracción se mantendrá  por encima del nivel freático, puesto que las aguas subterráneas explotadas en la zona, se localizan entre 18 y 22 metros.

     
La cubicación del material aprovechable es de 11.397 m3 que equivalen a 25.073 toneladas. El tiempo de duración de la explotación en principio se considera indefinido hasta agotar la extracción, aunque según los datos actuales de demanda del mercado, la vida útil de la explotación se estima en 9,5 años.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

    
 El estudio de impacto ambiental, de febrero de 2018, realiza una caracterización y una valoración de los impactos en relación con las acciones generadoras y los factores del medio afectados. Se estudian dos alternativas de proyecto, aparte de la alternativa cero o de no realización del proyecto. Con el fin de minimizar los efectos ambientales negativos propone una serie de medidas protectoras y correctoras, tales como retirada selectiva del suelo, riego periódico de la zona y el mantenimiento preventivo de la maquinaria. El estudio incorpora un programa de vigilancia ambiental que contempla la realización de controles periódicos por parte de la dirección facultativa de la explotación que permita conocer la evolución y desarrollo del proyecto.

PLAN DE RESTAURACIÓN


La explotación se iniciará en la parcela 3111 del polígono 4, e irá avanzando según los planos del proyecto. Con los materiales sobrantes extraídos (tierra vegetal y la capa arcillosa previa a la zona de calizas) que se van depositando en cordones de altura máxima 1.5 metros, se procederá a la restauración gradual de los terrenos, que se iniciará cuando exista una superficie de 0.5 ha extraídas y sin restaurar. La actuación de restauración pretendida obtendrá finalmente parcelas para el uso agrícola y con taludes de una relación 1V/6H.

TRAMITACIÓN Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE


Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 19 de febrero de 2018, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por el Servicio Territorial de Economía de Valladolid, solicitud de inicio de la tramitación de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 39.3 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.


Información pública. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 36.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el estudio de impacto ambiental fue sometido por el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, conjuntamente con el proyecto de explotación y plan de restauración, al correspondiente trámite de información pública. El anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León nº 170, de 5 de septiembre de 2017, no habiéndose presentado alegaciones durante dicho periodo.


Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. De acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, han sido consultadas las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Unidad de Ordenación y Mejora y técnico de evaluación de impacto ambiental del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que informa sobre las condiciones que el desarrollo del proyecto deberá cumplir.
· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de Valladolid, que informa que no se encuentra afectado por la realización del proyecto.

· Confederación Hidrográfica del Duero, emite informe con condiciones.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe con condiciones.

· Ayuntamiento de Campaspero, que no informa el proyecto.


Los informes emitidos son favorables con condiciones que sugieren el establecimiento de medidas protectoras que se incorporan al condicionado de esta declaración de impacto ambiental. 

Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), emitido el 14 de marzo de 2018 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid en cuanto a las afecciones que puede generar el proyecto sobre el medio natural, comprobándose que no existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella, siempre y cuando se cumplan las condiciones del informe que forman parte de la presente declaración de impacto ambiental. 


Afecciones a las aguas subterráneas. La Confederación Hidrográfica del Duero, informó sobre la necesidad de contar con una red de control piezométrico con la que evaluar posibles afecciones a las aguas subterráneas, así como el control periódico de dicha red.


Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  
PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL 

     Se determina, a los solos efectos ambientales, informar FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referido, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración, y sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística vigente u otras normas que pudieran impedir o condicionar su realización.

1. Proyecto evaluado: la presente declaración se refiere al proyecto de aprovechamiento de recursos de la Sección A) calizas, denominado “Chacho 3” nº 496, en el término municipal de Campaspero (Valladolid), que incluye su estudio de impacto ambiental y plan de restauración, de febrero de 2018, promovido por D. Luis Enrique García García.

2. Zona afectada. La superficie de afección al proyecto denominado “Chacho 3” se corresponde con la reflejada en el plano 5 del estudio de impacto ambiental, cuya superficie bruta es de 23.709 m2.

3. Autorizaciones: la presente declaración de impacto ambiental no exime al promotor de la exigencia de obtención de las autorizaciones que resulten pertinentes, y del cumplimiento de las condiciones establecidas en las mismas por los distintos organismos o entidades competentes, en materia de aguas, carreteras, caminos vecinales, urbanismo, patrimonio arqueológico y etnológico y cualquier otra que resulte procedente por resultar afectada por la ejecución de las obras proyectadas, como por ejemplo la autorización de uso excepcional en suelo rústico.

4. Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. De acuerdo con el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000, emitido en cumplimiento del Decreto 6/2011, de 10 de febrero, por parte del órgano competente, tras estudiar la ubicación de las actuaciones previstas se comprueba que no existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros proyectos, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000, siempre y cuando se cumplan las condiciones establecidas en la presente declaración de impacto ambiental. 

5. Medidas protectoras: las medidas preventivas, correctoras y/o adicionales, a efectos ambientales, a las que queda sujeta la ejecución y posterior fase de funcionamiento, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental, siempre que no contradigan a las que se exponen a continuación:

a) Señalización: como medida de precaución para evitar posibles accidentes a las personas, sus bienes o a la fauna, y para evitar el vertido de escombros y otros residuos por parte de personas ajenas a la explotación, se señalizará el perímetro en explotación de la misma.

b) Franjas de protección: con el fin de garantizar la estabilidad de caminos y parcelas colindantes, se deberá dejar sin explotar una franja de terreno en todos los linderos de al menos 3 metros respecto a caminos, vías pecuarias, y a parcelas.

c) Protección de infraestructuras: el acceso a la explotación se realizará a través de caminos existentes, que deberán mantenerse en perfectas condiciones de uso, evitando su deterioro, así como las ocupaciones que dificulten el tránsito o la funcionalidad de los mismos. Todos los caminos deberán presentar al final de la explotación un estado de conservación no inferior al especificado para la fase previa.


Con el fin de evitar la incorporación de materiales por los vehículos a la carretera, el promotor pondrá en práctica las medidas oportunas para evitar este extremo, tales como plataformas de lavado de ruedas y bajos de vehículos con recogida de aguas y material arrastrado.


Se deberá garantizar en todo momento la continuidad del trazado de la vía pecuaria “Vereda de los Corrales Redondos” y del posible tránsito ganadero, ya que la citada vía pecuaria es utilizada como camino de acceso a la explotación.


El acceso desde la carretera VP-2001, y debido al incremento en el tránsito de vehículos,  deberá ser reforzado siguiendo las prescripciones técnicas del Servicio Técnico de Obras de la Diputación de Valladolid.

d) Protección del suelo: los suelos, conforme vaya avanzando la explotación, deberán retirarse de forma selectiva reservando la capa de tierra vegetal para su acopio y posterior utilización en la restauración. Los acopios de tierra vegetal y material estéril se realizarán en cordones de reducida altura, no superior a 1,5 metros, para evitar la compactación, situándose en zonas llanas de escasa pendiente para impedir el arrastre por escorrentía de los finos y sustancias nutrientes. La tierra vegetal deberá emplearse lo antes posible en las labores de restauración, protegiéndola en cualquier caso de su degradación o pérdida por erosión, mediante siembra y abonado.

e) Maquinaria: la maquinaria presente en la explotación estará sometida a un correcto mantenimiento preventivo, conforme a las instrucciones del fabricante y normativa vigente, con el fin de minimizar la contaminación atmosférica producida por una deficiente combustión en los motores, evitar una excesiva producción de ruidos por mal funcionamiento de los equipos o parte de ellos y evitar vertidos contaminantes producidos por roturas o averías. Deberá cumplirse la normativa en vigor, entre otros, el Real Decreto 212/2002, de 22 de febrero, que regula las emisiones sonoras en el entorno debidas a la utilización de determinadas máquinas al aire libre.

f)  Protección de la atmósfera: para evitar la producción de polvo, se efectuarán riegos periódicos tanto en los caminos de acceso como en las pistas utilizadas en la propia explotación, siempre que las condiciones climatológicas y circunstancias del trabajo lo aconsejen, además de cualquier otra medida adecuada a tal fin. Se limitará la velocidad de circulación de la maquinaria y vehículos dentro de la explotación, a un máximo de 20 km/h.

g)   Contaminación acústica: se atenderá a lo dispuesto en la legislación vigente, cumpliéndose lo establecido en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, por causas derivadas del funcionamiento o desmantelamiento de la actividad.

h)
Protección de las aguas: en ningún momento se podrán realizar extracciones que afecten directamente al nivel freático, tomando como tal el más elevado entre las oscilaciones anuales del acuífero. La cota final de los terrenos deberá situarse al menos 1 m por encima de dicho nivel freático.


Las aguas de escorrentía deberán manejarse mediante zanjas y balsas que eviten el arrastre de partículas sólidas procedentes de la explotación.

Se estima necesario, previo al comienzo de las labores de extracción, el establecimiento del nivel piezométrico más próximo a la superficie con el objeto de establecer la profundidad máxima de extracción que garantice el margen de seguridad con el nivel de las aguas subterráneas. 

Para el control de las aguas subterráneas en la explotación se establecerán los dos puntos de control piezométrico recogidos en la documentación anexa al estudio de impacto ambiental: sondeo existente en la parcela 3111 del polígono 4 del municipio de Campaspero, y el piezómetro existente catalogado por el IGME, referencia de la Base de Datos de Aguas 1716-4-0006, y el piezómetro de la explotación minera anexa denominada “Consuelo III”.

Se deberá remitir a este Organismo de cuenca informe de las características generales de los puntos de control seleccionados incluyendo al menos, diámetro, profundidad, coordenadas UTM y cota topográfica, así como la periodicidad de los controles a llevar en los mismos, que como mínimo será mensual.

i) Gestión de residuos: Se controlará de modo especial la gestión de aceites y residuos de maquinaria, evitando su manejo incontrolado y la posibilidad de contaminación directa o inducida. No podrán acopiarse aceites, grasas o residuos, ni efectuarse operaciones de repuesto o sustitución en la maquinaria y vehículos dentro de la propia explotación o en sus anejos, salvo que se disponga de los medios adecuados o de las instalaciones autorizadas y destinadas a tal fin, que permitan evitar los vertidos y garantizar una adecuada protección de los terrenos y de los recursos hídricos.

Todos los residuos peligrosos se entregarán a gestor autorizado. En caso de vertido   accidental, se deberán realizar operaciones de descontaminación, limpieza y recuperación de los suelos afectados.

j) Remodelación topográfica y restauración vegetal: la remodelación y restauración de los terrenos alterados por la extracción deberá efectuarse de manera gradual, a medida que avance el frente de extracción y lo permitan los trabajos de explotación. En todo caso, no deberán superarse las 0,5 ha. de superficie máxima explotada sin restaurar.

 La restauración topográfica del hueco de extracción será total, recuperándose la morfología llana inicial. De acuerdo con lo que figura al respecto en el plan de restauración, en el relleno de hueco sólo se utilizará material no aprovechable de la explotación. Previamente a la extensión de la tierra vegetal por los taludes (en la proporción 1V:6H) y la plataforma, se procederá a la descompactación del terreno y al perfilado y explanación de las áreas afectadas, de forma que resulte una superficie apta para su acondicionamiento posterior y para la recuperación final de la zona.

La parcela, una vez restaurada, deberá quedar debidamente explanada, sin montículos ni hondonadas que pudieran dar lugar a encharcamientos o a condiciones inadecuadas para el uso previsto de los terrenos.

k) Finalización: Al término de la explotación deberán desmantelarse por completo las instalaciones que no sean utilizadas, vallas, casetas, etc., y retirarse los materiales sobrantes, garantizándose la integración para el uso previsto. 

l) 
Cese de la actividad: Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o definitiva, el promotor establecerá un plan de actuación que será presentado ante la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, para su aprobación. 

De acuerdo con lo establecido al respecto en el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, en el caso de cese de las labores por parte de la entidad explotadora ya sea por agotamiento del recurso, renuncia del título minero o cualquier otra causa, la autoridad minera competente no aceptará la renuncia ni autorizará la caducidad del título o el cese del laboreo en tanto no se haya procedido a ejecutar el plan de restauración que corresponda.

6
Modificaciones: Toda modificación significativa sobre las características del proyecto, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta declaración.

Las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental.

7
Protección del Patrimonio Cultural y Arqueológico: En cumplimiento del artículo 60 de la Ley 12/2002 de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el transcurso de las obras aparecieran en el subsuelo restos históricos, arqueológicos o paleontológicos se paralizarán las obras en la zona afectada procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan.

8
Programa de Vigilancia Ambiental: Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación. Deberá presentarse anualmente, un informe del desarrollo del programa de vigilancia ambiental acerca del grado de cumplimiento y eficacia de las medidas protectoras incluidas en esta declaración. Este programa se presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9
Fianzas y garantías: con independencia de cualquier otro tipo de fianza o garantía que esté recogida en la legislación vigente, se exigirá garantía suficiente, mediante la constitución de un depósito o aval con carácter solidario e incondicionado, para el cumplimiento de las medidas correctoras y garantizar la restauración final de los terrenos afectados, de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras, para el cumplimiento de las medidas protectoras y la restauración de los terrenos afectados, y en la Instrucción, de 16 de junio de 2011, de la Dirección General de Energía y Minas, relativa a los avales de restauración de explotaciones mineras.

10
Seguimiento y Vigilancia: el seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto sin perjuicio de la alta inspección que se atribuye a la Consejería de Fomento y Medio Ambiente como órgano ambiental, quien podrá recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

11
Comunicación de inicio de obras: en cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

12
Vigencia de la declaración de impacto ambiental: conforme se indica en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos si la ejecución del proyecto no comienza en el plazo de cuatro años desde su publicación en el "Boletín Oficial de Castilla y León".

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano ambiental podrá resolver, a solicitud del promotor, que dicha declaración siga vigente por dos años adicionales, si no se hubieran producido cambios sustanciales en los elementos esenciales que sirvieron de base para realizar la evaluación de impacto ambiental.

13
Publicidad del documento autorizado: conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al "Boletín Oficial de Castilla y León", en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.


Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del Boletín Oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.
3.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO II DE LA LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.
B.3.1. EIA-VA-2018-26: PROYECTO DE ALUMBRAMIENTO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en VILLAFRECHOS. Solicitado por Dª BEATRIZ ESPESO GONZÁLEZ.

           La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 3, apartado a) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 

     
  El proyecto consiste en la instalación de un sondeo para la captación de aguas subterráneas, con destino al riego de varias parcelas agrícolas. El nuevo sondeo será una sustitución del actual con el que ya se riegan las parcelas con cultivos herbáceos, y que presenta problemas para abastecer el agua necesaria. Las parcelas objeto de riego son las siguientes: 31, 32 y 33 del polígono 7 del término municipal de Villafrechós. La superficie total que se regará es de 17,4459 ha. El volumen anual que se requiere para el riego es de 104.675 m3. 


 El sondeo se realizará dentro de una de las parcelas destinadas a riego (parcela 33 del polígono 7). La profundidad proyectada para el sondeo es de 200 metros, con un diámetro de perforación de 500 mm. También se proyecta la instalación temporal de una balsa de retención de los lodos originados en la perforación de 50 m3 de volumen. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. Para la elevación del agua, se dispondrá de un grupo motobomba sumergible de 75 CV de potencia, alimentado por un grupo electrógeno.


El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.


De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de Villafrechós.

· Confederación Hidrográfica del Duero. 

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, informa el proyecto.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:
1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización del sondeo es de pocos metros cuadrados. La superficie de tierras de cultivo que se pretende regar ya tiene en la actualidad la consideración de cultivos de regadío.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de Villafrechós, y en el momento actual, no se tiene conocimiento de otros proyectos impliquen nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos. Se estima que debido a sus características y dimensiones, no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud con el anterior proyecto, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

El principal uso del suelo de las parcelas que se pretenden regar en la actualidad es el cultivo agrícola de regadío. 

En la propia parcela objeto de proyecto, no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000. Como elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento, no existen terrenos de monte, tanto privados como gestionados por la Junta de Castilla y León. Se localizan terrenos de una vía pecuaria (Colada de Morales de Campos), si bien con las condiciones que contiene el presente informe de impacto ambiental, se prevé que no existan afecciones a dichas figuras. 

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, a priori no se han detectado interferencias con suelo protegidos arqueológicamente.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

           Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto del sondeo, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de febrero del año 2018, y en lo que no contradigan a las mismas: 
a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero, en caso de ser necesario, la modificación de la actual concesión de aguas subterráneas para el uso previsto. El antiguo sondeo deberá ser sellado para evitar accidentes.

b) Si se viesen afectados los  terrenos de la  vía pecuaria “Colada de Morales de Campos”, deberá tramitarse la oportuna previa autorización ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Se tendrá especial cuidado en no alterar el trazado de dicha vía pecuaria.

c) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

d) Protección del Patrimonio Cultural: conforme al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

e) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

f) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

B.3.2. EIA-VA-2018-28: PROYECTO DE ALUMBRAMIENTO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en CUBILLAS DE SANTA MARTA. Solicitado por COBB ESPAÑOLA, S.A.

           La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
          El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 3, apartado a) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 

     
  El proyecto consiste en la instalación de un sondeo para la captación de aguas subterráneas, con destino al suministro de agua a una granja avícola localizada en la misma parcela en la que se pretende ejecutar sondeo. El volumen anual que se requiere para  es de 1.437,97 m3. 


El sondeo se realizará en la parcela 34 del polígono 2. La profundidad proyectada para el sondeo es de 160 metros, con un diámetro de perforación de 500 mm. También se proyecta la instalación temporal de una balsa de retención de los lodos originados en la perforación de 40 m3 de volumen. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. Para la elevación del agua, se dispondrá de un grupo motobomba sumergible de 4 CV de potencia, alimentado por un grupo electrógeno.


El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.


De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de Cubillas de Santa Marta, informa el proyecto.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, informa el proyecto.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, que emite informe.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

         La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización del sondeo es de pocos metros cuadrados. El destino del agua es el suministro a una granja avícola existente, por lo que no habrá transformaciones de secano a regadío que deban ser evaluadas.

          El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de Cubillas de Santa Marta, y en el momento actual, no se tiene conocimiento de otros proyectos impliquen nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos, o bien otros usos como el que se pretende. Se estima que debido a sus características y dimensiones, no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud con el anterior proyecto, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones.

          En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

           Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

            El principal uso del suelo de las parcelas que se pretenden regar en la actualidad es el ganadero, uso que no va a ser modificado. 

            En la propia parcela objeto de proyecto, no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000. Como elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento, no existen terrenos de monte, tanto privados como gestionados por la Junta de Castilla y León. Tampoco se localizan terrenos de vías pecuarias, u otros elementos relevantes sobre los que deban imponerse condiciones especiales.

           Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

           Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, a priori no se han detectado interferencias con suelo protegidos arqueológicamente.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

           Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto del sondeo, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

            Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de febrero del año 2018, y en lo que no contradigan a las mismas:  


a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero la concesión de aguas subterráneas para el uso previsto. 

b) Protección del Patrimonio Cultural: conforme al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

c) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

d) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.
4.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES E INSTALACIONES SOMETIDAS A EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL ORDINARIA Y QUE SE ENCUENTRAN INCLUIDOS EN EL RÉGIMEN DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL ESTABLECIDO EN EL TEXTP REFUNDIDO DE LA LEY DE PREVENCIÓN AMBIENTAL.
B.4.1. EIA-VA-012-18MSVA: MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DE EXPLOTACIÓN AVÍCOLA DE PUESTA: HASTA 182.506 PLAZAS, UBICADA EN LAS PARCELAS  33 DEL POLÍGONO 14, DEL TÉRMINO MUNICIPAL DE OLMEDO Y 21 DEL POLÍGONO 5 DEL TÉRMINO MUNICIPAL DE LA ZARZA, AMBOS DE LA PROVINCIA DE VALLADOLID, PROMOVIDA POR MARCOPOLO COMERCIO, S.L.

            El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 40.000 plazas de gallinas.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, modificada por ORDEN FYM/460/2018, de 20 de abril, se delegan competencias en materia de Evaluación de Impacto Ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

            La autorización ambiental con que cuenta la explotación es para 100.000 gallinas, según Resolución de 5 de agosto de 2015 de la Delegación Territorial de Valladolid.  

Durante la ejecución del proyecto se ha pasado del diseño previsto de 2 naves a una única y por ajustes en su capacidad y por la superficie efectiva de los parques de campeo, la explotación actual (núcleo 1) tiene una ocupación máxima inscrita en el REGA de 74.021 gallinas.

En cuanto al objeto de esta modificación sustancial, el núcleo 2, localizado en Olmedo contará con una capacidad de 65.775 gallinas y el núcleo 3 localizado en La Zarza con 42.710 gallinas. 

La actividad que se va a desarrollar es la producción de huevos procedentes de gallinas ponedoras en régimen de explotación “camperas”.

El núcleo 2 contará con una nave aviario con superficie construida de 5.547 m2 y 5.449 m2 útiles (similar a la nave del núcleo 1), de los que 3.272 m2 se corresponden con la nave aviario y 1.585 m2 con dos jardines de invierno cubiertos y 592 m2 con el estercolero, de capacidad 1.601 m3.

El núcleo 3 contará con una nave aviario con superficie construida de 3.537 m2 y 3.478 m2 útiles, de los que 2.341 m2  se corresponden con la nave aviario y 1.137 m2 con los dos jardines de invierno cubiertos.

Para dar servicio a cada uno de los nuevos núcleos se proyectan dos nuevos centros colectores de huevos. Cada uno de los centros, de similares  características al del núcleo 1, contará con superficie construida de 350 m2 y 321 m2 útiles. 


Interiormente, los núcleos 2 y 3 contarán con una delimitación de los parques, con valla de 1m de alto. En esta zona de campeo se instalarán 4 refugios por ha para que las gallinas puedan recogerse momentáneamente.

Ambos núcleos se sitúan en Suelo Rústico Común.

Instalaciones auxiliares: vallado perimetral, silos de piensos, cintas de extracción de gallinaza, sondeo, pasos en zonas de campeo, silos, sistemas de desinfección y centro de transformación de energía eléctrica.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

            El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras. La eficacia de las medidas correctoras propuestas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.-  Con fecha 26 de marzo de 2018 tiene entrada en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental y modificación de la autorización ambiental, adjuntando proyecto básico de la modificación sustancial de explotación avícola de puesta: hasta 182.506 plazas y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 del texto refundido de la Ley de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de modificación de la autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 87, de 8 de mayo de 2018, no habiéndose recibido alegaciones. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se remitió a los Ayuntamientos de Olmedo y La Zarza, ambos de la provincia de Valladolid para su exposición en el tablón de anuncios de los Ayuntamientos durante un plazo de 30 días.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero, que remite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.
· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid.

· Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín, que emite informe.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA, que realiza alegaciones.

En las alegaciones se indica que: “Según el programa SIGPAC de la Junta de Castilla y León la distancia desde la explotación Núcleo 1 y Núcleo 3 hasta el área residencial edificada más cercana de La Zarza es de 1.650 metros.

Según la última modificación de la normativa, a la que esta asociación no está de acuerdo, dichas instalaciones deberán estar a una distancia mínima de 500 metros del casco urbano o área residencial edificada.

… la distancia que tendría que exigirse es la recogida en el RAMINP, de 2.000 metros".

El promotor indica que: “… considera que en todo caso se sigue cumpliendo con las distancias mínimas reglamentarias, a pesar de que Facua no esté de acuerdo con ellas.

El Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas no tiene vigencia en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León según dispone la disposición derogatoria única de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental, en la redacción dada por la disposición final octava de la Ley 10/2009, de 17 de diciembre, de Medidas Financieras.”

Afección a Red Natura 2000.- No existe coincidencia geográfica del proyecto con Espacios Naturales Protegidos, ni espacios Red Natura 2000.

Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe del Servicio Territorial de Cultura de Valladolid, remitido el 6 de julio de 2018, en el que se indica que el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León señala que, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

 De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, modificado por Decreto 32/2014, de 24 de julio, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar
FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere a la modificación sustancial de explotación avícola de puesta: hasta 182.506 plazas ubicada en las parcelas  33 del polígono 14, del término municipal de Olmedo y la parcela 21 del polígono 5 del término municipal de La Zarza, ambos de la provincia de Valladolid, su estudio de impacto ambiental, de marzo de 2018, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-
Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los estiércoles que se generen en la explotación.
b) Gestión de estiércoles.- El estiércol producido en la explotación se utilizará como abono orgánico mediante su aplicación acorde con el plan de gestión de gallinaza remitido.
El titular de la explotación, para la gestión correcta de la gallinaza, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación de la gallinaza en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de la gallinaza producida y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e incorporación al terreno.

c) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación o actividad ganadera la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el citado Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo en todo momento una correcta gestión de la gallinaza. En consecuencia, para la distribución y aplicación de la gallinaza producida anualmente tras la modificación sustancial de la explotación se debe contar con una superficie mínima de 272,30 ha. 

d) Libro de registro.- Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de la gallinaza producida, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con gallinaza en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

e) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de gallinaza y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas eficientes.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

f) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de las soleras de las naves y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
g) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de gallinaza se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

h) Protección de las aguas.- En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

i) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.

j) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

La explotación contará con una zona específica interior para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

k) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
l) Eliminación de cadáveres.- En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

m) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
n) Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

ñ)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión de la gallinaza, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4 Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5 Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto.

6 Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7 Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta Declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

8 Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9 Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

10 Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.
11 Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.
Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.  

           En este asunto, el vocal de las organizaciones no gubernamentales, vota en contra, al ir su asociación con FACUA, aprobándose por mayoría la propuesta de declaración de impacto ambiental de la modificación sustancial de la explotación avícola.

III.- RUEGOS Y PREGUNTAS:
        El vocal representante de los colegios profesionales competentes en materia de prevención ambiental (Carlos J. Moreno Montero), propone plantear a la Asesoría Jurídica de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid un informe acerca de la publicidad de los documentos que forman parte de los asuntos de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.
        El vocal representante de la Administración General del Estado, está totalmente de acuerdo con el proponente.

         El jefe del Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería expone que no es ético publicitar de cualquier forma y modo los asuntos que se deliberarán por este órgano colegiado, incluso no diciendo las cosas como realmente son en los distintos medios de comunicación porque se manipula a la opinión pública e incluso a los propios miembros de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid.

          El vocal representante de las organizaciones no gubernamentales manifiesta que él, simplemente ha transmitido la documentación remitida a las organizaciones de las que es representante, como es su obligación, lo que ellas hayan publicado, no le puede ser imputable lo que estas publiquen. Por otra parte implora que se ofrecería una mayor transparencia si las propuestas, informes y acuerdos se publicasen en la web de la Junta de Castilla y León para ofrecer una completa transparencia.
    Siendo las doce horas y treinta  minutos del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión, sin que se formularan ruegos ni preguntas por los asistentes.
          De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 

LA SECRETARIA DE LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO


Vº Bº

     EL PRESIDENTE

  (P.S. Res 04/09/2018)

Fdo.: Isabel Fernández Contero.
Fdo.: D. Óscar de la Fuente Guati.
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